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Es la Hora de la Integración,  
Y el Instante de Inaugurar para el Tercer Milenio una Sociedad  
Donde Reinen la Justicia, la Solidaridad y la Paz;  
En donde Seamos Libres de Hacer el Bien  
Y Convirtamos la Definición de la Política  
Como “El Arte de lo Posible”, en “El Arte de Hacer Posible lo Deseable”. 
 
Cardenal Oscar Andrés Rodríguez 
 
  
 
 
 
 
La América será desde hoy mi ocupación exclusiva; 
América de día cuando escriba; 
América de noche cuando piense. 
El estudio más digno de un americano, es la América.  
José Cecilio del Valle, Soñaba el abad de San Pedro y yo también sé soñar, (1822). 
 
 
PARTE I: ASPECTOS INTRODUCTORIOS 
 
 
1.1 INTRODUCCIÓN 
 
 Aunque en los últimos tiempos hemos sido testigos de un interés 
sin precedentes en cuanto a la integración de Centroamérica, este no 
constituye, una novedad, ya que estos intentos datan desde la época de 
independencia, período en que se instauraron considerables iniciativas 
que han permitido el desarrollo y perfección de los procesos de 
integración económica, jurídica, política, social y cultural de la región. 
Como consecuencia de ello se han modificado por completo las 
relaciones interestatales tradicionales conocidas hasta la época.  
 
 La creciente importancia que ha alcanzado en las relaciones 
internacionales la presentación de Centroamérica como una comunidad, 
ante el futuro incierto del fenómeno irreversible de la Globalización y la 
necesidad de presentar a todos los países Centroamericanos a nivel 
internacional como una sola comunidad va tomando fuerza en todos los 
niveles de la región. Un estudio de opinión de la firma Cid Gallup señala 
que “… ante la expresión del 66 % de los centroamericanos que estiman 
la necesidad y conveniencia de presentarnos ante el resto del mundo 
como un bloque de naciones hermanas lo único cierto es la integración”2, 
instrumento menester para que Centroamérica alcance objetivos comunes 
y se constituya en una región de Paz, Libertad, Democracia, y 
Desarrollo.3
                                                 
2«Según un estudio de opinión realizado por CID-GALLUP, todo Centroamérica manifiesta estar a 
favor de que sus gobiernos promuevan el proceso de integración. Del universo de lideres de opinión 
entrevistados, entre los que se encontraban empresarios, periodistas, funcionarios políticos, y 
ejecutivos de empresas, el 80 por ciento considera que debe acelerarse el proceso de la integración», 
CHAMORRO MORA R, “Palabras pronunciadas en el acto oficial de toma de posesión como Presidente 
de la CCJ”, en Discurso, (12/10/2002). 
3J. A. GIAMMATTEI AVILÉS, La Centroamérica Comunitaria , P.37. 
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 En estas circunstancias, nace El Derecho Comunitario, sin embrago no es 
fácil determinar el lugar que ocupa dentro del conjunto del sistema jurídico de la 
región y delimitar las fronteras que lo separan de otros ordenamientos. Por ello, no 
puede considerarse el derecho comunitario como una simple recopilación de 
acuerdos, tratados, convenios y protocolos entre estados. Tampoco se puede entender 
como parte o apéndice de los ordenamientos jurídicos nacionales, porque con la 
creación de la Comunidad, los estados miembros han limitado su soberanía y han 
establecido un nuevo ordenamiento jurídico autónomo, común y vinculante para sus 
ciudadanos y para ellos mismos. 
  
 La Autonomía del Ordenamiento Jurídico Comunitario reviste una 
importancia fundamental para la existencia de la Comunidad, ya que sin ella no se 
podría evitar que los derechos nacionales socavaran el derecho común, ni garantizar 
la validez uniforme del mismo en todos los estados que voluntariamente accedieron a 
conformarla. Sin embargo, aún cuando el derecho comunitario representa un 
ordenamiento autónomo con respecto a los ordenamientos jurídicos de los estados 
que la conforman, hay que tener en cuenta por una parte, el hecho que afectan a las 
mismas personas, que se convierten así en ciudadanos del estado y de la comunidad, 
que se desarrollan en el territorio centroamericano y aunque en diferentes estratos 
ambos procuran el bien común de la sociedad, por ende tanto el ordenamiento 
comunitario como los ordenamientos nacionales que lo integran se encuentran 
engranados entre sí. 
 
 No obstante, el ordenamiento jurídico comunitario y el derecho interno se ven 
confrontados, cuando una disposición del primero establece derechos y obligaciones 
directas para los ciudadanos de la comunidad, y su contenido contradice una norma, 
la Constitución o intereses del derecho nacional o viceversa. Tras ésta situación se 
evidencian dos problemas que podrían desarticular la estructura de la Comunidad, 
estas son: la aplicabilidad directa del derecho comunitario y la primacía del derecho 
comunitario sobre el derecho nacional correspondiente. 
 
 El permanente enfrentamiento entre los que reconocen y los que niegan la 
existencia del Derecho Comunitario Centroamericano, ha creado la necesidad de 
investigar a fondo el progreso, estructura y funcionamiento de esta comunidad 
organizada supranacionalmente y ha motivado a realizar el presente estudio, titulado: 
Fundamentos Constitucionales del Derecho Comunitario Centroamericano. 
 
 Dicho estudio se concentra en el análisis de las Cartas Magnas de los 
diferentes estados que conforman la Comunidad, por cuanto las mismas constituyen 
las directrices jurídicas para el desarrollo integral de los estados. Lo anterior permitirá 
establecer la existencia expresa o implícita de principios de integración. Actualmente 
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éstos fundamentos constitucionales no son aceptados por algunos estudiosos del 
derecho, y aún más importante, no son reconocidos por algunos de los estados de la 
comunidad de cuyas constituciones se entiende estos emanan. Esta controversia es 
considerada el elemento que ha entorpecido el proceso de integración. La percepción 
interna de algunos Gobiernos es que el reconocimiento de la Existencia de éstos 
fundamentos, conllevan la aceptación lógica de un Derecho Común Supranacional, y 
por ende, al primado de la Soberanía Nacional. 
 
 Para cumplir con los objetivos propuestos se consideró imprescindible, 
Primero: Analizar detenidamente los factores que propiciaron el surgimiento del 
Derecho Comunitario, tales como la globalización, la integración, el derecho de 
integración y la integración comunitaria. Igualmente se estudió las generalidades 
(concepto, características, fuentes, y naturaleza del mismo). Dicha investigación 
pretende establecer con claridad que es Derecho Comunitario y que es Derecho de 
Integración. Actualmente dichos términos son objeto de discusión de algunos 
tratadistas, quienes lo consideran como un mismo derecho. Igualmente, se busca 
reflejar cómo y porque el Derecho Internacional y el Derecho de Integración 
constituyen la base sobre la que nace, se sustenta y se desarrolla el Derecho 
Comunitario en la actualidad. 
 
 Segundo: Conocer el origen, concepto, fundamento, naturaleza, 
características, entre otros, del Derecho Comunitario Centroamericano, así como su 
conformación, ordenamiento jurídico, y la relación de éste con el derecho interno de 
los estados miembros, a fin de establecer su comportamiento, el por qué y bajo qué 
condiciones nace. Para ello se hará énfasis en aquellos fundamentos jurídicos que 
según su contenido, momento histórico e implementación práctica, han sido de 
trascendental importancia para el progreso integral y real de la integración 
centroamericana. 
 
  Tercero: A fin de establecer la existencia o no de fundamentos en las 
constituciones de la región centroamericana en las que se consagren expresa o 
implícitamente, principios que hacen posible la integración de la Comunidad, se opto 
por observar cómo evolucionaron históricamente estas constituciones. Con el objetivo 
de inferir los principios de integración hasta llegar al estudio de los preceptos 
constitucionales vigentes. Por ello se analizaron los diferentes textos constitucionales, 
a fin de extraer de estos los elementos necesarios para el desarrollo del estudio, y la 
consecuc ión de los objetivos planteados. Para complementar la tesis, se exponen las 
teorías suscitadas sobre la base de la existencia y el reconocimiento de los 
Fundamentos Constitucionales del Derecho Comunitario Centroamericano. 
 
 En líneas generales, el contenido de este estudio guarda estrecha relación con 
el Derecho Internacional Público, el Derecho de Integración, el Derecho Comunitario, 
y el Derecho Constitucional. El estudio se sustenta en bibliografía relacionada al 
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tema, consultas y estudios de libros, trabajos, folletos, discursos, artículos, además de 
entrevistas a magistrados de la Corte Centroamérica de Justicia (CCJ). 
  
 La actualidad e importancia que reviste al tema, como parte integral de un 
fenómeno internacional más amplio y complejo como lo es la integración 
comunitaria, hacen que esta investigación sea de grandes beneficios para los 
estudiosos del Derecho de Integración, por cuanto este trabajo se destina a satisfacer 
inquietudes que pudieran suscitarse principalmente en lo que concierne al aspecto 
constitucional de los mismos. Se pretende que con éste trabajo, se permita disponer 
de un documento de consulta confiable, objetivo y que pudiere servir como registro 
referencial para aquellos que en el futuro llegasen a profundizar en el tema. 
 
 El análisis desarrollado es un estudio dogmático, que según el nivel de 
conocimiento constituye una investigación descriptiva. El estudio se realizó sobre la 
base del ordenamiento jurídico, las constituciones, el estudio de la doctrina, la 
jurisprudencia y el análisis de investigaciones ya existentes. El diseño metodológico 
empleado para la realización de esta tesis es el deductivo. Para ello dentro de los 
instrumentos y técnicas utilizadas se hicieron entrevistas y consultas teniendo en 
cuenta los parámetros establecidos por el Reglamento del Régimen Académico y 
Estudiantil de la Universidad Centroamericana. 
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Gloriosa es la Patria, estrecho el camino 
¿Por qué rehúsa seguir el camino quien busca la Patria?  
                                                    Agustín de Ipona. 
 
 
1.2 ANTECEDENTES 
  Las primeras Constituciones que rigieron sobre territorio Centroamericano, 
fueron «la no reconocida por los españoles» Constitución de Bayona de 18083 y la 
Constitución de Cádiz de 1812. Ambas constituyentes dejaron sentadas las bases del 
liberalismo y consiguieron conquistar los derechos y libertades de moda en aquella 
época, “tendencia marcada a consecuencia de la influencia que hiciera la Francia 
revolucionaria, cuando en 1789 estableció la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano”.4 
 
 Los principios de liberalismo influyeron considerablemente en la consecución 
de la Independencia de Centroamérica del poderío español. Posterior a varias 
vicisitudes Centroamérica unida promulgo la Constitución Federal de 1824, en la que 
se admitió la independencia de cada estado y se promovió la creación de 
constituciones en cada uno de ellos. Problemas suscitados entre los estados miembros 
de la federación y entre estos con el gobierno federal, desembocaron en la separación 
de la misma. 
 
 Los esfuerzos de integración del área centroamericana comienzan desde el 
mismo momento de su separación como federación, desde entonces encontramos una 
constante en nuestros países en la búsqueda de su unión. El antecedente más cercano, 
de los procesos de integración en centroamericana, lo encontramos en la Carta de la 
Organización de Estados Centroamericanos (ODECA), de 1951.  
 
 Pero no es hasta 1963 que se reconoce por primera vez la existencia de una 
Comunidad Centroamericana. Esto lo encontramos en el «Proyecto Bases de la 
Comunidad Centroamericana», presentada en diciembre de ese mismo año por el 
                                                 
3 “Cuando Napoleón invadió España y proclamó en el nombre de Dios todo poderoso a Don José 
Napoleón Rey de las Españas y de las Indias, promulgó la Constitución de 1808 en la cual se 
plasmaban los derechos y conquistas alcanzados por la revolución francesa, sin embargo las cortes 
españolas la rechazaron”. (A. ESGUEVA GÓMEZ, Las Constituciones Políticas y sus Reformas en la 
Historia de Nicaragua), P.38. 
4 “La lucha por la consecución de los derechos y libertades, se hizo realidad en Francia cuando en 1789 
se realizó la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, que es considerado el 
documento más trascendental, por la claridad y conquistas que conllevan, al poco tiempo la 
Constitución francesa supuso la consolidación de estas conquistas”,(IBIDEM), P.6. 
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entonces Ministro de Relaciones Exteriores de Guatemala, licenciado Alberto 
Herrarte, a sus homólogos centroamericanos. Herrarte señalaba que: “Por su 
contigüidad geográfica, tradición histórica e igualdad de intereses, las repúblicas de 
Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Panamá son una 
comunidad”.8 
 
 Este Derecho Comunitario, se deriva de los tratados de integración creados 
por instituciones y organismos supranacionales con vida propia y facultad para emitir 
normativas a la que quedan sujetos tanto los estados miembros, como los ciudadanos 
de los mismos. El Derecho Comunitario Centroamericano se encuentra conformado 
por el Ordenamiento Jurídico del Sistema de Integración Centroamericana (SICA), en 
particular por el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la ODECA. 
 
Es muy importante que el reconocimiento al ordenamiento jurídico del SICA 
pueda encontrarse en los textos constitucionales de los Estados miembros de la 
comunidad, ya que lo dispongan de forma expresa o implícita; pero en la actualidad, 
no todos los países centroamericanos que suscribieron el protocolo creador del SICA 
establecen en sus textos constitucionales la posibilidad de cesión de soberanía o 
competencias a entes supranacionales con capacidad normativa primacía y efecto 
directo sobre los ordenamientos nacionales, lo que hace cuestionable la firme 
decisión política de los gobiernos de integrarse. 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
8J. A. GIAMMATTEI AVILÉS, La Centroamérica Comunitaria , P.7. 
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Los pretextos invocados ofenden la inteligencia;  
Las intenciones reales encienden la indignación.  
Eduardo Galeano, Las Venas Abiertas de América Latina, (1990). 
 
 
 
 
1.3 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 En Centroamérica el principio de primacía inherente al Derecho Comunitario 
sobre el ordenamiento nacional de los estados miembros de la comunidad, es objeto 
de controversias. Sin embargo se carece de un análisis amplio por parte de los 
estudiosos tanto del Derecho de Integración como del Derecho Constitucional, que 
concilie ambas posturas a fin de consagrar una tendencia única regional para 
Centroamérica. 
 
 Dicho conflicto entre Derecho Comunitario y Derecho Nacional sólo puede 
resolverse si uno de los dos ordenamientos jurídicos cede en favor del otro. El 
Derecho Comunitario escrito no contiene ninguna disposición expresa al respecto, 
que establezca literalmente que éste prima sobre el Derecho Nacional, pero tampoco 
señala estar supeditado a éste último. No obstante el Protocolo de Tegucigalpa en su 
artículo seis, establece que los estados miembros deben abstenerse de adoptar 
medidas unilaterales que pongan en peligro los principios del sistema de integración. 
Por otro lado el artículo 35 del precitado instrumento expresa que tanto éste 
(Protocolo de Tegucigalpa) como sus instrumentos prevalecerán sobre cualquier 
documento en materia de integración, lo que fue aceptado por los estados al suscribir, 
ratificar o en su caso, adherirse a dicho Protocolo. 
 
 El problema se agudiza cuando la Constitución, considerada el primer 
fundamento jurídico-político de un Estado y fuente por excelencia del orden estatal 
con valor superior a las leyes ordinarias, no reconocen de forma expresa la 
supremacía del Derecho Comunitario, por el contrario algunos estados solo reconocen 
la supremacía del texto constitucional y desconocen todo aquello que la contradiga. 
Esta actitud va en contra de las necesidades, características, principios y finalidades 
de la integración comunitaria en Centroamérica 
 
 Este conflicto sólo podrá resolverse en la medida en que se conceda primacía 
al primero sobre el segundo. De forma que se prive de eficacia todas las disposiciones 
nacionales que difieran de una comunitaria, y sea aplicada la norma comunitaria 
dentro de los ordenamientos jurídicos nacionales, pues de otra manera, ¿Qué quedaría 
del ordenamiento juríd ico comunitario si se supeditará al nacional? Muy poco, pues 
las disposiciones del Derecho Comunitario podrían ser abolidas por cualquier ley 
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nacional y ya no podría hablarse de la validez uniforme de éste derecho sobre los 
estados miembros. Por otro lado a la Comunidad le resultaría imposible llevar a cabo 
las misiones encomendadas al momento de instaurarla y  la validez de la misma 
quedaría en entredicho.  
 Lo anterior demuestra la importancia de establecer ordenamientos 
constitucionales uniformes a nivel regional, a fin conciliar divergencias. Para la 
consecución del proceso de integración -si realmente se desea-, los ordenamientos 
nacionales no pueden estar ubicados jerárquicamente en un nivel superior al de los 
tratados del Derecho Comunitario. Afirmación que retomamos de la experiencia  de 
la Comunidad Europea en su proceso de integración, en la que los estados miembros 
diligentemente lograron superar esta controversia, al sobreponer el bien  comunitario 
al nacional. 
 
 Sin embargo, mientras no se logre la uniformidad de los textos 
constitucionales, el dilema de la primacía del Derecho Comunitario en Centroamérica 
sobre el Derecho Nacional seguirá vigente y contraviniendo los fines que dieron 
origen al Derecho de Integración Comunitaria. Sobre la base de lo planteado el 
estudio trata de dar respuesta al siguiente planteamiento: 
 
  Siendo la Carta Magna, la que por su naturaleza sienta las bases del 
ordenamiento jurídico de una nación y que todas las actividades del Estado están 
sujetas a ella, podríamos afirmar que estos, al suscribir, ratificar o adherirse en 
algunos casos al Protocolo de Tegucigalpa, dieron lugar a la siguiente interrogante: 
¿Existe en las constituciones políticas de Centroamérica principios o fundamentos 
que hicieron posible la creación y participación plena de los estados en el Derecho 
Comunitario Centroamericano? 
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La División Internacional del Trabajo Consiste en que:  
Unos países se especializan en ganar y otros en perder.  
Nuestra Comarca del Mundo que hoy llamamos América fue precoz; 
Se especializó en perder desde los remotos tiempos en que los españoles, 
Le hundieron los dientes en la garganta. 
Eduardo Galeano, Las Venas Abiertas de América Latina, (1990). 
 
 
 
1.4 JUSTIFICACIÓN 
 
 El estudio sobre la existencia o no de fundamentos constitucionales para el 
Derecho Comunitario Centroamericano permitirá evidenciar el motivo por el que se 
ha entorpecido el actual proceso de integración de la Comunidad Centroamericana. 
 
 Este tema aunque ha sido debatido de forma ocasional por los que participan 
tanto activa como pasivamente del proceso de integración, no cuenta en la actualidad 
con un documento que aborde de forma integral la problemática e intente dar 
respuesta al asunto. 
 
 Actualmente cada uno de los integrantes del sistema de integración de la 
comunidad -entiéndase, estados miembros, entes supranacionales-, han adoptado 
posturas unilaterales haciendo prevalecer intereses propios. Esta situación hace más 
evidente la necesidad de solucionar el conflicto y demuestra cuán importante es 
asumir una posición uniforme en los ordenamientos constitucionales de los estados 
miembros, a fin de conciliar estas divergencias. Cabe señalar, que cualquier sistema 
con carácter supranacional pasa por resolver estas dificultades a fin de lograr alcanzar 
la eficacia necesaria de las decisiones comunitarias y evitar conflictos posteriores.  
 
 En el aspecto práctico, el estudio demuestra la existencia de fundamentos 
constitucionales en las cartas magnas de los estados miembros, que constituyen la 
base sobre la cual se conformó el Sistema de Integración de la Comunidad 
Centroamericana. 
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“Veri Juris germanae que justitiae solidum et expressam effigiem 
nullan tenemus; umbra et imaginubus utimur” 
Carecemos del modelo sólido y positivo del verdadero Derecho 
Y de la Justicia perfecta; tan solo una sombra poseemos de ambas cosas, una imagen. 
Miguel de Montaigne, “Ensayos Selectos”. 
 
 
 
 
1.5 OBJETIVOS 
 
 
Objetivo General  
 
Inferir la existencia de los Fundamentos Constitucionales del Derecho Comunitario  
Centroamericano en las constituciones de los estados miembros. 
 
 
Objetivos Específicos 
 
Exponer las generalidades del Derecho Comunitario, su origen, concepto, fuentes, 
características y su relación con la Globalización, el Derecho de Integración, el 
Derecho Internacional y el Derecho de los Estados miembros.  
 
Determinar la existencia del Derecho Comunitario en Centroamérica, su 
conformación, generalidades, ordenamiento, así como la relación que existe con el 
derecho interno de los estados que la conforman. 
 
Comprobar la existencia de Fundamentos Constitucionales del Derecho Comunitario 
Centroamericano, su evolución histórica y las diferentes teorías suscitadas sobre el 
reconocimiento de éstos fundamentos. 
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Perdimos, Otros ganaron;  
Pero ocurre que quienes ganaron, 
Ganaron gracias a que nosotros perdimos. 
Eduardo Galeano, Las Venas Abiertas de América Latina, (1990). 
 
 
 
 
1.6 HIPOTESIS 
 
 El Protocolo de Tegucigalpa constituye el marco jurídico sobre el cual se 
desarrolla el Sistema de Integración de la Comunidad Centroamericana (SICA). Este 
presenta la forma de regulación y protección sobre los cuales deberán versar las 
actuaciones de los estados miembros de la comunidad, a fin de evitar acciones que 
pongan en peligro la consecución del objeto fundamental del Sistema.  
 
 En esta ley marco se observa la disposición expresa que el Sistema de 
Integración Centroamericana goce de capacidad jurídica para ejercer sus funciones y 
lograr la realización de sus fines. Igualmente establece que tanto éste como los 
instrumentos que lo complementan y que derivan del mismo, prevalezcan sobre 
cualquier otro convenio, y tratado relacionado al tema. 
 
 De ahí que resulta conveniente establecer la importancia que ocupa el factor 
constitucional para la integración comunitaria democrática, sobre todo porque los 
estados miembros en el marco de sus propias constituciones están llamados a 
promover, impulsar y facilitar la evolución integradora en función del bien común 
que se pretende. 
 
 Cabe señalar que las cartas magnas de los estados miembros del sistema 
contemplan la posibilidad de integración, basados en que éstos accedieron 
voluntariamente a ratificar el Protocolo de Tegucigalpa y aceptaron plenamente las 
obligaciones y derechos contemplados en el mismo. Por lo cual afirmamos que:  
 
Las cartas magnas de los estados centroamericano, establecen expresa o implícitamente 
disposiciones jurídicas relativas a la integración, las que a su vez constituyen el 
Fundamento Constitucional para el Derecho Comunitario Centroamericano. 
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Para los Centroamericanos creer en Centroamérica  
No es ninguna obligación, 
Es una honra y un privilegio, 
No creer en Centroamérica no es ningún delito, 
Quizás sea tan solo una desgracia. 
J A Giammattei Avilés, La Centroamérica Comunitaria, 2003. 
 
 
 
PARTE II: MARCO TEÓRICO 
 
 
 
PRIMER CAPÍTULO: EL DERECHO COMUNITARIO 
 
 
 
1. INTRODUCCIÒN 
 
 En este capítulo se estudia el Derecho Comunitario, obra fundamental del 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea (TJCE), y los factores característicos 
del mismo, que actualmente se encuentran presentes en los diferentes procesos de 
integración comunitaria. Tal es el caso del grupo Andino o Comunidad Andina de las 
Naciones (CAN), creado por el Acuerdo de Cartagena el 26 de mayo de 1969, el 
Mercado Común del Sur  (MERCOSUR); creado por el Tratado de Asunción el 26 de 
marzo del 1991 y finalmente el Sistema de Integración Centroamericana (SICA), 
creado por el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados 
Centroamericanos el 13 de diciembre de 1991.  
 
 Por ello se necesita conocer los elementos que propiciaron el nacimiento del 
Derecho Comunitario, así como destacar los conceptos, principios, características, 
fuentes, objetivos, entre otros que conllevan a la creación de una comunidad de 
derecho. Por otra parte, tomando en consideración que el origen del Derecho 
Comunitario ésta en la Comunidad Europea, en este capítulo se tomará como 
parámetro la doctrina europea, por ser considerada la que ha fijado los lineamientos 
que han seguido y desarrollado las comunidades que buscan una integración 
comunitaria.
CAPÍTULO I: EL DERECHO COMUNITARIO  
 
 
 
 
 
2. GENESIS DEL DERECHO COMUNITARIO 
2.1 La Globalización 
 
 En el pasado, las relaciones de convivencia entre las primitivas comunidades, 
de seres revestidos de sentimientos autóctonos, de territorialidad y superioridad, 
considerados entre sí como enemigos naturales y eternamente separados por barreras 
geográficas, étnicas, culturales o religiosas, ocasionaron que los primeros contactos 
entre estos fueran guerras desatadas por intereses meramente económicos, ya que el 
deseo por consolidar el poder en un ámbito geográfico, hizo que emperadores y reyes, 
mediante invasiones anexaran territorios, logrando una integración, con el objetivo de 
explotar la economía y los recursos del pueblo sometido. De ahí la necesaria 
aparición de un complejo de normas destinadas a regular la cooperación y el 
desarrollo de las actividades comerciales entre estos diferentes pueblos.6 
 
 Este tipo de integración forzosa ha cambiado. Ahora al referirnos a la 
integración entre los pueblos priman intereses comunes y decisiones colectivas que 
permiten alcanzar un desarrollo económico, social, político y cultural. Generalmente 
estos procesos de integración nacen de necesidades económicas y en los últimos 
años7 han dando como resultado un desarrollo económico de gran alcance e impacto 
global que se ha convertido en el rector de la actual dinámica internacional y que 
algunos llaman “La Globalización”. 
 
 En la actualidad, la globalización, despierta el temor de muchas personas al 
desempleo y una creciente desigualdad tanto en el ámbito nacional como 
internacional. Otros en cambio la consideran una oportunidad para llevar los 
beneficios y progresos a las personas en cualquier parte del mundo. Lo cierto es, que 
para que un estado pueda desarrollarse en este nuevo contexto mundial debe competir 
bajo ciertas condiciones.8 Y así lo visualizaron los países europeos, pioneros en los 
procesos unionistas, que consideraron indispensable la integración de la comunidad 
para maximizar sus opciones de desarrollo y vincularse de forma más provechosa de 
cara a la economía global.9 
 
 Partiendo de esta concepción el mundo viene experimentando complejas y 
multidimensionales formas de relación y cooperación entre los estados. En este 
                                                 
6 OMEBA, P.516. 
7 H. RIMBERT HEMMER, Países en Desarrollo: ¿Victimas o Beneficiarios de la Globalización?, P.9-10. 
8 CHAMORRO MORA R, “Palabras pronunciadas en el acto oficial de toma de posesión como Presidente 
de la CCJ”, en discurso, (12/10/2002). 
9 C. F. ARROYO BORGEN, Mon. Estudio comparativo del Tribunal de Luxemburgo, el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina y la Corte Centroamericana  de Justicia en el marco de sus 
respectivos Procesos de Integración, P.1. 
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sentido, la integración juega un papel destacable porque permite ingresar y participar  
fácilmente del fenómeno de la globalización. También permite establecer condiciones 
más favorables para la comunidad debido a que plantea soluciones conjuntas a 
problemas comunes, procurando por sobre todas las cosas la preeminencia del bien de 
los estados miembros. 
 
2.2 La Integración Comunitaria 
 
Así como el hombre no puede vivir aislado sino en sociedad, los pueblos han 
tenido, desde tiempos remotos, la necesidad de asociarse para facilitar la solución de 
sus problemas. La palabra integración es del origen latino integratio-onis, también 
identificado con el latín integrare, que significa, “Constituir las partes de un todo, 
complementar un todo con las partes que faltaban. (...) incorporarse, unirse a un 
grupo para formar parte de él” .10 La integración puede ser definida entonces: “Como 
un proceso mediante el cual distintos Estados en ejercicio de su soberanía determinan 
formar un grupo Regional”;11o “Como un proceso de integrar y unir entidades 
disgregadas, aglutinar partes separadas dentro de una estructura más grande, 
conformar una unidad con elementos parciales que estaban dispersos”.12 
 
Prácticamente, es un proceso en el cual diversos estados se integran a fin de 
resolver problemas comunes; por lo que históricamente el progreso económico de los 
pueblos se identifica a grandes rasgos con la historia de su integración, ya que se 
manifiesta con el paso de unidades económicas reducidas y cerradas (la familia, la 
aldea), hacia unidades económicas cada vez más extensas (la nación, la comunidad 
mundial). 13  
 
En la actualidad, la integración es un fenómeno universalizado por la 
globalización, que reaparece por los estragos de la segunda guerra mundial y se 
fundaba principalmente en evitar una tercera. Este nuevo entorno acarrea dificultades 
que entorpecen el buen desempeño de un Estado frente a la comunidad internacional, 
enmarcada dentro de un contexto de globalización y alianzas estratégicas, entre los  
países identificados dentro de una región específica, por ende, no es posible mostrar 
una postura indiferente ante las necesidades de integrarse con otros estados.14
                                                 
10 A. VALLE GONZÁLEZ, Derecho Comunitario , P.23 
11 DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA, vigésima primera edición. P.831 
12 J. A GIAMMATTEI AVILÉS, Guía Concentrada de la Integración Centroamericana, 
Centroamericana, P.5 
13 J. A BOVÉDA SALVATIERRA, “La importancia económica y jurídica de la Integración” en artículo de 
opinión, Sección de Negocio y Economía, La Prensa, (29/10/2003) 
14 J. A GIAMMATTEI AVILÉS, Guía Concentrada de la Integración Centroamericana, 
Centroamericana, P.5 
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2.2.1 Objeto de la Integración Comunitaria 
 
En un principio, el objeto y razón lógica en favor de los procesos de integración 
se fundaban en la necesidad de proteger las economías nacionales. Actualmente, la 
doctrina la concibe como medios a través del cual se ha logrado crear y desarrollar 
una verdadera Comunidad de Derecho derivada de tratados de integración. En estos 
los diferentes estados se comprometen a ejecutar hechos orientados a solucionar 
problemas comunes, identificar la forma de aprovechar los recursos y la resolución de 
los problemas por una autoridad común,15 mediante la creación de organizaciones 
internacionales de tipo supranacional, que actúen como mediadores de cooperación 
entre los estados que la conforman.16 
 
2.2.2 Naturaleza de la Integración 
 
 Cada proceso de integración tiene su propia naturaleza y tiende a justificarse 
en la necesidad de proteger sus economías, frente aquella con que no es posible la 
competencia por tener mayores niveles de desarrollo.17 De ahí que la integración 
tenga su origen en el ejercicio soberano de los estados, que en función de las 
facultades jurídicas que le concede su propia soberanía crearon una autoridad 
supranacional en busca del bien común.18 
 
2.2.3 Modalidades de la Integración 
 
 La integración se presenta a través de dos modalidades: el multilateralismo y 
el regionalismo.19 El primero da origen a instituciones y normas de carácter universal 
que pretende la supervisión de las relaciones entre los estados, en diferentes aspectos. 
Tal es el caso de la Organización Mundial de Comercio (OMC), y  la Organización 
de Naciones Unidas (ONU), en las cuales se establecen relaciones de carácter 
internacional. La segunda modalidad se caracteriza por la voluntad de los estados de 
utilizar este proceso de integración como un fin para alcanzar algo más. La modalidad 
regional pretende de forma gradual la creación de una verdadera comunidad de 
derecho entre los estados que comparten territorio, lengua, cultura y que deciden 
integrarse.
                                                 
15A. VALLE GONZÁLEZ, Derecho Comunitario , P.23. 
16D. MONCADA COLINDRES, El Sistema de Integración Centroamericana y la Unión Europea: 
aproximación comparativa de sus principales órganos e instituciones, P.6. 
17A. VALLE GONZÁLEZ, OP. CIT, P.23. 
18A. M VIGIL GURDIAN, Mon. Corte Centroamericana de Justicia y su Papel en la Tutela y promoción 
de Derechos Fundamentales, P.17. 
19A. VALLE GONZÁLEZ,OP.CIT , P.24. 
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2.2.4 Elementos Esenciales de la Integración 
 
 Entre los elementos de la integración se debe tomar en cuenta; Primero, que la 
integración es un proceso por medio del cual, las naciones materializan su deseo de 
tomar decisiones en conjunto o en delegar la responsabilidad de la decisión en un 
órgano común. Segundo, que el proceso de integración tiene un carácter 
esencialmente voluntario, puesto que ningún Estado está obligado a participar de él. 
Tercero: para que los estados actúen en conjunto requieren de un marco institucional 
que garantice tanto la soberanía, como el trato igualitario para todos ellos. Cuarto, la 
integración es un proceso, y por ende debe desarrollarse y perfeccionarse para llegar a 
concretar un fin, en este caso el de la integración comunitaria.20 
 
2.2.4 Elementos Esenciales de la Integración 
 
 Para consolidar una integración debe desarrollarse un procedimiento que 
observe cautelosamente una serie de principios esenciales21 retomados de las 
experiencias y del trabajo integracionista de diferentes comunidades. Cada uno de 
ellos constituye una etapa, un proceso, pues en la medida en que cada uno de ellos 
pueda irse aplicando se estará más cerca de concretar una verdadera comunidad de 
derecho en una región determinada.  
 
2.2.5.1 Principio de Competencia de Atribuciones 
 
 Referido principalmente al deber y derecho de la comunidad de ejercer 
cuantas competencias les hayan sido atribuidas por los diferentes estados al momento 
de instaurarla, a fin de que pueda desarrollarse y cumplir con las metas y objetivos 
planteados por la comunidad.  
 
2.2.5.2 Principio de Irreversibilidad de Competencia Comunitaria 
 
 Este principio cobra gran importancia dentro de todo proceso integracionista, 
pues supone la encarnación del verdadero sentimiento unionista al establecer que una 
vez cedidas las competencias de los diferentes estados miembros en favor de la 
institución comunitaria, (con vida jurídica propia y de duración ilimitada), no haya 
lugar a la solicitud de devolución de éstas competencias cedidas, en favor de algún 
estado o grupo de ellos. De lo contrario se sentaría un mal precedente en detrimento 
de la comunidad.
                                                 
20C. F. ARROYO BORGEN, Mon. Estudio Comparativo del Tribunal de Luxemburgo, el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina y la Corte Centroamericana de Justicia en el marco de sus 
respectivos Procesos de Integración, P.6. 
21J A GIAMMATTEI AVILÉS, Guía Concentrada de la Integración Centroamericana, P.15-18. 
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2.2.5.3 Principio de No Reserva en los Proceso s de Integración 
 
 Esto se refiere principalmente a la dificultad de conjugar en un sólo órgano los 
deseos e intereses particulares de diferentes estados. Por ello todos deben de 
participar bajo las mismas condiciones y ser beneficiados de la misma manera por la 
institución comunitaria. Por ende no se aceptan las reservas, denuncias o retiradas en 
los diferentes tratados de integración, por no estar permitidos y ser en cambio 
totalmente ajeno a los fines y objetivos planteados por la comunidad.  
 
2.2.5.4 Pr incipio de Cooperación con la Comunidad y de Buena Fe y Cooperación 
Leal con las Instituciones 
 
 Este principio establece el no entorpecimiento de los objetivos y fines de la 
comunidad, ya que esta fue instaurada para procurar el bien de los estados miembros 
y estos tienen la obligación de trabajar y cooperar para el buen funcionamiento de la 
misma. 
 
2.2.5.5 Principio de Progresividad 
 
 A como se indicó anteriormente, para lograr la integración hay un largo 
camino que recorrer, por lo que la instauración de una comunidad de derecho debe 
hacerse progresivamente poco a poco y aun cuando se haya logrado alcanzar las 
metas y objetivos planteados quedará mucho por hacer, pues constantemente el 
mundo cambia y no cabe duda que la comunidad deberá ir asumiendo los nuevos 
retos. 
 
2.2.5.6 Principio de Unanimidad y Participación de las Instituciones en la Revisión de 
los Tratados Constitutivos 
 
 Este principio establece un proceso de perfeccionamiento por medio del cual 
los organismos y las instituciones de la comunidad, basados en sus experiencias 
deben aportar a los tratados que le dieron vida, a fin de establecer mecanismos que 
hagan más operativo el funcionamiento de la comunidad. 
 
2.2.5.7 Principio de Seguridad Jurídica 
 
 Constituye un derecho de los estados miembros y de sus habitantes, quienes 
pese a ceder parte de su soberanía en función de una institución, necesitan de un 
mecanismo que les proteja cuando la misma institución pretenda transgredir los 
derechos del estado y/o sus ciudadanos, o de toda la comunidad.
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2.2.5.8 Principio de Legalidad 
 
 Establece los límites de las autoridades comunitarias, las que no tienen más 
facultades o atribuciones que las conferidas expresamente en los respectivos tratados. 
 
2.2.5.9 Principio de Autonomía Funcional de los Órganos e Instituciones de la 
Integración 
 
 Garantiza el desarrollo equilibrado y armonioso entre los Órganos e 
Instituciones del sistema, los vincula pero respetando la autonomía e independencia 
de cada uno de ellos conforme a sus atribuciones. 
 
2.2.5.10 Principio de Transparencia o Publicidad de los Actos de los Órganos e 
Instituciones del Sistema 
 
 La publicidad permite a los estados y a sus ciudadanos conocer de las 
actuaciones de los órganos e instituciones comunitarias y por ende discernir si estas 
están o no encaminadas a la consecución de las metas planteadas.22 
 
2.2.5.11 Principio de Mejor Calidad de Vida 
 
 La razón lógica de los procesos de integración se funda en motivos meramente 
económicos. De ahí que lo que se desea es lograr un mejoramiento en la calidad de 
vida de los nacionales de la comunidad.  Todo dentro de un proceso de respeto 
absoluto de sus respectivos derechos y en el marco de una democracia en pleno 
funcionamiento.23 
 
2.2.6 Etapas del Proceso de Integración 
 
 Todo proceso de integración supone la voluntad plena de los estados de 
integrarse, y el reconocimiento de sus ventajas beneficios, así como de la voluntad 
política de los gobernantes en función de la consecución de los fines planteados 
conjuntamente por la comunidad. El principal motivo de la integración es el factor 
económico; Con la integración se busca alcanzar un mayor nivel de crecimiento 
económico y ante la globalización, integrarse parece ser la mejor solución. Por eso 
dentro de los procesos de integración podemos distinguir cuatro etapas.24
                                                 
22J. A GIAMMATTEI AVILÉS, La Conciencia Centroamericana II, P.126. 
23(IBIDEM), P.128. 
24A. VALLE GONZÁLEZ, Derecho Comunitario, P.25-31. 
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2.2.6.1 Zona de Libre Comercio 
 
 Con esta área se establece la libre circulación de mercancías entre los estados 
miembros, lo cual supone que deben suprimirse obstáculos de carácter arancelarios 
que pudieren obstaculizar las exportaciones e importaciones en la región. 
 
2.2.6.2 Unión Aduanera 
 
 En esta los estados miembros disponen de un arancel común para los 
productos originarios de los estados ajenos a la unión. Con lo anterior se pretende 
tanto la libre circulación de mercancías originarias de los estados miembros, como el 
establecimiento de un arancel aduanero único. Igualmente la unión aduanera, permite  
que los estados miembros puedan negociar como un bloque de naciones con aquellos 
estados no signatarios. 
 
2.2.6.3 Mercado Común 
 
 El mercado común consiste en la creación de un espacio económico, 
comprendido por el territorio de los estados miembros. Es decir además de una zona 
de libre comercio y de unión aduanera se permite la libre circulación de todos 
aquellos factores productivos en condiciones análogas a las del mercado interno de 
un estado. 
 
2.2.6.4 Unión Económica y Monetaria 
 
 Se funda en el presupuesto de la existencia de un mercado común. Para ello, 
se hace necesaria la creación de instituciones económicas capaces de coordinar y 
armonizar las políticas macroeconómicas de los estados, a fin de crear una moneda 
única que remplace las diferentes divisas individuales de cada uno de ellos. Ejemplo 
de ello, es  la libre  circulación del Euro  en los países miembros de la Unión 
Europea. 
 
2.2.6.5 Integración Económica y Política 
 
 Esta constituye la última fase del proceso de integración. Se caracteriza por la 
existencia de políticas económicas comunes y únicas, para lograrlo se requiere del 
establecimiento de una autoridad competente con carácter supranacional, que  
imponga medidas a todos los estados miembros. Esta fase es considerada la más 
completa forma de integración ya que pretende fusionar y homogenizar las políticas 
de los países miembros.
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2.2.7 Problemas, Deformación y Desnaturalización en el Proceso de Integración25 
 
  Ante el complejo proceso de integración se pueden presentar numerosas 
contrariedades que obstaculicen el avance de las etapas, las que se generalizan de la 
siguiente manera. 
 
2.2.7.1 Problemas 
 
ê Escaso conocimiento sobre la naturaleza, objetivos, propósitos y principios de 
un proceso de integración exitoso como el europeo, por parte de las máximas 
autoridades responsables del mismo. 
ê Ausencia de una voluntad política, clara y definida para impulsar el proceso 
de integración. 
ê Falta de seriedad y responsabilidad de los estados miembros en el 
cumplimiento de los tratados de integración. 
 
2.2.7.2 Deformación 
 
La deformación se presenta cuando autoridades de algunos estados miembros 
toman medidas unilaterales y  argumentan aceptar la integración de forma parcial, 
sobre todo en los aspectos  que consideran conveniente a sus intereses nacionales.  
 
2.2.7.3 Desnaturalización 
 
Este fenómeno se presenta cuando se desarrollan actividades que contravienen la razón 
y naturaleza misma en virtud de la cual fue instaurada la integración, pasando por alto las 
facultades que a ese respecto tienen las instituciones órganos y organismos de la integración. 
 
2.2.8 Sistemas que Facilitan el Proceso de Integración 
 
2.2.8.1 Identificación de Áreas Comunes 
 
Sobre esta base se establecen políticas para sectores con intereses comunes a las cuales 
se supeditan las políticas internas. 
 
2.2.8.2 Atribución de Competencias a Organismos Supranacionales 
 
  Supone la limitación  de soberanía de los Estados miembros, al transferir parte de 
estas a tales órganos, puesto que estos dirigen el avance de la integración de forma progresiva 
y armónica.
                                                 
25J. A GIAMMATTEI AVILÉS, Guía Concentrada de la Integración Centroamericana, P.37-38. 
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2.2.8.3 Primacía y Efecto Directo de los Actos Normativos de los Órganos de 
Integración 
 
Este sistema es utilizado por las instituciones para facilitar el proceso de integración, 
ya que su contenido establece los factores que propician la operatividad de los tratados de 
integración y se encuentra íntimamente ligado a la cesión de competencias a organismos 
supranacionales. 
 
2.2.9 Ventajas y Desventajas de los Procesos de Integración 
 
2.2.9.1 Ventajas 
 
 La doctrina señala, que dentro de los procesos de integración económica se 
presentan las siguientes ventajas:26 
 
ê Especialización en la fabricación de productos de una manera eficiente. 
ê Mayor competencia entre empresas eliminándose situaciones de monopolio y la 
posibilidad de discriminaciones. 
ê Aprovechamiento de economía de escala, al disponerse de un mercado más amplio. 
ê Mayor variedad en las calidades de los productos. 
ê Mayor dinamismo en la innovación y progreso técnico. 
ê Reducción del gasto público. 
ê Mayor capacidad negociadora frente a terceros. 
 
2.2.9.2 Desventajas 
 
ê Reconversión sectorial en ramas de actividades no competitivas. 
ê Sometimiento a políticas supranacionales que pueden desconocer las posiciones de 
partida de los estados miembros y producir efectos negativos en las economías de los 
estados. 
ê Posibilidad de efectos negativos de las estrategias proteccionistas. 
ê Incertidumbre en la asignación de capitales por estimaciones no económicas. 
 
 
2.3 El Derecho de Integración  
 
 El seguimiento de procesos y la voluntad manifiesta de integrase por parte de 
diferentes comunidades de estados, constituyen una meta y un propósito de 
incuestionable valor y significación, particularmente justificados por razones 
económicas, políticas, culturales, geográficas, históricas y espirituales.
                                                 
26A. VALLE GONZÁLEZ, Derecho Comunitario, P.31-32. 
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 Dicho proceso se materializa a través de tratados internacionales, producto del 
libre ejercicio soberano de los estados que aspiran a la integración, y de la 
instauración de instituciones supranacionales, lo anterior faculta la creación de un 
sistema jurídico denominado como Derecho de Integración. Este debe entenderse 
como “el conjunto de normas jurídicas contenidas en los tratados, convenios, 
proyectos, procesos, ordenamientos institucionales y acuerdos internacionales, 
referidos al esfuerzo de cooperación y eventual unificación económica y política en 
un área geográfica o región”.27 
 
2.3.1 Elementos Jurídicos que sustentan el Derecho de Integración 
 
 Los elementos que sustentan los procesos integracionistas y que por ende dan 
origen al Derecho de Integración son los “Tratados Internacionales” y la “Institución 
Comunitaria”, el primero constituye el elemento que da vida a la nueva comunidad 
internacional y el segundo encarna la voluntad de integración de los estados que la 
conforman.28 
 
2.3.1.1 Los Tratados y el Derecho Internacional 
 
 El Derecho de Integración, surge de los tratados internacionales. De acuerdo a 
la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados  realizada el 23 de mayo de 
1969, este debe entenderse como: “un acuerdo internacional celebrado por escrito 
entre estados y regidos por el Derecho Internacional”. Una vez originado el Derecho 
de Integración, éste cobra vida propia y autónoma del derecho y del tratado 
internacional que le dio origen. 29 
 
2.3.1.2 Las Instituciones 
 
 Estas juegan un papel preponderante dentro de los procesos de integración, 
pues son los que encausan y dirigen los procesos integracionistas. Entre sus funciones 
está el establecer reglas de convivencia y conducir a través de sus órganos a la 
consecución de los fines y objetivos planteados por la comunidad. 
 
2.3.2 Características del Derecho de Integración 
 
 El derecho de integración nace de los tratados del derecho internacional, pero 
una vez creado es autónomo de éste, el derecho de integración es una etapa y un 
                                                 
27J. A GIAMMATTEI AVILÉS, La Conciencia Centroamericana , P.124. 
28(IDEM). 
29C. F. ARROYO BORGEN, Mon. Estudio Comparativo del Tribunal de Luxemburgo, el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina y la Corte Centroamericana de Justicia en el marco de sus 
respectivos Procesos de Integración, P.25. 
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proceso para alcanzar la integración comunitaria, la que, una vez instaurada es 
completamente autónoma tanto del derecho internacional, como del derecho de 
integración. El derecho de integración cuenta con las siguientes características:30 
 
2.3.2.1 Crea Nuevas Estructuras de Carácter Supranacional 
 
 Sean llamadas comunidades o sistemas están dotadas de independencia 
orgánica y funcional que les permite orientar los intereses de los estados en función 
de la concreción de las metas trazadas, y el poder de obligar a los estados miembros a 
seguir estos lineamientos. 
 
2.3.2.2 Genera un Ordenamiento de Competencias y de Poderes 
 
 Dada la naturaleza de estas organizaciones a las cuales los estados han 
accedido voluntariamente a cederles parte de su soberanía, en función de que ejerzan 
las competencias que les han sido asignadas por ellos mismos al momento de su 
constitución, se produce un reordenamiento en el derecho interno a fin de evitar 
posibles conflictos de competencias entre ellos. 
 
2.3.2.3 Da Vida a Nuevos Principios  
 
 Los nuevos principios versan sobre la representatividad y las 
responsabilidades de los estados miembros. En otras palabras sobres sus deberes y 
derechos dentro de esta nueva organización internacional. 
 
 En resumen el Derecho de Integración forma parte del Derecho Internacional, 
en tanto representa su última etapa y a la vez la primera de un nuevo derecho, el 
Derecho Comunitario. Explicado de otra manera, “el derecho de integración es el 
conjunto de normas que edificaran las bases sobre las que se asentará el derecho comunitario. 
Sin derecho de integración no habría derecho comunitario, sin embargo una vez establecidas 
las estructuras y condiciones idóneas, éste último actúa con independencia del primero y del 
derecho internacional que le dio vida”.31
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3. EL DERECHO COMUNITARIO 
 
3.1 La Comunidad 
 
3.1.1Conceptos 
  
 Del Latín comunitas-atis, calidad de común, de lo que no siendo 
privativamente pertenece o se extiende a varios.32Conjugación de personas que viven 
unidas bajo ciertas reglas.33La comunidad debe su nacimiento a la existencia de una 
identidad cultural común y a constantes problemas políticos internos de convivencia, 
que se desean resolver sobre la base de una solidaridad de hecho.34 
 
 Comunidad es la unidad hecha mediante la integración o participación de 
muchos, es una forma estable de asociación. La existencia y permanencia de una 
comunidad depende en términos generales:35 
 
a) De una determinada cercanía espacial. 
 
b) De una conciencia que revele a los miembros la posibilidad de alcanzar unidos los 
objetivos, que aisladamente no alcanzarían. 
 
c) De la participación en común para la realización de los objetivos que se generen 
dentro de la comunidad. 
 
3.1.2 Comunidades de Estados 
 
 El camino hacia la integración está determinado por los estados, quienes 
voluntariamente deciden ejercer conjuntamente algunas de sus facultades soberanas, 
por medio de entes supranacionales creados para tal efecto.36 
 
3.1.3 Comunidad de Derecho 
 
 La existencia de estas comunidades emerge de un nuevo orden jurídico, 
autónomo y novedoso. Se afirma que es de derecho, en tanto que ni los estados 
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miembros ni sus órganos ni organismos, pueden sustraerse del reconocimiento de su 
existencia.37 
 
3.1.4 Acervo o Patrimonio Comunitario 
 
 Por acervo comunitario o «aequis conmmunautaire», se entiende el conjunto 
de realizaciones comunitarias que se consideran irreversibles y que deben ser 
íntegramente asumidas por un estado que pertenece a la comunidad.38 “(…) es aquello 
que se ha logrado frecuentemente con esfuerzo; que se consenso en su origen; y que terminó 
reconociéndose sin discusión. Es en otras palabras, el conjunto de realizaciones jurídicas y 
políticas que se han ido acumulando en el proceso y que no puede diluirse o disminuirse ni 
mediante actos unilaterales, ni mediante actos de la colectividad de los estados miembros”.39 
 
 También lo podemos definir, como el patrimonio de la comunidad, es decir, 
las reglas, principios, acuerdos, jurisprudencia, declaraciones, opiniones objetivos y 
prácticas, relativas a las comunidades.40 
 
3.2 Origen del Derecho Comunitario 
 
 La idea de una Europa unida se encuentra presente el siglo XV y XVI con la 
aparición de los estados liberados del papado y del imperio.41Pero los esfuerzos más 
relevantes de integración europea  se presentan a partir del período de posguerra. El 
proceso de integración europeo nace como respuesta ante la devastación causada por 
las guerras. En este contexto surge un movimiento europeo que aspira a obtener una 
fórmula pacificadora como vía de cohesión ideológica, cooperación económica, 
jurídica, política y militar entre los estados miembros.42Todo ello lo buscan mediante 
la propuesta de unidad entre las naciones del continente. 
 
 Desde entonces, el proceso de integración de la comunidad europea, nacido de 
tratados internacionales de Integración,43 se destaca como el más antiguo y avanzado 
de los procesos de integración, que ha evolucionado de una integración económica 
hacia una integración social, política, jurídica y monetaria de sus miembros. A nivel 
mundial el proceso de integración de Europa es considerado el más exitoso, y se 
destaca fundamentalmente porque supone la creación de una entidad distinta de los
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estados que absorbe y ejercita competencias tradicionalmente pertenecientes al 
ámbito nacional. 
 
 En el proceso de formación de las comunidades europeas se destacan tres 
etapas o momentos importantes: 
 
3.2.1 Primera Etapa: Las Organizaciones Euro-Atlánticas  
 
 Las organizaciones euro-atlánticas surgieron tras la Segunda Guerra Mundial 
con la alianza estratégica entre los Estados Unidos de América y Europa. Entre estas 
organizaciones podemos destacar: 
 
 La OECE (Organización Europea de Cooperación Económica), considerada la 
primer organización europea de posguerra. La OECE  en 1948 nace de una iniciativa 
del Ministro de Asuntos Exteriores de los Estados Unidos George Marshall, quien en 
1947 llamó a los estados de Europa a unificar esfuerzos en pro de la reconstrucción 
económica.44 
 
 Tras la OECE, en 1949 se creó la OTAN,  que consistía en un pacto militar 
entre los estados europeos, los Estados Unidos y Canadá; Para reforzar la cooperación 
en materia de políticas de seguridad. 
 
 En 1954 se fundó la Unión Europea Occidental (UEO), que supuso para los 
estados que la integraron, una plataforma de estrecha cooperación en materia de 
seguridad y defensa.  
 
3.2.2 Segunda Etapa: Consejo de Europa y OSCE 
 
 Esta etapa se caracterizó por el hecho, que su estructura permitió la 
cooperación entre el mayor número posible de estados. Para ello se acordó que estas 
organizaciones no fueran más allá de la tradicional cooperación interestatal.  
 
 A este grupo pertenece el Consejo de Europa, organización política fundada el 
5 de mayo de 1949. El Consejo de Europa es, por su propia estructura, un órgano de 
cooperación política internacional entre los estados miembros. En el marco de este 
Consejo se adoptaron numerosos convenios en materia de economía, cultura, política 
social y derecho. El más importante y también más conocido es el CEDH, (Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales), del 4 de noviembre de 1950.45
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3.2.3 Tercera Etapa: la Unión Europea 
 
 La primera piedra para la realización de la Comunidad Europea la puso el 
ministro francés de Asuntos Exteriores, Robert Schuman, el 9 de mayo de 1950 el 
cual se hizo realidad con la conclusión del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Económica del Carbón y del Acero (CECA), conocida también como Tratado de 
París. Posteriormente con los  Tratados de Roma, el 25 de marzo de 1957, en la que 
se creaban la Comunidad Económica Europea (CEE) y la Comunidad Europea de la 
Energía Atómica CEEA o EURATOM.46 
 
3.3 Conceptos Generales de Derecho Comunitario 
 
 El Derecho comunitario es la base del sistema instituciona l de la integración 
comunitaria. Se encarga de establecer los procedimientos para la adopción de 
decisiones de las instituciones comunitarias y regula las relaciones entre ellas. Facilita 
una serie de instrumentos jurídicos en forma de reglamentos y de decisiones 
generales que permite adoptar actos jurídicos con efectos vinculantes para los estados 
miembros y sus ciudadanos.  
 
Derecho Comunitario: 
 
El investigador Ricardo Mónaco, ha negado la existencia de éste derecho como 
rama autónoma de la organización jurídica. En la misma posición ésta Gautama 
Fonseca, quien ha expresado que a nadie se le ha ocurrido afirmar hasta ahora que la 
existencia de una organización mundial como la ONU, o de movimientos regionales 
como la OEA, (…) han dado origen a una disciplina jurídica nueva, distinta del 
derecho internacional. 
 
 Por otra parte, juristas de reconocido prestigio internacional afirman la 
existencia de una rama autónoma del derecho, sustentados en posiciones puramente 
dogmáticas y de contenido práctico. Por ejemplo, han manifestado que el nuevo 
derecho posee elementos de coercibilidad que a veces le falta al derecho de gente, y 
que a su vez la nueva rama jurídica si bien tienen vinculaciones con el derecho 
internacional no forma parte de éste, pues el derecho comunitario posee vínculos más 
acentuados con el orden jurídico interno de los estados miembros de los movimientos 
de integración.  
 
 La autonomía científica puede ser comprobada, no tanto en razón del 
elemento técnico de la materia, sino principalmente en base a la amplitud y 
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organización del conjunto de sus normas, de la existencia de principios propios que la 
gobiernan y de los métodos de examen relacionados al contenido especial y sustancial 
de la norma.47 
 
 Para el doctor Enrique Ulate Chacón, afirma que el Derecho Comunitario “es 
el conjunto de normas jurídicas que disciplinan las comunidades de estados y sus relaciones 
jurídicas con otros sujetos de derecho, creadas como organizaciones internacionales sui 
generis, dando origen a un sistema jurídico institucional u ordenamiento jurídico nuevo 
autónomo y especial, cuyo denominador o ius propium se basa en las relaciones de 
integración regional”.48 
 
 El doctor Jorge Antonio Giammattei Avilés expresa que Derecho Comunitario 
es: “el derivado de los tratados de integración que han creado instituciones, organismos 
comunes o comunitarios, supranacionales e instituciones, que han entrado en vigor según los 
principios clásicos del derecho de los tratados, con la facultad de emitir determinadas 
normativas a la que tendrán que sujetarse tanto los estados miembros como los ciudadanos de 
los mismos y los propios organismos de la integración; y cuyas disposiciones deberán ser 
interpretadas por organismos jurisdiccionales y administrativos creados para tal efecto; en 
cuyos fallos podrán aplicar no únicamente las convenciones internacionales vigentes, sino la 
costumbre internacional, los principios generales del derecho, las decisiones judiciales y la 
doctrina”.49 
 
3.4. Objeto y Principios de la Integración Comunitaria 
 
3.4.1 Objeto 
 
 El Objeto que se pretende, es básicamente el de lograr la plena integración de 
sus naciones y el de su población.50 
 
3.4.2 Principios Constitutivos del Derecho Comunitario Europeo 
 
Estos son recopilados de las normas básicas constitutivas de los tratados de integración 
comunitaria, entre los cuales podemos destacar los siguientes: 51
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3.4.2.1 Principio de Atribución 
 
En la integración de la comunidad. Los estados miembros al decidirse a ejercer algunas 
de sus facultades en forma conjunta, por medio de un ente supranacional, le atribuyen a éste 
el ejercicio de esas facultades. 
 
3.4.2.2 Principio de Subsidiariedad 
 
Entendido como límite a la actividad de la comunidad en materia que no sea de su 
competencia exclusiva. De modo que no se interfiera en la actuación de los estados 
miembros. 
 
3.4.2.3 Principio de Proporcionalidad 
 
Se traduce en la gradualidad específica y progresiva de la integración y en el 
tratamiento especial a estados miembros de menor desarrollo relativo, hasta lograr su 
equiparación con el resto. 
 
3.4.2.4 Principio de Lealtad 
 
Entendido como la buena fe de los estados miembros en el cumplimiento de los 
tratados de integración, absteniéndose de establecer, convenir o adoptar medida alguna que 
sea contraria a los mismos, y que pudieren obstaculizar el cumplimiento de los principios o la 
consecución de los objetivos de integración.52 
 
3.4.2.5 Principio de Solidaridad 
 
Como expresión de la acentuada interdependencia origen y destino común. Los 
Estados miembros participan para conseguir la paz social. 
 
3.4.2.6 Principio de Identidad 
 
Manifestación activa de los intereses de la comunidad y de la voluntad de ser 
considerada como una sola representación. 
 
3.4.2.7 Principio de No Discriminación 
 
Este principio asegura que todos sus integrantes (estados y personas), gozan de los 
mismos deberes y derechos.
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3.4.2.8 Principio de Universalidad 
 
Referido a la globalidad del proceso y el respeto a los principios y normas de carácter 
universal. 
 
3.4.2.9 Principio de Progresividad 
 
Se establece la continuidad en la consecución de la unión europea, implantándose de 
forma progresiva los objetivos de la integración presente en los procedimientos de adopción 
de decisiones, los que varían progresivamente de menor a mayor incidencia en el Parlamento 
Europeo. 53 
 
3.4.2.10 Principio de Respeto a las Identidades Nacionales 
 
Creado con la finalidad de respetar la identidad nacional de cada estado miembros, lo 
que incluye respeto a la s lenguas e idioma oficial, su historia y a las tradiciones de los estados 
signatarios. 
 
3.4.2.11 Principio de Democracia 
 
Se basa a su vez en los principios de libertad, democracia, respeto a los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales de cada estado miembro y sus ciudadanos. 
 
 
3.4.3 Principios Rectores del Derecho Comunitario 
 
 Estos principios son rescatados de la jurisprudencia pronunciada por el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Europea (TJCE), en las que se identifican y distinguen las 
siguientes características o principios rectores del Derecho Comunitario:54 
 
3.4.2.1 Principio de Primacía del Derecho Comunitario 
 
 El principio de primacía dota al derecho comunitario, en su conjunto, de una 
jerarquía superior por sobre cualquier norma del derecho interno. Este prima 
incondicionalmente sobre toda norma estatal, incluidas las de rango constitucional.55 
 
 Sin duda la cuestión más problemática y que más reticencias ha causado a las 
jurisdicciones internas, es la afirmación de la primacía del derecho comunitario sobre las 
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constituciones de los estados miembros. Este problema ha sido resuelto directamente por el 
TJCE en favor de la primacía incondicionada del Derecho Comunitario también sobre las 
normas constitucionales internas de los estados miembros.56 
 
 En caso de conflicto, de la norma de primacía se desprende la consecuencia jurídica 
de la inaplicabilidad del derecho nacional que contradiga al comunitario y evitar actos 
legislativos nacionales en caso de ser incompatibles con las normas comunitarias.  
 
Este principio fue declarado por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea en 
las sentencias a los casos: Van Gend en Loos el 5 de febrero de 1963, Costa Enel el 15 de 
junio de 1964, Leonesio rec de 1972, y Humblet etat Belge 1978 entre otras. 
 
3.4.2.2 Principio de Aplicabilidad y Efecto Directo  
 
 La aplicabilidad directa confiere derechos e impone obligaciones directas a las 
instituciones comunitarias a los estados miembros y a los ciudadanos de la misma. 
Garantizando así la existencia del ordenamiento jurídico comunitario.57 De esta forma, la 
aplicabilidad directa constituye uno de los pilares de este ordenamiento jurídico. Sin 
embargo, el efecto directo se perfila como la piedra angular de todo el edificio comunitario. 
Aun más fundamental, si cabe la comparación, que la propia primacía, porque si bien ésta es 
un imperativo existencial del sistema, su aplicación como principio general se debe 
precisamente a que las normas comunitarias disfrutan de aplicabilidad directa. 
 
 El Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea también abordó la cuestión y 
estableció que todas las normas de los Tratados Constitutivos pueden ser directamente 
aplicables a los individuos siempre que: estén formuladas sin condiciones, sean completas en 
sí mismas desde una óptica jurídica, y que no precisen para su cumplimiento o eficacia otros 
actos de los estados miembros o de las instituciones comunitarias.58 
 
Este principio fue establecido en las sentencias a los casos: Simmentbal el 9 de marzo 
de 1978, Bussoness Ministee Agri el 30 de noviembre de 1978, Van Duyn el 4 de diciembre 
de 1974, Marleasing el 13 de diciembre de 1990, y Becker del 19 de enero de 1982, entre 
otras. 
 
3.4.2.3 Principio de Autonomía del Derecho Comunitario 
 
 El Derecho Comunitario se configura como un nuevo orden jurídico autónomo. Con 
la creación de las comunidades, los estados miembros han limitado su soberanía legislativa y 
han establecido un ordenamiento jurídico autónomo que es vinculante para sus ciudadanos y 
ellos mismos y que sus tribunales están obligados a aplicar. Esta autonomía del ordenamiento 
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jurídico comunitario reviste una importancia fundamental para la existencia de la Comunidad 
Europea, ya que sin ella no se podría evitar que los derechos nacionales socavaran el derecho 
comunitario tampoco podría  garantizar la validez uniforme del mismo en todos los estados 
miembros.59 
 
3.4.2.4 Principio de Operatividad del Derecho Comunitario 
 
 El principio de operatividad, está compuesto de tres caracteres:  
 
ê  Aplicación Inmediata. 
ê  Aplicación Directa. 
ê  Aplicación a los Jueces Nacionales. 
 
 En la aplicación inmediata, la norma comunitaria se incorpora 
automáticamente al ordenamiento jurídico interno de cada estado miembro, sin 
necesidad de la presencia de norma interna alguna que la “reciba” como es propio del 
Derecho Internacional. Se funda en la teoría monista de la relación del derecho 
externo con el derecho interno. Conforme a ello, todas las normas del derecho 
comunitario han de ser aplicadas por las instituciones de los estados miembros no 
pudiendo, por tanto, esgrimir razones de derecho constitucional para abstenerse de tal 
exigencia.60 
 
 La aplicación directa, consiste en reconocer al derecho comunitario como 
generador de derechos y obligaciones para las personas naturales y jurídicas de los 
estados miembros sea en una relación con sus respectivos estados -efecto directo vertical-, o 
entre particulares -efecto directo horizontal- y que las jurisdicciones internas y 
comunitarias han de salvaguardar y hacer cumplir el derecho comunitario.61 
 
 De los caracteres anteriores emerge otro que distingue al derecho comunitario. 
Los tribunales nacionales son, llamados, los órganos jurisdiccionales de derecho 
común para la aplicación del orden jurídico comunitario. Ello significa que, sin 
perjuicio de la competencia propia en los conflictos entre los órganos comunitarios, el 
Tribunal de Justicia de la Comunidad es el Superior Tribunal de alzada para todos los 
jueces nacionales y ejerce el control final, unificando la jurisprudencia interpretativa 
de las normas comunitarias por medio de distintos recursos y acciones.62
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3.4.2.5 Principio de Cooperación 
 
 Este principio general se formulo a sabiendas de que el ordenamiento jurídico 
comunitario por sí solo no está en condiciones de realizar los objetivos perseguidos 
con la creación de la comunidad. A diferencia de los ordenamientos nacionales, el 
ordenamiento jurídico comunitario no constituye un sistema cerrado, sino que 
requiere para su ejecución la infraestructura de los ordenamientos jurídicos 
nacionales. Los estados miembros y las instituciones comunitarias constituyen un 
todo inseparable para la realización de los objetivos comunes.63 
 
3.4.2.6 Principio de Responsabilidad del Estado por daños causados a los particulares 
por las violaciones del Derecho Comunitario que les son imputables 
 
 Puede ser considerado como uno de los principios más recientes, ya que fue 
establecido por primera vez el 19 de noviembre de 1991 en la sentencia del TJCE en 
el caso Francovich y otros vrs República Italiana, donde se afirmó, que se trata de un 
“principio inherente al sistema del Tratado”. En una sentencia más reciente, el 8 de 
octubre de 1996, en el caso Dillenkofer y otros, el TJCE vuelve a plantear la cuestión 
de la responsabilidad del Estado por incumplimiento de las obligaciones emanadas de 
la comunidad.64 
 
3.4.2.7 Principio de Unidad del Orden Jurídico Comunitario 
 
Este principio exige que el derecho comunitario no pueda variar de un estado a 
otro por voluntad de los legisladores nacionales, estableciendo que el derecho 
comunitario es un derecho que por su propia naturaleza debe tener vigencia en todas 
partes al mismo tiempo y conseguir aplicación igual y uniforme en las 
confrontaciones de todos los destinatarios.65 
 
3.4.2.8 Principio de Posibilidad de Alegación 
 
Se trata de la posibilidad de alegar ante los tribunales nacionales cualquier 
norma o disposición pertenecientes a las fuentes obligatorias del ordenamiento 
jurídico comunitario.66
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3.5 Fuentes del Derecho Comunitario 
 
 El término fuente del derecho tiene un doble significado.  En su acepción 
original describe el motivo del nacimiento del Derecho, es decir, las razones de su 
creación. En este sentido, la fuente del derecho comunitario sería la voluntad de 
mantener la paz y crear una Europa mejor a través de la integración económica, 
ambos a los que la UE debe su existencia. En cambio, en el vocabulario jurídico se 
entiende por fuente del derecho el origen y fundamento del mismo. 
 
3.5.1 Fuentes Escritas 
 
 Dentro de las fuentes formales escritas del derecho europeo se distinguen dos 
grandes grupos: el derecho comunitario originario o primario de la Comunidad 
Europea (hoy Unión Europea UE); y el derecho comunitario derivado o secundario. 
 
 Los tratados internacionales que han dado origen al derecho comunitario, son 
también conocidos como Tratados Constitutivos, por cuanto contienen el denominado 
“Derecho Originario”. En estos, la parte más destacada es aquella en la que se crean, 
enuncian y estructuran las Instituciones Órganos y Organismos de la Comunidad. Es 
justamente a través de los Tratados Internacionales Constitutivos, que los estados en 
sí soberanos proceden a atribuir parte de su soberanía a favor de estas instituciones 
comunes, a fin de dotarlas de autonomía orgánica y funcional, todo en pro de la 
consecución del beneficio común.67 
 
3.5.1.1 Derecho Originario o Primario 
 
 Es así que la primera de las fuentes escritas del Derecho Comunitario 
Europeo, comprende en principio, el denominado derecho originario o primario, 
como generalmente se conoce. De este derecho hacen parte los Tratados 
Constitucionales de la Comunidad, así como los anexos, protocolos, adiciones y 
reformas que se introducen a estos tratados. En consecuencia, hacen parte del derecho 
primario, los siguientes cuerpos normativos:68 
 
· El Tratado constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y el Acero 
(CECA), del 18 de Abril de 1951. Llamado también como “Tratado de París”, 
que entro en vigencia el 23 de julio de 1952.
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· El Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea (CEE o 
Mercado Común), del 25 de marzo de 1957. Conocido también con el nombre 
de “Tratado de Roma”, en vigencia a partir del primero de enero en 1958. 
· El Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía atómica 
(CEE-EURATOM), para la misma fecha y entrando en vigencia a partir del 
primero de enero de 1958. 
 
 
3.5.1.2 Derecho Derivado 
 
 El Derecho Derivado, constituye la segunda fuente escrita del Derecho 
Comunitario Europeo y está constituido por el conjunto de normas necesarias para la 
aplicación de los tratados; Estas normas emanan de las distintas instituciones 
comunitarias, por lo que no son normas convenidas entre los estados miembros. 
 
 Por el derecho derivado se  debe entender entones, el conjunto de actos 
jurídicos normativos emanados de los órganos institucionales (el Concejo, la 
Comisión y el Parlamento Europeo) de la Comunidad Europea.69 
 
3.5.1.2.1  Reglamentos 
 
 El Reglamento es un instrumento jurídico con alcance general, obligatorio en 
todos sus elementos y aplicable directamente en todos los estados miembros.70 
 
3.5.1.2.2 Directivas 
 
 Las directivas van dirigidas a los estados miembros destinatarios y les obligan 
en cuanto al resultado pero no en cuanto a la forma y medios que deberán adoptar 
para la consecución de los objetivos dispuestos por la norma comunitaria.71 
 
3.5.1.2.3 Las Decisiones  
 
 Son actos jurídicos comunitarios que se utilizan para imponer sanciones a 
personas naturales o jurídicas como consecuencia del incumplimiento de alguna 
norma del ordenamiento jurídico comunitario.72 
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3.5.1.2.4 Recomendaciones y Dictámenes 
 
 Pueden considerarse como una invitación de las instituciones comunitarias a 
los estados miembros para que actúen en determinado sentido acerca de materias 
concretas. Se trata de un instrumento orientado a lograr armonizar las legislaciones, 
pero en ningún caso posee fuerza obligatoria.73 
 
3.5.2 Fuentes no Escritas 
 
 Las fuentes del derecho de la comunidad anteriormente mencionadas tienen la 
característica común de constituir el derecho comunitario escrito. Pero al igual que 
cualquier otro ordenamiento jurídico, este no puede estar constituido exclusivamente 
por normas escritas, ya que cada ordenamiento presenta “lagunas” que deben llenarse 
con el derecho no escrito. Las primeras fuentes no escritas de este derecho son:  
 
3.5.2.1 Los Principios Generales del Derecho Comunitario  
 
 Constituyen una fuente obligatoria del derecho de la comunidad europea y 
muestra que la actividad del tribunal de justicia no sólo se limita a la tarea de 
aplicación de las normas a los casos concretos, sino que también persigue el respeto 
del derecho no escrito; incluso la jurisprudencia del tribunal de la comunidad, aplica 
los principios generales del derecho a fin de llenar las lagunas existentes en el 
derecho normado.74 
 
3.5.2.2 La Costumbre 
 
 Debe ser igualmente tenida como fuente no escrita del derecho comunitario. 
Por costumbre se entiende el derecho resultante de los usos constantes, reiterados y 
asentidos por los destinatarios del mismo. Son actos adoptados en el ejercicio de sus 
competencias atribuidas por los tratados a las instituciones y órganos comunitarios.75 
 
3.5.2.3 La Jurisprudencia 
 
 Se puede asegurar que la jurisprudencia es una fuente esencial del derecho 
comunitario, puesto que viene a completar y a precisar las decisiones de los tratados 
fundacionales, al tiempo que asegura su cumplimiento. Es el conjunto de decisiones 
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del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea que han adquirido una gran 
importancia al ir conformando el sentido propio del derecho comunitario.76 
 
3.6 Naturaleza Jurídica 
 
 La naturaleza jurídica de la Unión Europea es un punto muy debatido, pues a 
la luz de la doctrina de las organizaciones internacionales, resulta que esta, no fue 
dotada expresamente de personalidad internacional por los estados miembros, por lo 
que carece de capacidad para ejercer derechos y contraer obligaciones en el ámbito 
internacional. De ahí que la representación internacional de la Unión Europea se 
encuentra a cargo de los órganos de la Comunidad.77 
 
 Cuando los estados crearon la Comunidad Europea, lo que en realidad 
hicieron fue organizarse ellos mismos, y a través de ellos sus ciudadanos, en una 
sociedad de la que se convirtieron en miembros desde el mismo momento de su 
creación.  
 Esta nueva organización europea nació con objetivos comunes que satisfacer y 
con instituciones capaces de adoptar decisiones de carácter general para poder 
cumplir los fines que se les encomendó. Es decir, que se le dota de un margen de 
autonomía para actuar sobre algunos ámbitos materiales concretos.78 
 
 La naturaleza jurídica de la Comunidad Europea se desprende de dos 
sentencias fundamentales del TJCE de los años 1963 y 1964; Podemos resumir lo 
expresado por el Tribunal de la siguiente manera:  
 
“(…) al derecho creado por el tratado, nacido de una fuente autónoma, no se puede oponer, 
en razón de su específica naturaleza original una norma interna, cualquiera que sea ésta. La 
transferencia realizada por los estados, de su ordenamiento jurídico interno en favor del 
comunitario, de los derechos y obligaciones correspondientes a las disposiciones del tratado, 
entraña por tanto una limitación definitiva de su soberanía , contra la que no puede prevalecer 
un acto unilateral ulterior incompatible con el concepto de Comunidad. (...) por esas razones, 
ha de llegarse a la conclusión de que la comunidad constituye un nuevo ordenamiento 
jurídico de derecho internacional, a favor del cual los estados han limitado su soberanía, si 
bien en un ámbito restringido, y cuyos sujetos son, no sólo los estados miembros, sino 
también sus nacionales (...)”.79
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 En vista de estas dos sentencias fundamentales del TJCE, y de la mayoría de 
la doctrina que consideran, que la comunidad europea constituye una organización 
internacional de características especificas, cabe destacar los siguientes elementos 
que constituyen en su conjunto los rasgos característicos de la naturaleza jurídica de 
la CE:80 
 
3.6.1 La Estructura Institucional 
 
 Que garantiza la formación de la voluntad en la Unión Europea y los intereses 
comunitarios que se recogen en los objetivos comunes. 
 
3.6.2 Transferencia de Competencias a las Instituciones Comunitarias 
 
 Que van más allá que en el caso de las demás organizaciones internacionales y 
se extienda a ámbitos normalmente reservados a los estados. 
 
3.6.3 El Establecimiento de un Ordenamiento Jurídico Propio  
 
 Es necesario para el completo desarrollo del Derecho Comunitario, el 
establecimiento de un Ordenamiento Jurídico independiente de los ordenamientos 
jurídicos de los estados miembros que lo conforman. 
 
3.6.4 La Aplicabilidad Directa del Derecho Comunitario 
 
 Según la cual las disposiciones del derecho comunitario surten pleno efecto de 
modo uniforme en todos los estados miembros y concede derechos e impone 
obligaciones tanto a éstos, como a sus ciudadanos. 
 
3.6.5 La Primacía del Derecho Comunitario 
 
 Mediante la cual se garantiza que el derecho comunitario no pueda ser ni 
derogado ni modificado por la legislación nacional y que, en caso de litigio, el 
primero prevalezca sobre la segunda. 
 
 De esta forma, la naturaleza de la Comunidad Europea, resulta ser una entidad 
autónoma de poder con derechos de soberanía propios y un ordenamiento jurídico 
independiente de los estados que la conforman.
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3.7 El Lugar del Ordenamiento Jurídico Comunitario  
 
 No es fácil determinar el lugar que ocupa el Derecho Comunitario dentro del 
conjunto del sistema y delimitar las fronteras que lo separan de otros ordenamientos 
jurídicos. Hay que excluir de entrada dos intentos de clasificación, primero que el 
derecho comunitario no puede considerarse una simple recopilación de acuerdos entre 
estados y segundo no se puede entender como parte o apéndice de los ordenamientos 
jurídicos nacionales.81 
 
 A principios del siglo XX,  se creó tres organizaciones europeas la CECA, la 
CEE y la CEEA que, miradas desde un punto de vista jurídico, constituyen otros 
tantos ordenamientos jurídicos. Años más tarde, tras los cambios introducidos en las 
tres organizaciones y especialmente, tras el Acta Única Europea, podemos considerar 
que estamos en presencia de una sola organización europea, lo que quiere decir, un 
solo ordenamiento jurídico. Al mismo tiempo, como es lógico, al lado del nuevo 
Ordenamiento Jurídico Comunitario han estado siempre los ordenamientos de los 
estados miembros.  
 
 Ello implicaba que con el ordenamiento comunitario nacían también las 
relaciones entre ambos ordenamientos. Pronto surgieron problemas acerca de la 
norma que debería aplicarse en casos concretos y, ante la aparente falta de reglas para 
la solución de estos conflictos, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
hizo explícito el principio de primacía del derecho comunitario sobre el de los estados 
miembros, que estaba contenido implícitamente en el propio concepto de 
ordenamiento comunitario.  Al mismo tiempo que creó otros como la aplicabilidad 
directa de ese derecho.82 
 
 El ordenamiento jurídico comunitario es el auténtico fundamento de la 
Comunidad Europea, ya que ha realizado grandes logros en este sentido como, el 
hecho que existan fronteras abiertas, intensos intercambios de mercancías y servicios, 
migración de trabajadores y gran número de relaciones tras fronterizas entre 
empresas, logrando de esta forma que el mercado común sea una realidad cotidiana. 
Actualmente otra característica, hoy día histórica, del ordenamiento jurídico 
comunitario es su poder pacificador; ya que sustituye la violencia por normas de 
                                                 
81A. M. VIGIL GURDIAN, Mon. Corte Centroamericana de Justicia y su Papel en la Tutela y promoción 
de Derechos Fundamentales, P.20. 
82G. C. RODRÍGUEZ IGLESIA, “El Derecho Comunitario Europeo y su Aplicación Jurídica”en Revista, 
Derecho Comunitario Europeo 2 Vol. I, Julio/Diciembre 1997, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales Madrid, Separalta, P.350-351. 
CAPÍTULO I: EL DERECHO COMUNITARIO  
 
 
 
 
 
derecho para resolver conflictos, uniendo así tanto a los individuos como a los 
estados miembros en una comunidad solidaria.83 
 
 Por otra parte, el ordenamiento jurídico comunitario y la comunidad de 
derecho que se fundamenta en él, sólo pueden sobrevivir si se garantiza su respeto y 
su protección. Los garantes de ello son los dos pilares del ordenamiento jurídico 
comunitario: la aplicabilidad directa y la primacía sobre el derecho nacional. Estos 
dos principios ya explicados anteriormente, cuya existencia y mantenimiento son 
defendidos decididamente por el TJCE, garantizan la validez uniforme y prioritaria 
del derecho comunitario en todos estados miembros.84 
 
3.8  Derecho Comunitario y Derecho Interno 
 
3.8.1 Relación entre Derecho Comunitario y Derecho Interno 
 
 El Derecho Comunitario determina la relación entre la comunidad y los 
estados miembros. Estos últimos deben adoptar todas las medidas apropiadas para 
cumplir las obligaciones derivadas de los tratados o de los actos de las instituciones 
comunitarias. Le corresponde a los estados miembros ayudar a la comunidad para 
llevar a práctica su misión y abstenerse de todo lo que pueda poner en peligro la 
realización de los objetivos planteados. Estos son responsables ante los ciudadanos de 
la comunidad de todos los perjuicios provocados por sus infracciones al derecho 
comunitario.85 
 
3.8.1.1 Modos de relación entre el Derecho Comunitario y el Derecho Interno 86 
 Al estudiar las relaciones del derecho comunitario con el derecho interno se 
puede observar que ellas no se reducen a un modelo único. Desde la doctrina pueden 
distinguirse cuatro tipos principales de situaciones que van desde la sustitución a la 
coexistencia, pasando por la armonización y la coordinación. 
 
3.8.1.1.1  De Sustitución 
 
 Corresponde a la hipótesis en la cual las competencias aparecen en común, el 
derecho correspondiente no puede más que emanar de las autoridades internas en 
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ejercicio de su competencia y de las autoridades comunitarias en ese ejercicio. El 
derecho comunitario viene entonces a sustituir al derecho naciona l. La sustitución 
puede ser total como en el caso de materia aduanera. Una tarifa aduanera común 
viene a sustituir a las diferentes tarifas nacionales. Con la sustitución, el derecho 
comunitario realiza una integración jurídica, por lo que se presenta formal y 
materialmente como un derecho uniforme.  
 
3.8.1.1.2   De Coordinación 
 
 Es otro modo de relación entre derecho comunitario y derecho interno; La 
coordinación corresponde a la hipótesis en la cual, los derechos nacionales siguen 
siendo lo que ellos son, el derecho comunitario no interviene más que en el plano de 
sus efectos para coordinarlos en beneficio de la comunidad. 
 
3.8.1.1.3   De Coexistencia 
 
 Esta relación se encuentra constituida por una situación de coexistencia. Se 
produce en aquellos casos en que los dos derechos, el comunitario y el interno, rigen 
el mismo objeto pero en dimensiones por hipótesis diferentes y con las 
preocupaciones que no pueden ser siempre de hecho idénticas, de suerte que cada uno 
cumple una función propia. 
 
3.8.1.1.4   La Armonización 
 
 Corresponde a un tipo de situaciones en las cua les, el derecho interno continúa 
existiendo pero se encuentra privado de la posibilidad de determinar por sí mismo sus 
finalidades. Requiere ser modificado y evolucionar en función de exigencias 
definidas e impuestas por el derecho comunitario. De suerte que los diferentes 
sistemas nacionales presenten entre ellos un cierto grado de homogeneidad y de 
coherencia que surja de la necesidad de alcanzar finalidades comunes. Por ello, la 
armonización, se considera necesaria e indispensable para la realización del derecho 
comunitario. 
 
3.8.1.1.4.1  Técnicas de Armonización 
 
 En la Unión Europea dada la diversidad de los sistemas jurídicos de los países 
que la componen, la armonización se ha revelado como una operación larga y difícil. 
Lo que explica que al comienzo progresó muy lentamente. Con la finalidad de 
distinguir las diferentes técnicas de armonización se han propuesto diversos criterios. 
El tratado de la CEE ha consagrado un capítulo especial titulado “La armonización de 
las legislaciones.” 
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ê La Directiva 
 
 Como técnica de armonización, se ha convertido en la fuente más importante 
del derecho comunitario derivado, ofrece a las instituciones, una fórmula fundada en 
un reparto de tareas y en una colaboración entre las instancias comunitarias y las 
internas, especialmente adaptada a la idea de aproximación de las legislaciones 
estatales. 
 
ê La Unificación 
 
 Aunque sea la armonización la primera fase en el proceso de la unificación del 
derecho, la unificación no es el objetivo de la armonización comunitaria aunque en 
algún caso pueda llevar a ella. Esa unificación, tiene el propósito de generar 
modificaciones en el derecho interno. De esta manera la armonización puede jugar 
dos papeles distintos, por un lado, la búsqueda de la afinidad existente entre los 
distintos sistemas y por el otro, la búsqueda de la uniformidad a través de los 
principios comunes. 
 
ê La Adaptación 
 
 La adaptación de los derechos internos, puede ser variable de un sistema 
nacional a otro, siguiendo los caracteres propios de cada uno, de su proximidad o por 
el contrario de su distancia con relación al modelo común por realizar. 
 
3.8.1.1.4.2  Principios Generales que Facilitan la Función de Armonización 
 
ê La Buena Fe 
 
 Como principio facilita la función armonizadora en cuanto supone rectitud, 
honradez y buen proceder por parte de los estados. Esta se presenta en dos aspectos 
fundamentales. Uno en cuanto al conocimiento de no estar actuando en contra del 
interés legitimo de la comunidad y dos como intención de cumplir con los deberes 
jurídicos que resultan de su participación, teniendo en cuenta su objeto y fin.87 
 
ê Pacta Sunt Servanda 
 
 Este principio es igualmente importante ya que supone el cumplimiento de los 
acuerdos establecidos en función de armonizar y es entendido como «Los Pactos han 
de Cumplirse», frase que sintetiza la máxima jurídica establecida con carácter 
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espiritualista por el Derecho Canónico “Pacta quantum cumque nuda, Servando sunt” 
aunque nudos los pactos, hay que cumplirlos.88 
 
 
3.9  Aporía entre Derecho Interno, Derecho Internacional y Derecho Comunitario 
 
Aun con la elaboración de técnicas de armonización, el derecho comunitario 
en la práctica se enfrenta a la oposición de algunos estados, en lo que respecta 
principalmente a la aplicación de los principios de primacía y efecto directo; situación 
que conlleva al surgimiento de conflictos entre el derecho interno y el comunitario.  
 
3.9.1 Aporía entre Derecho Interno y Derecho Internacional 
 
En el ámbito internacional estas interrogantes han sido debatidas, dando como 
resultado, dos posturas muy conocidas. Es conveniente recalcar sin embargo,  que 
estas posturas son tomadas respecto principalmente a la relación existente entre el 
derecho interno y el derecho internacional, pero aún siendo muy diferentes por 
naturaleza el derecho internacional y el comunitario estas mismas posturas han 
querido ser aplicadas a éste último, (el derecho comunitario),  el cual es objeto de 
nuestro estudio y es la razón por la cual traemos a colación estas teorías  a saber. El 
problema de la validez naturaleza, esencia y efectos del orden jurídico comunitario en 
el derecho interno, ha existido en el ámbito del derecho internacional por mucho 
tiempo, aporía que se refleja principalmente en dos áreas: el problema de la 
obligatoriedad general del derecho internacional jus cogens,89 y su relación con 
normas de orden constitucional. 
 
Esta problemática atañe a uno de los aspectos fundamentales del derecho 
público de un país, el de establecer  cuál es el vínculo entre el derecho interno del 
mismo, el derecho internacional y en nuestro caso el comunitario. Al respecto, la 
doctrina enfoca las relaciones entre el  derecho internacional y el Derecho interno 
desde dos posiciones antagónicas, estas son: la teoría monista y la teoría dualista. 
 
El problema del dualismo y monismo determina si el derecho internacional es 
aplicable sin más en el ámbito jurídico interno de los Estados o si necesita, por el 
contrario, algún acto especial de recepción o conversión, y que ordenamiento debe 
prevalecer en caso de conflicto.
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3.9.1.1 Monismo 
 
Bajo el presupuesto de la unidad del Derecho, el monismo propone la 
existencia de dos subsistemas jurídicos relacionados jerárquicamente, es decir que las 
normas se hallan subordinadas unas a otras, formando un solo ordenamiento 
jurídico;90 dada su idéntica naturaleza porque sus funciones y destinatarios son los 
mismos, ello excluye la posibilidad de plantearse el problema de la aplicación directa 
ya que el derecho internacional integraría el orden jurídico de los Estados. Dentro del 
Monismo, existen dos vertientes: 
 
3.9.1.1.1 Monistas Constitucionalistas 
 
Que reducen el derecho internacional a una parte del derecho interno, 
reconociendo la preeminencia de la ley interna sobre la internacional se acepta que el 
derecho internacional deriva del derecho interno, estableciendo de esta manera un 
solo ordenamiento jurídico, con primacía del derecho interno por dos argumentos 
básicos: 
 
« Ausencia de autoridad que obligue a cumplir con los compromisos 
internacionales. 
 
« El fundamento del derecho internacional, se encuentra en la constitución, por 
tanto en el derecho interno; de ahí la supremacía del derecho interno y de la 
constitución sobre el derecho internacional. 
 
3.9.1.1.2 Monistas Internacionalistas 
 
Dado que el derecho internacional está en un ordenamiento jurídico superior 
respecto al nacional, este prima sobre el derecho nacional y la constitución; razón por 
la cual, el derecho internacional se aplica directamente sin necesidad de ser 
transformado al derecho interno. Esta teoría, afirma la preeminencia de la ley 
internacional sobre la ley interna, y a su vez se subdivide en dos corrientes. 
 
3.9.1.1.2.1 Monismo Radical 
 
  Sostiene que no es posible un derecho interno opuesto al derecho 
internacional, de ser así éste debería ser declarado nulo inmediatamente. 
                                                 
90 A. FERNÁNDEZ DEL VALLE , Filosofía del Derecho Internacional, Universidad Nacional de México 
1989. Instituto de Investigación Jurídica, P.56. 
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3.9.1.1.2.2 Monismo Moderado 
 
Sostiene una relación de respeto entre el derecho interno y el internacional, en 
caso de enfrentamiento las leyes internas pueden ser impugnadas por los 
procedimientos propios del derecho internacional.  
 
3.9.1.1.3 Monismo y obligatoriedad del Derecho Internacional 
 
Por otra parte, la hipótesis del monismo entre dos ordenamientos jurídicos, es 
el resultado de un análisis objetivo de las fuerzas obligatorias entre el derecho 
nacional e internacional, de esta manera los autores objetivitas del monismo, postulan 
la fuerza de obligatoriedad del derecho intencional fuera de la voluntad de los 
estados.91Y las desarrollan en dos teorías diferentes: 
 
3.9.1.1.3.1 Teoría Normativistas 
 
Impulsada por Hans Kelsen, sostiene que el derecho es un conjunto normativo y 
está determinado por su fuente la cual es a su vez su ultimo fundamento de validez, 
esta fuente se encuentra en una norma fundamental y al ser fundamental, implica que 
es la mayor y que de ella se derivan otras que en este caso es el Pacta Sun Servanda. 
  
De igual manera, esta teoría encuentra el fundamento de la obligación de 
cumplir los actos internacionales en una razón externa a la voluntad del Estado, que 
reside justamente en su base, en la norma fundamental del sistema jurídico interno, 
(la constitución), quien autoriza al Estado a celebrar acuerdos internacionales, de 
manera que el derecho interno confiere a dichos acuerdos su carácter obligatorio.  
 
3.9.1.1.3.2 Teoría Sociológica 
 
Desarrollada por George Scelle, establece que el fundamento del derecho de 
gentes es un principio objetivo muy superior al estado, (la solidaridad y la justicia). 
De esta forma el carácter de obligatoriedad del derecho internacional no es para los 
estados o gobiernos, es para los individuos, fin último y principales sujetos del 
derecho internacional. 
 
Fundamentalmente, esta teoría sociológica justifica la necesidad, validez y 
existencia  del derecho internacional, con la mera existencia de la comunidad 
internacional, que hace necesaria la existencia de un ordenamiento jurídico también a 
escala internacional, así como el aspecto  elemental de la estabilidad y convivencia 
internacional que  debe estar basada en el ordenamiento jurídico internacional y en el 
respeto de sus tratados que es imperativo de convivencia pacífica establecer confianza 
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en la disciplina jurídica a todos los niveles en el ámbito internacional pues si 
estos pierden eficacia la decisión queda confiada a  las armas92 y Violar un tratado es 
violar la justicia internacional y lesionar a otro estado.93 
 
Para el sociologismo jurídico en general, el cimiento del derecho internacional 
se encuentra en las necesidades sociales internacionales y la necesidad de un derecho 
social a escala internacional con carácter imperativo.94 
 
De esta manera, el monismo, destaca el principio de la subordinación, 
entendido como el sometimiento de todas las normas jurídicas a un orden cualitativo. 
Su principal exponente fue Kelsen, el cual proclamaba la unidad esencial de todos los 
ordenamientos  jurídicos, basada en la concepción normativista, según la cua l todas 
las normas jurídicas derivan su validez y su fuerza obligatoria de otras normas 
superiores desde el punto de vista jerárquico hasta llegar a la norma fundamental y 
esa norma fundamental, según Kelsen, debe ser colocada en el Pacta Sunt Servanda95 
del Derecho Internacional. 
 
 
3.9.1.2 Dualismo 
 
Expuesto en Alemania por Heinrich Triepel, en Italia por Dionisio Anzilotti, 
establece que el valor propio del derecho internacional es independiente al derecho 
nacional. Para los seguidores de esta corriente, dentro del Estado solamente puede 
regir el Derecho Interno, Las leyes nacionales conservan su fuerza obligatoria en el 
orden  interno aún cuando estén en oposición a las reglas del Derecho Internacional.  
 
Esta teoría, parte de la idea de que el Derecho Internacional y el Derecho 
interno de los estados constituyen dos sistemas jurídicos independientes, separados 
las cuales nunca llegan a fundirse y por lo tanto no debe haber un conflicto entre 
ellos, ya que ambos ordenamientos jurídicos poseen características diferentes. Las 
normas internacionales son irrelevantes en los ordenamientos jurídicos internos, 
necesitando para su aplicación en ellos un acto especial de recepción. Esta 
concepción, se sustenta de cuatro premisas a saber; 
                                                 
92 IBIDEM, P.98 
93 IBIDEM, P.101 
94 En derecho, se considera norma imperativa, a aquella norma jurídica que posee un contenido del que 
los sujetos jurídicos no pueden prescindir, de manera que la regulación normativa que se haga de la 
materia tendrá completa validez independientemente de la voluntad del individuo. 
95 “Los Pactos han de cumplirse”, esta frase sintetiza la máxima jurídica con carácter espiritualista del 
Derecho Canónico, “ Pacta quantum cumque nuda, servanda sunt”, aunque nudos los pactos, hay que 
cumplirlos. G. CABANNELLAS TORRES, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Ed., 2001, 
Tomo VIII, P. 5. 
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« Diferentes fuentes. En el derecho interno, la principal fuente es la Ley, 
producto de la voluntad unilateral de un legislador. En el derecho 
internacional no hay un legislador internacional capaz de crear normas 
jurídicas de manera unilateral, para someter a esa ley a los Estados que 
conforman la Comunidad Internacional. 
« Diferentes Sujetos. En el derecho interno las normas tienen como sujetos a 
los gobernados y los gobernantes. En el derecho internacional los sujetos son 
principalmente los Estados. 
« Diferente Poder de Coacción. No existen en el derecho internacional y sí 
existen en el derecho interno los órganos con facultades para impeler al 
cumplimiento forzado de la conducta debida. 
« Diferentes Ámbitos Territoriales de Aplicación. La norma interna se 
destina a una aplicación limitada al territorio del Estado. La norma 
internacional ha sido hecha para regir en la comunidad internacional sin 
limitarse al territorio de un solo Estado. 
 
Dado de que entre otras cosas, esta teoría proclama la autonomía de los 
derechos internos en relación con el derecho internacional, imponiéndose un 
procedimiento de incorporación específico para que las normas de este último puedan 
introducirse en los primeros, en dependencia de la expresa voluntad de los estados 
justamente de someterse, se han postulados dos tesis: 
 
 
3.9.1.2.1 Teoría voluntarista 
 
Expuesta por Jacobo Rousseau, Funda su contenido, sobre la voluntad colectiva 
de los estados, que bien puede darse a través de un Contrato Común o un 
Vereinbarung.96 Esta tesis del dualismo entre los dos órdenes, el nacional y el 
internacional, es derivado de  una posición voluntarista positiva, la cual fundamenta 
la obligatoriedad del derecho internacional, en el hecho de que las normas jurídicas 
internacionales, son producto de la voluntad humana, y existen por y para ella, la ley 
debería estar basada en ella. De esta manera, el fundamento del Derecho 
Internacional se halla en la voluntad de los Estados, y en el consentimiento expreso 
dado por los mismos para que una norma le sea aplicada.  
 
3.9.1.2.2 Teoría de la Autolimitación 
 
El fundamento del derecho internacional reside en la voluntad soberana del 
estado la cual no está subordinada a nadie y a nada, el estado solo está obligado a su
                                                 
96 “Voluntad común de los estados soberanos, número de voluntades concurrentes hacia el mismo fin”, 
Tatiana Luengo, “Teorías de la Soberanía del Estado”, Universidad Rafael Urdaneta, Venezuela 
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 propia voluntad, para lo cual tiene dos facultades básicas, la 
autodeterminación, y la autolimitación. 
 
En la autolimitación, el estado decreta su ley de asuntos internos y externos, 
de esta manera transforma la fuerza física en jurídica y limita su actuar con una 
norma creada para esos propósitos (la constitución), de esta manera, el estado 
voluntariamente establece limitaciones a su primacía, cuando lo estima necesario para 
entrar en el sistema jurídico  internacional, de donde resulta que él es capaz de 
contraer derechos y obligaciones. El Estado sólo queda sometido jurídicamente a su 
propia voluntad, la autolimitación es de hecho la única manera de subordinar el 
Estado al Derecho. 
 
Mediante esta teoría, se compatibiliza soberanía y derecho. Tal como señala 
Duguit, “La teoría de la autolimitación del Estado presenta al Estado sometido a la 
ley que el mismo hace, y  se limita voluntariamente por esta ley; puede hacerlo, sin 
que se atente a su soberanía, puesto que la soberanía está facultada a 
autodeterminarse y al autolimitarse, el Estado se autodetermina y por tal modo 
persiste como soberano, aunque subordinado a su propia ley".97 
 
En la práctica, y especialmente después de la Segunda Guerra Mundial, estas 
teorías han tenido que ser modificadas para ir  buscando un acercamiento entre ambas 
posturas que permita dar respuesta a la realidad social, política y económica 
internacional contemporánea. Sin embargo, lo cierto es que dentro del ámbito teórico 
no se ha logrado formular una respuesta concreta y definitiva respecto a la jerarquía 
entre el derecho internacional y el derecho interno. De allí el nombre de aporía, 
situación que por consiguiente afecta el desarrollo del Derecho Comunitario.   
 
En conclusión, en este contexto, debemos tener presente que, de manera 
habitual, dentro del territorio de un Estado encontramos normas vigentes tanto de 
derecho internacional, derecho comunitario como de derecho interno, y que mientras 
estos tres órdenes coexistan armónicamente y no entren en conflicto, no habrá 
necesidad de determinar si existe y cuál pudiera ser la relación de jerarquía entre 
ellos.  
No obstante, de surgir un conflicto, corresponderá a cada estado determinar la 
jerarquía que las normas de derecho internacional y el derecho comunitario tienen 
dentro de su orden jurídico interno. Pero una vez establecido esto, son los mismos 
estados los llamados a respetar el valor que estos mismos han asignado. 
                                                 
97 Toledo Tapia, Fernando Enrique. “Fundamento Obligatorio Y Consentimiento Del Estado En La 
Costumbre Internacional”. Rev. derecho (Valdivia). [online]. dic. 1991, Vol. 2, No. 1-2 [citado 16 
Octubre 2007], pp. 31-59. Disponible en la World Wide Web: 
<http://mingaonline.uach.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-
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Actualmente, la solución que el derecho de los diferentes países democráticos 
aporta para resolver la aporía, parecieran dejar esta labor a los estados, ello como 
resultado de distintos procesos que han llevado a las estructuras estatales en una 
tendencia favorable al derecho internacional y al comunitario y que culminó con la 
creación de un convenio que justamente versa sus artículos en la descripción de los 
principios que deberían regir la relación derecho internacional y derecho nacional, 
nos referimos a la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. 
 
 
3.9.2 Aporía Derecho Interno y Derecho Comunitario 
 
En la misma controversia se encuentra el Derecho Comunitario y el Derecho 
Nacional de los estados miembros, pues se presentan numerosos problemas de 
hermenéutica jurídica, el tema no es puramente dogmático, ya que al sostener la 
existencia de este nuevo derecho, el comunitario, se hace necesario conocer el lugar 
que ocupa este nuevo derecho dentro del ordenamiento jurídico de los estados 
miembros o asociados a la comunidad.98  
 
Todo proceso de integración supone la transferencia de algunas atribuciones 
propias de los órganos internos de los estados miembros a los órganos de la 
comunidad. Esta transferencia de atribuciones derivada de la soberanía de los 
distintos estados miembros afecta sin duda el concepto clásico de soberanía, el cual es 
incompatible con un orden jurídico internacional y por lo mismo, inconciliable con 
cualquier atisbo de integración comunitaria, por lo que debe recurrirse a modernas 
nociones de soberanía. No quiere decir sin embargo, que el estado deba subordinarse 
a un poder ajeno, sino que se integra a un sistema jurídico coordinando entre todos 
los estados que pertenecen a la comunidad. 
 
La comunidad en realidad no es soberana, porque depende de la voluntad de 
los estados  miembros que la forman, lo que explica que, pese a su participación en 
las comunidades de integración, los estados miembros detengan en sus manos lo 
esencial innegable e insustituible de su poder soberano absoluto, ilimitado e 
indivisible.99 
 
La comunidad, es una asociación igualitaria, general y permanente de los 
estados soberanos, que propende al libre desenvolvimiento de las posibilidades de 
cada uno sin lesionar el de los demás, por ello el derecho comunitario más allá  de 
una función clásica de regular las relaciones entre estados, propias del derecho 
internacional, busca el desarrollo de los pueblos e individuos, lo cual exige una 
                                                 
98  J.A GARRONE, Diccionario Juridico, Abeledo Perrot, Segunda Ed. Ampliada, Buenos Aires, P 677 
99 M H CAIROLI  MARTINEZ, “Derecho Constitucional y procesos de integración” en Anuario de 
Derecho Constitucional Latinoamericano 2003, Honrad Adenauer Stftung,  P. 453.  
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cooperación en muchas materias que antes asumían exclusivamente los 
estados y se regulaban por el derecho interno. 
 
La Comunidad constituye un nuevo ordenamiento jurídico propio, a favor del 
cual los estados miembros “han cedido determinadas competencias y se han obligado a su 
observancia, en virtud de un acuerdo de sus voluntades. Se trata de una sistematización de 
normas propias de un orden cuya esencia es la obligatoriedad con que compele a sus sujetos y 
que tiende hacia la uniformidad, integralidad y universalidad de su regulación (...)”.100 
 
Las competencias cedidas a la comunidad, vienen a ser los poderes jurídicos 
que se le atribuyen para que esta pueda  realizar los fines para los que fue creada. En 
este sentido, la doctrina refiere, que los tratados constitutivos de las organizaciones 
internacionales, tienen una función similar a la norma constitucional, pues mediante 
dichos tratados, no solo se crean las organizaciones comunitarias, sino que se 
establece su estructura,  competencias y ámbito de aplicación.  
 
La doctrina señala que las competencias pueden ser cedidas a los organismos 
comunitarios de dos maneras: las que son  expresamente atribuidas por los  tratados a 
la comunidad o competencias explicitas y las que se derivan de estos o competencias 
implícitas. 101 
 
Competencias Explicitas 
 
Las organizaciones comunitarias, no poseen competencias soberanas sino que 
sus competencias son únicamente aquellas que los estados, en el acto constitutivo, 
expresamente les atribuyen, a fin de que estas las ejerzan. No obstante la s 
competencias también pueden ser creadas para que sean ejercidas por tales 
instituciones. Lo anterior significa que la organización comunitaria únicamente puede 
ejercer las competencias que le hayan sido atribuidas en su tratado constitutivo o en 
las posteriores reformas de estos, y por tanto, los estados miembros conservan las 
competencias no atribuidas.  
 
Competencias Implícitas 
 
Como competencias implícitas, la doctrina reconoce aquellas competencias no 
atribuidas expresamente en los tratados, pero que son necesarias para el cumplimiento 
de los fines y objetivos de las organizaciones internacionales.
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4. CONCLUSIONES 
 
 Los objetivos económicos comunes son considerados el origen de la Unión 
Europea. Esta claridad de propósitos permitió el avance expedito y la consecución de 
sus metas; de hecho constituye el ejemplo a seguir por los demás grupos de estados 
que aspiran a la constitución de una comunidad de derecho, de manera que hoy en 
día, se opte por instaurar una comunidad de intereses que abarquen también los 
aspectos sociales, jurídicos, políticos y culturales de una región. 
 
 El éxito de la Comunidad Europea se debe a la firme convicción de los 
estados de conformar una verdadera Comunidad y a la destacada labor realizada por 
el Tribunal de Justicia, que a través de sus resoluciones ha estructurado el derecho 
comunitario europeo, de forma tal que la jurisprudencia emanada del mismo se ha 
convertido en el soporte de todo el sistema y ha permitido el desarrollo y 
perfeccionamiento del derecho comunitario en general. 
 
 A este tribunal se atribuye la eficacia y consolidación de la Unión Europea, 
pues ha sentado las directrices jurídicas que caracterizan el modelo de integración 
comunitaria, tales como, establecer que la comunidad nace de la libre voluntad de un 
grupo de estados que comparten una región determinada y que buscan el desarrollo de 
sus naciones de forma conjunta. Para ello voluntariamente accedieron a ceder 
soberanía -expresadas en determinadas competencias- a órganos e instituciones 
supranacionales comunitarias. 
 
 Para el correcto desempeño de estas instituciones se acordó dotarlas de todos 
aquellos mecanismos que facilitaran su operatividad y la consecución de las metas 
para las cuales fueron instauradas, otorgándoles facultad de crear normativa jurídica 
que pueda ser aplicada de forma directa e inmediata a los estados miembros y los 
ciudadanos que la integran. Normativa que a su vez goza del privilegio de primacía 
en el ordenamiento jurídico comunitario y por ende sobre el nacional de cada estado, 
pues es la única manera de lograr la aplicación uniforme del derecho comunitario en 
todos los estados partes. 
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La Integración, y menos aún la globalización,  
No pueden pretender eliminar absolutamente las diferencias,  
Pero tampoco pueden renunciar a la unidad, por aquello que: 
“Unidad sin diversidad es Tiranía” y 
“Diversidad sin Unidad es Anarquía” 
Sino hay razones para la Integración 
Es preciso crearlas por exigencia de la Supervivencia.  
Cardenal Oscar Andrés Rodríguez, Guatemala, Septiembre de 2001. 
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1. INTRODUCCIÒN 
 
 
 
 En este capítulo se estudia el Derecho Comunitario Centroamericano, 
conformado por la doctrina de la Corte Centroamericana de Justicia (CCJ), quien ha 
sido clara al establecer la existencia de un nuevo derecho en la región. Éste, es fruto 
de un largo proceso integracionista originado en los remotos tiempos de la 
Independencia y es suscitado por la necesaria presentación de Centroamérica como 
un bloque de naciones hermanas, lo cual ha marcado nuestro actual estado de 
integración. 
 
 La presencia del Derecho Comunitario en Centroamérica es relativamente 
nueva, inclusive hay muchos estudiosos que se muestran apáticos a reconocer la 
existencia del mismo. Para contrarrestar estas teorías se empezará por establecer el 
surgimiento del Derecho Comunitario en Centroamérica, antecedentes, conceptos, 
fuentes, principios, y naturaleza. También se plantea su conformación y elementos 
constitutivos que formalizan los fundamentos jurídicos, que acorde a su contenido y 
trascendencia jurídica, sustentan la existencia de este nuevo derecho.
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2. GENESIS DEL DERECHO COMUNITARIO CENTROAMERICANO 
2.1 La Globalización 
 Debido a las dificultades que plantea el buen desempeño de un estado frente a 
la comunidad internacional, enmarcada dentro de un contexto de globalización y 
alianzas estratégicas entre los países identificados dentro de una región específica, no 
es posible mostrar una postura indiferente ante las necesidades de integrarse con otros 
estados. 
 
 La globalización, es un fenómeno característico del nuevo orden económico, 
actualmente rector de la dinámica internacional. Para que un estado pueda 
desarrollarse en este nuevo contexto debe competir bajo las nuevas directrices. Al 
menos así lo visualizaron a principio de los años 50 los países centroamericanos 
pioneros en el proceso de integración. Siendo países pequeños y subdesarrollados, 
necesitan algo más profundo para hacer frente a un mundo globalizado. De ahí que la 
solución conjunta de problemas comunes resida en la integración, que en un sentido 
estricto es “un fenómeno social que consiste en el proceso de “amalgamación”102 de 
varios pueblos”. 103  
 
 Esta amalgamación se materializa con los tratados de integración, los que a su 
vez dan lugar al surgimiento del derecho comunitario, pues es a través de estos que 
los estados ceden parte de su soberanía y así crean órganos e instituciones 
comunitarias, cuyo ámbito de aplicación trasciende el territorio de un estado 
determinado, siendo su finalidad la consecución de las atribuciones delegadas por 
cada uno de ellos y así lograr la aplicación y funcionamiento del Sistema en sus 
distintas áreas. 
 
2.2 La Integración Comunitaria Centroamericana 
 El denominado “Sistema de Integración Centroamericana” (SICA), aparece 
por primera vez en el POR TANTO del Protocolo de Tegucigalpa a la carta de la 
ODECA, con la ocasión de la XI Cumbre de Presidentes Centroamericanos celebrada 
el día 13 de diciembre de 1991 en la ciudad de Tegucigalpa Honduras, 104 suscrito por 
los presidentes constitucionales de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua, y Panamá, Belice por adhesión y República Dominicana por Asociación. 
                                                 
102 AMALGAMACIÓN: “Acción y efecto de amalgamar (Unir o mezclar cosas de 
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104 J. A Giammattei Avilés, La Centroamericana Comunitaria , P.13. 
  
 
 
 
 
 
 
2.2.1 Objeto de la Integración Comunitaria Centroamericana 
 
 El SICA, es en la actualidad el resultado de un número considerable de 
intentos fallidos encaminados a formar en la región una comunidad de intereses105 y 
“tiene por objeto fundamental la realización de la integración de Centroamérica para 
constituirla como región de paz, libertad, democracia y desarrollo”.106 
 
2.2.2 Naturaleza Jurídica del SICA 
 
 Un proceso de integración tiene su propia naturaleza basado en su origen. 107 
La naturaleza jurídica del SICA le permite proyectarse frente a otros, identificándose 
como un ente supranacional.108 Conforme al artículo 30 del Protocolo de Tegucigalpa, 
el SICA goza internacionalmente y en cada uno de los estados miembros de 
capacidad jurídica para el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de sus 
propósitos.109 
 
 Dicho protocolo se manifiesta como el tratado constitutivo de la integración 
económica, social y política del istmo. Los términos y alcances del Protocolo de 
Tegucigalpa evidencian que los cinco estados partes en la Carta de la ODECA 
concluyeron un nuevo tratado, que abarca nuevos principios, propósitos, órganos e 
instituciones y situaciones derivadas de la realidad actual en Centroamérica. Inclusive 
llego a sustituir el nombre de la antigua organización “ODECA”, por “SICA”, que 
incorpora además de los anteriores estados otros nuevos signatarios (Panamá por 
ratificación, Belice por adhesión y República Dominicana por Asociación) que no 
tenían tal status en la Carta de San Salvador de 1962.110 
 
 En la normativa del Protocolo de Tegucigalpa hay indicadores de la naturaleza 
jurídica del sistema que ahí se creó. En efecto, el art. 1 manifiesta que: «Costa Rica, 
El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá (y hoy Belice por adhesión y 
República Dominicana por Asociación) son una comunidad económico-política que 
aspiran a la integración de Centroamérica». 111 Seguidamente el Art. 2 establece que: “el 
sistema de la Integración Centroamericana es el marco institucional de la integración 
regional de Centroamérica”. 112 
 
                                                 
105A. VALLE GONZÁLEZ, Derecho Comunitario, P.97. 
106Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos ODECA, Art.3. 
107J. A GIAMMATTEI AVILÉS, Guía Concentrada de la Integración Centroamericana, P.8 
108A.VALLE GONZÁLEZ, Op. Cit., P.103. 
109J. A GIAMMATTEI AVILÉS, Op.Cit, P.348. 
110J. A GIAMMATTEI AVILÉS, Op. Cit ., P.30.  
111IBID, P.37. 
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2.2.3 Etapas del Proceso de Integración Comunitaria Centroamericana 
 La Integración Comunitaria se ha desarrollado al punto de identificarla en 
etapas por las cuales el sistema de integración debe pasar para su completo 
funcionamiento. Pero ello no significa que deba ser únicamente de ese modo, tal y 
como se verá cuando se apliquen los ejemplos al Sistema de la Integración 
Centroamericana.  
Los Estadios Procesales Doctrinarios de la integración son: 
 
2.2.3.1 Zona de Libre Comercio 
 
 La Zona de Libre Comercio es el estadio por el cual el conjunto de países 
integrados reducen o eliminan aranceles y otras formas de restricciones al comercio 
dentro de la región. 113 
 
2.2.3.2 Unión Aduanera 
 
 Esta supone la adopción de un arancel externo común para los miembros de la 
Zona de Libre Comercio.114 
 
2.2.3.3 Mercado Común 
 
 Dentro de este, se da con plenitud la concreción de la Unión Aduanera y de la 
Zona de Libre Comercio, ya que implica una libre circulación de los medios de 
producción, entendiéndose éstos como los principales sectores por medio de los 
cuales se desarrolla la integración económica dentro de la región.115 
 
2.2.3.4 Integración Económica 
 
 Identificable como la etapa más desarrollada del mercado común por que 
implica la coordinación de políticas monetarias de los países miembros y la adopción 
de medidas comunes destinadas a defender su balanza exterior de pagos. Luego, la 
adopción de mecanismos para simplificar las transacciones monetarias entre ellos. Su 
característica más identificable es la pretensión de crear el Peso Centroamericano en 
la región, es decir, un papel moneda autorizado para  circular como moneda 
comunitaria. 
 
 
 
 
                                                 
113Protocolo al Tratado General de Integración Centroamericana (Protocolo de 
Guatemala), Art., 7-9. 
114IBIDEM, Art., 15-17. 
115Llamado por el Protocolo de Guatemala, como la Libre Movilidad de  Factores 
Productivos. IB, 18. 
  
 
 
 
 
 
2.2.3.5 Integración Económico-Política 
 
 Establece normas para adoptar políticas conjuntas en los países miembros del 
Sistema de Integración para con países terceros. Aunque no está comprendido dentro 
del Protocolo de Guatemala, se encuentra en los artículos del 10 al 14 en el Protocolo 
de Tegucigalpa. 
 
 Estos estadios, no son imprescindibles para la concreción de la integración en 
general por depender de los fines o logros programados por los estados para el 
sistema de integración que se desee alcanzar. Aún no puede hablarse de que se haya 
completado la etapa del Mercado Común, tampoco puede decirse que no se está 
incursionando en distintas áreas de otros estadios de la integración como la unión 
económica o la unión económico política porque como se afirmó al principio de este 
apartado, las fases de la integración no necesariamente tienen que seguirse al pie de la 
letra sino más bien de conformidad a las necesidades de los países miembros del 
Sistema de Integración. 
 
2.2.4 Principios Fundamentales del SICA 
 
 De acuerdo al Protocolo de Tegucigalpa en el artículo cuatro se establece que: 
 
a) La tutela, respeto y promoción de los derechos humanos, constituyen la base 
fundamental del sistema de la integración centroamericana. 
b) Paz, democracia, desarrollo y libertad, son un todo armónico e indivisible que 
orientará las actuaciones de los países miembros del sistema de integración 
centroamericana. 
c) La identidad centroamericana como manifestación activa de los intereses regionales y 
de la voluntad de partic ipar en la consolidación de la integración de la región. 
d) La solidaridad centroamericana como expresión de su profunda independencia, 
origen y destino común. 
e) La gradualidad, especificidad y progresividad del proceso de integración económica, 
sustentado en el desarrollo regional armónico y equilibrado y en el tratamiento 
especial a países miembros de menor desarrollo relativo, la equidad y reciprocidad y 
la cláusula centroamericana de excepción. 
f) La globalidad del proceso de integración y la participación democrática, en el mismo, 
de todos los sectores sociales. 
g) La seguridad jurídica de las relaciones entre los estados miembros y la solución 
pacifica de sus controversias. 
h) La buena fe de los estados miembros en el cumplimiento de sus obligaciones, 
absteniéndose de establecer, convenir o adoptar medida alguna que sea contraria a las 
disposiciones de este instrumento, o que obstaculice el cumplimiento de los 
principios fundamentales del sistema de la integración centroamericana o la 
consecución de sus objetivos. 
i) El respeto a los principios y normas de las cartas de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), y de la Organización de Estados Americanos (OEA), y las 
  
 
 
 
 
 
declaraciones emitidas en las reuniones presidenciales centroamericana desde mayo 
desde 1986. 
 
2.2.5 Propósito del SICA 
 
“Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá (hoy Belice y 
República Dominicana), son una comunidad económico-política que aspira a la integración 
de Centroamérica; con tal propósito se constituye el Sistema de la Integración 
Centroamericana, integrado por los estados miembros originales de la ODECA y por Panamá 
que se incorpora como estado miembro, Belice por adhesión y República Dominicana por 
Asociación. 116 
 
 El SICA también cuenta con los siguientes propósitos:117 
 
a) Consolidar la democracia y fortalecer sus instituciones sobre la base de la 
existencia de Gobiernos electos por sufragio universal libre y secreto, y del 
irrestricto respeto a los derechos humanos. 
b) Concretar un nuevo modelo de seguridad regional sustentado en un balance 
razonable de esfuerzos, el fortalecimiento del poder civil, la superación de la 
pobreza extrema, la promoción del desarrollo sostenido, la protección del 
ambiente, la erradicación de la violencia, la corrupción, el terrorismo, el 
narcotráfico y el tráfico de armas. 
c) Impulsar un régimen amplio de libertad que asegure el desarrollo pleno y 
armonioso del individuo y de la sociedad en su conjunto. 
d) Lograr un sistema regional de bienestar y justicia económica y social para los 
pueblos centroamericanos. 
e) Alcanzar una unión económica y fortalecer el sistema financiero C.A. 
f) Fortalecer la región como bloque económico para insertarlo exitosamente en 
la economía internacional. 
g) Reafirmar y consolidar la autodeterminación de Centroamérica en sus 
relaciones externas, mediante una estrategia única que fortalezca y amplíe la 
participación de la región, en el ámbito internacional. 
h) Promover, en forma armónica y equilibrada, el desarrollo sostenido 
económico, social, cultural y político de los estados miembros y de la región 
en su conjunto. 
i) Establecer acciones dirigidas a la preservación del ambiente por medio del 
respeto y armonía con la naturaleza, asegurando el equilibrado desarrollo y 
explotación racional de los recursos naturales del área, con miras al 
establecimiento de un nuevo orden ecológico en la región. 
                                                 
116Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados 
Centroamericanos ODECA, Art.1. 
117IBID, Art. 3. 
  
 
 
 
 
 
j) Conformar el sistema de integración centroamericana sustentado en un 
ordenamiento institucional y jurídico, y fundamentado así mismo en el respeto 
mutuo entre los estados miembros. 
 
2.2.6 Ordenamiento Jurídico del SICA. 
 
 El ordenamiento jurídico del SICA está conformado por el Protocolo de 
Tegucigalpa y los demás acuerdos, convenios y protocolos que se creen en el futuro 
para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del mismo.118 Del Protocolo se 
desprende el propósito de conformar el SICA sustentado en un ordenamiento, jurídico 
institucional fundamentado en el respeto mutuo entre los estados miembros y en el 
principio fundamental, de observancia a los principios y normas suscritos entre 
estos.119 
 
2.2.7 Los Subsistemas del SICA 
 
 El Sistema de Integración en Centroamérica a partir de la constitución de 
subsistemas específicos, pretende superar la etapa comercial por una integración de 
carácter global que cubra en lo posible el ámbito político, económico, social, cultural, 
y ambiental. La idea de los subsistemas, es que funcionen a partir de la coordinación 
entre todos los órganos e instituciones de carácter regional a fin de poder alcanzar sus 
objetivos. 
 
 Los subsistemas se han venido implementando de acuerdo a tratados 
específicos. A manera de ejemplo podemos mencionar el Tratado de Integración 
Económica por medio del cual se estableció el Subsistema Económico, el Tratado de 
Integración Social Centroamericana, en el que se constituyó el Subsistema de 
Integración Social y el Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica, 
firmado en Honduras en 1995, por medio del cual se establece el Subsistema 
Político.120 
 
 Los subsistemas del SICA, establecidos en el segundo párrafo del art. 8 del 
Protocolo de Tegucigalpa dispone que “el funcionamiento de la estructura 
institucional deberá garantizar el desarrollo equilibrado y armónico de los sectores 
económico, social, cultural y político”. El SICA se encuentra integrado 
fundamentalmente por cuatro subsistemas:121 
 
 
                                                 
118IBIDEM, Art. 15, Inc. e. 
119J. A GIAMMATTEI AVILÉS , La Conciencia Centroamericana II, P.135-136. 
120A. VALLE GONZÁLEZ, Derecho Comunitario, P.126-127. 
121J. A. GIAMMATTEI AVILÉS , “Nociones de Derecho Comunitario Centroamericano”, en 
Memoria del Seminario sobre Derecho Comunitario, M Guerrero Gómez ed,  
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 Se encuentra conformado por la Reunión de Presidentes el Parlamento 
Centroamericano, la Corte Centroamericana de Justicia, el Foro de 
Vicepresidentes, los Consejos de Ministros, el Comité Ejecutivo en primer 
término y en otro secundario la Organización Centroamericana para las 
Migraciones (OCAM), y la Comisión Centroamericana Permanente 
Contra el Narcotráfico (CCPN). 
 
2.2.7.2 Económico 
 
 Principalmente está integrado por los Consejos de Ministros que ven lo 
relativo a la integración, la Secretaria Permanente del Tratado General de 
Integración Económica (SIECA), el Banco Centroamericano de 
Integración Económica (BCIE), el Consejo Monetario Centroamericano 
(CMCA), etc. 
 
2.2.7.3 Social 
 
 Lo forman los Consejos de Ministros a quienes corresponde atender 
esta área y principalmente la Secretaria de Integración Social 
Centroamericana atendiendo específicamente los problemas de la familia, 
trabajo, salud, y seguridad social.122 
 
 2.2.7.4 Cultural 
 
 Este se encuentra conformado por la Coordinación Educativa y 
Cultural Centroamericano (CECC), el Consejo Superior Universitario 
Centroamericano (CSUCA) y el Consejo del Istmo Centroamericano de 
Deporte y Recreación (CODICADER). 
 
 2.2.7.5 Ambiental 
 
 Derivado de lo que al respecto dispone el art. 3 literal b, i, del 
protocolo. Está constituido por la Comisión Centroamericana de Ambiente 
y Desarrollo (CCAD) y el Centro de Coordinación para la Prevención de 
Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC).123 
 
2.2.8 Órganos e Instituciones del SICA 
 
 La importancia de la estructura jurídica de los órganos principales que 
componen el Sistema de la Integración Centroamericana es indiscutible. El adecuado 
cumplimiento de las atribuciones por parte de cada uno de ellos dentro del marco 
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jurídico institucional del SICA es una condición esencial para el eficaz 
funcionamiento del Sistema y el consecuente logro de los propósitos trazados en cada 
uno de los instrumentos de integración suscritos por los estados de la región.  
 
 El Protocolo de Tegucigalpa denomina como órgano a los sujetos de máximo 
rango de la estructura comunitaria. Como principio se establece que los órganos e 
instituciones de integración gozaran de autonomía funcional a fin de asegurar la 
ejecución eficiente y el seguimiento de las decisiones emanadas de las reuniones de 
presidentes debiendo esta estructura garantizar el desarrollo armónico de los sectores 
económicos sociales y políticos. 
 
 El artículo 12 del Protocolo de Tegucigalpa dispone que para la realización de 
los fines y objetivos del SICA se establecen los siguientes órganos: 
 
a) La Reunión de Presidentes 
b) El Concejo de Ministros 
c) El Comité Ejecutivo 
d) La Secretaria General 
 
 
2.2.8.1 La Reunión de Presidentes 
 
 Es el órgano supremo del Sistema de la Integración Centroamericana. Se 
integra por los presidentes constitucionales de los estados miembros que se reúnen 
ordinariamente cada semestre y extraordinariamente cuando así lo decidan. Sus 
decisiones se adoptan por consenso.124 A este  órgano le corresponde conocer los 
asuntos de la región que requieran de sus decisiones en materia de democracia, 
desarrollo, libertad, paz y seguridad.125 
 
 
También están en la facultad de: 
 
a. Definir y dirigir la política centroamericana, estableciendo las directrices de la 
integración de la región, así como las disposiciones necesarias para garantizar 
la coordinación y armonización de las actividades de los órganos e instituciones 
del área.  
b. Armonizar la política exterior de sus Estados.  
c. Fortalecer la identidad regional dentro de la dinámica de la consolidación de 
una Centroamérica unida.  
d. Aprobar, en su caso, las reformas que se planteen de conformidad con el 
artículo 37 del Protocolo de Tegucigalpa.  
                                                 
124Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos 
ODECA, Art.13-14. 
125IBIDEM, Art. 15. 
  
 
 
 
 
 
e. Asegurar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Protocolo y en 
los demás acuerdos, convenios y protocolos que constituyen el ordenamiento 
jurídico del SICA.  
f. Decidir sobre la admisión de nuevos miembros al Sistema.  
 
 
Los actos emanados de la Reunión de Presidentes se pueden clasificar en:126 
 
· Resoluciones: Actos obligatorios mediante los cuales este órgano toma las 
decis iones sobre cuestiones de fondo así como en materias internas del SICA. 
 
· Directrices: Acto obligatorio mediante el cual y por consenso la Reunión de 
Presidentes formula instrucciones concretas a los órganos e instituciones del 
SICA sobre materias relacionadas a la integración. 
 
· Declaración: Mecanismo por el cual la Reunión de Presidentes formula 
políticas, expresando así su voluntad respecto a aspectos de la integración o 
cooperación internacional. 
 
2.2.8.2 El Consejo de Ministros 
 
 El Consejo de Ministros estará integrado por los Ministros del Ramo127 a 
quienes corresponde dar el seguimiento que asegure la ejecución eficiente de las 
decisiones adoptadas por la Reunión de Presidentes en lo que concierne a su ramo. El 
Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores es el Órgano Principal de 
Coordinación. 
 
 El quórum se integra con la participación de todos los Ministros respectivos y, 
en caso extraordinario, por un Viceministro debidamente facultado. En este, cada 
estado miembro tendrá sólo un voto. Y las decisiones sobre cuestiones de fondo 
deberán ser adoptadas por consenso. Cuando haya duda sobre si una decisión es de 
fondo o de procedimiento, se resolverá por mayoría de votos.128 
 
 Las decisiones de los Consejos serán de obligatorio cumplimiento en todos los 
estados miembros y sólo podrán oponerse a su ejecución disposiciones de carácter 
legal. 129 Los actos normativos del Consejo de Ministros pueden ser obligatorios. Los 
obligatorios se denominan decisiones, y se dividen en reglamentos y acuerdos, en 
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tanto que los no obligatorios, se denominan propuestas, observaciones y 
recomendaciones.130 
 
 
 
 
 
 
 
2.2.8.3 El Comité Ejecutivo 
 
 Integrado por un representante de cada estado miembro.131 El Comité 
Ejecutivo será presidido por el representante del estado sede de la última Reunión 
Ordinaria de Presidentes. El Comité se reunirá ordinariamente una vez por semana y 
extraordinariamente cuando sea convocado por su Presidente. El Comité Ejecutivo 
tendrá las atribuciones siguientes: 
 
a. Asegurar la ejecución, por intermedio de la Secreta ría General, de las decisiones 
adoptadas en las Reuniones de Presidentes. 
b. Velar porque se cumplan las disposiciones del protocolo y de sus instrumentos 
complementarios o actos derivados. 
c. Establecer las políticas sectoriales y presentar por conducto de su Presidente, al 
Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, las propuestas que sean necesarias en 
concordancia con las directrices generales emanadas de las Reuniones de Presidentes. 
d. Someter, por conducto de su Presidente, al Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores, el Proyecto de Presupuesto de la organización. 
e. Proponer al Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, el establecimiento de 
secretarías y órganos que estime convenientes para el efectivo cumplimiento de los 
objetivos del SICA.  
f. Aprobar los Reglamentos e Instrumentos que se elaboren por las secretarías u otros 
órganos o por la Secretaría General del SICA. 
g. Revisar los informes de actividades de la Secretaria General del Sistema y demás 
secretarías y trasladarlos, con las recomendaciones de los Consejos de Ministros 
respectivos, al Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores.  
h. Las demás que señale el presente Protocolo y sus instrumentos derivados o 
complementarios.  
 
2.2.8.4 La Secretaria General del SICA (SG-SICA) 
 
 La Secretaría General estará a cargo de un Secretario General, nombrado por 
la Reunión de Presidentes por un período de cuatro años.132 Es el más alto funcionario 
administrativo del SICA y tiene la representación legal de la misma. Este deberá ser 
nacional de cualquiera de los estados miembros, persona de reconocida vocación 
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integracionista, con alto grado de imparcialidad, independencia de criterio e 
integridad. El Secretario General tendrá las atribuciones siguientes: 
 
a. Representar al SICA en el ámbito internacional.  
b. Coordinar la ejecución de los mandatos que deriven de las Reuniones de Presidentes, 
Consejos de Ministros y Comité Ejecutivo. 
c. Elaborar el Reglamento Administrativo de la Secretaría General y someterlo a la 
consideración del Comité Ejecutivo. 
d. Gestionar y suscribir, previa aprobación del Consejo de Ministros competente, 
instrumentos internacionales. 
e. Gestionar la cooperación financiera y técnica necesaria para el buen funcionamiento 
del SICA y el logro de los objetivos centroamericanos, y suscribir contratos, 
convenios.  
f. Formular su programa de labores, un informe anual de actividades y el proyecto de 
presupuesto, que presentará al Comité Ejecutivo.  
g. Participar con voz en todos los órganos del SICA, actuar como la Secretaría 
permanente de las Reuniones de Presidentes, asegurando los servicios de secretaría, 
técnicos y administrativos necesarios.  
h. Velar por el cumplimiento de las disposiciones de este Protocolo y de sus 
instrumentos derivados y complementarios y por la ejecución eficaz de las decisiones 
de las Reuniones de Presidentes y del Consejo de Ministros, por todos los 
organismos e instituciones de integración.  
i. Gestionar ante los estados miembros el efectivo aporte correspondiente al 
Presupuesto Ordinario y los Extraordinarios  
j. Nombrar y remover el personal técnico y administrativo de la Secretaría General 
tomando en cuenta un criterio proporcional de representación de las nacionalidades 
de los estados miembros. 
k. Llamar la atención de los órganos del Sistema sobre cualquier situación que, pueda 
afectar el cumplimiento de los propósitos del mismo. 
l. Ejercer las demás atribuciones que le asignen los órganos superiores y las que 
resulten de sus instrumentos complementarios o derivados.  
 
 Agrega el art. 12 del Protocolo de Tegucigalpa que forman parte del Sistema 
de Integración Centroamericano la Reunión de Vicepresidentes y designados a la 
Presidencia de la República; el Parlamento Centroamericano (PARLACEN), la Corte 
Centroamericana de Justicia y el Comité Consultivo. 
 
2.2.8.5 La Reunión de Vicepresidentes 
 
 Actualmente se encuentra regulada en el artículo 12 del Protocolo de 
Tegucigalpa, como un órgano de asesoría y consulta de los mandatarios del área que 
se reunirá ordinariamente cada semestre y extraordinariamente cuando así lo 
acuerden. Las decisiones son adoptadas por consenso.133 
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 Es un órgano auxiliar de naturaleza asesora y consultiva, en especial a la 
Secretaria General del SICA. Este comité debe estar integrado por el sector 
empresarial, laboral, académico y otras fuerzas del área, como representantes de la 
sociedad civil. El Comité Consultivo es un órgano autónomo e independiente de 
cualquier otro órgano regional o de otra instancia gubernamental nacional. 
 
 Dentro de las funciones principales del Comité Consultivo se encuentra la de 
buscar la conciliación de intereses entre los diferentes sectores de Centroamérica, 
para afianzar la democratización y la integración de la región. 
 
2.2.8.7 El Parlamento Centroamericano (PARLACEN) 
 
 Órgano de planteamiento, análisis y recomendación sobre asuntos políticos, 
económicos, sociales y culturales de interés común, con el fin de lograr una 
convivencia pacífica dentro de un marco de seguridad y bienestar social. El Parlacen 
se funda en la democracia representativa y participativa, en el pluralismo y en el 
respeto de las legislaciones nacionales y el derecho internacional. 134 
 
 Está compuesto por veinte diputados titulares y sus respectivos suplentes, por 
cada estado miembro, además de los Presidentes y Vicepresidentes de los mismos al 
concluir su mandato. Los integrantes del Parlamento tendrán la calidad de Diputados 
Centroamericanos, representantes directos de sus pueblos y no de su estado de origen, 
gobierno, o partido político nacional. 135 
 
 
2.2.8.8 La Corte Centroamericana de Justicia (CCJ) 
 
 La Corte Centroamericana de Justicia establecida en el arto.12 del Protocolo 
de Tegucigalpa a la carta de la ODECA, es el Órgano Judicial Principal y Permanente  
del SICA cuya jurisdicción y competencia regional son de carácter obligatoria para 
los estados .Esta garantizará el respeto al derecho, tanto en la interpretación como en 
la ejecución del Protocolo de Tegucigalpa.136 
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3. NACIMIENTO DEL DERECHO COMUNITARIO C.A. 
 
 
3.1 La Comunidad Centroamericana 
 
 
 Como antecedente de su reconocimiento como tal, se puede señalar en primer 
término, a la Carta a la Organización de Estados Centroamericanos de 1951,  que en 
su encabezado manifestaba:  
 
“los gobiernos de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, inspirados en 
los más altos ideales centroamericanistas deseosos de alcanzar el más provechoso y fraternal 
acercamiento entre las repúblicas de la América Central, y seguros de interpretar fielmente el 
sentimiento de sus respectivos pueblos; y considerando: Que las repúblicas centroamericanas, 
partes disgregadas de una misma nación permanecen unidas por vínculos indestructibles que 
conviene utilizar y consolidar en provecho colectivo...”.137 
  
 Con ésta manifestación, los Estados que suscribieron la Carta a la 
Organización de Estados Centroamericanos, identificaron elementos que desde ese 
momento apuntaban a la existencia de esta región como comunidad, además 
reconocieron la necesidad, intención y voluntad política de activar la región como 
comunidad. 
 
 En diciembre de 1963 los Ministros de Relaciones Exteriores del istmo 
Centroamericano reconocen expresamente la existencia de una comunidad en esta 
región, 138 debe destacarse que a partir de ese reconocimiento estamos frente a la 
existencia de una comunidad de estados, es decir, un “ente político” con vida propia, 
diferente a la de los estados miembros que la integran. 
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 El Derecho Comunitario Centroamericano procede de una comunidad de 
estados cuya naturaleza es de una organización internacional Sui Generis, que va más 
allá de meras relaciones de cooperación o coordinación entre los estados 
centroamericanos, sino que se dirigen hacia una verdadera integración mediante el 
establecimiento de políticas comunes. Por lo que las decisiones intergubernamentales 
se tomaran  por el órgano competente considerando fundamentalmente el impulso y 
orientación política del proceso de integración. 140 
 
3.3 Origen del Derecho Comunitario Centroamericano 
 
 Con el Plan Iguala del 24 de febrero de 1821 se estableció la Independencia 
del Virreinato de Nueva España, posteriormente con la firma del Tratado de Córdoba 
el 24 de agosto del mismo año, se separo definitivamente el virreinato de la metrópoli 
española. Las corrientes liberales existentes, los ideales por la implantación del 
dominio de la razón, la promulgación de “Los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano”, la Constitución Liberal de Cádiz de 1812, el flujo de la independencia de 
los Estados Unidos y la promulgación de su Constitución también liberal fueron 
determinante para la independencia de Centroamérica.141 
 
 Con la independencia del poderío español y con las inquietudes de anexarse o 
no a México por la creación de una Federación Centroamericana, identificamos la 
primera etapa de integración centroamericana cuando el primero de Julio de 1823 en 
el Congreso Constituyente en Guatemala, se inició la discusión sobre el tipo de 
gobierno más conveniente para los intereses de los países centroamericanos. Los 
primeros frutos aparecen en 1824 cuando Centroamérica unida, promulgo la 
Constituc ión Federal.142 
 
 Los años de 1823 a 1840 se consideran los años cúspides de la “Federación 
Centroamericana”, pero esta llegó a su fin, entre otras por la falta de integración en el 
ámbito regional, la desigual distribución de la población, el localismo, los errores de 
la Constitución Federal, problemas de carácter ideológico y una desmejorada base 
económica, que terminaron frustrando el intento de mantener unida a Centroamérica 
como una República Federal. 
 
 A principios del siglo XX, se reanudaron los intentos con el Pacto de Corinto 
de 1902, firmado por todos los países centroamericanos donde se establecía la 
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creación de un arbitraje obligatorio y un tribunal centroamericano. Entre el periodo de 
1907 y 1918 se destaca el funcionamiento de la Corte de Justicia Centroamericana, 
que nace en 1907 de los convenios firmados en Washington (Tratados de Paz y 
Amistad). La Corte Centroamericana de Justicia constituye un ejemplo significativo 
en la historia de la integración centroamericana, debido a la experiencia que dejo al 
resolver problemas por la vía pacífica. 
 
 Los antecedentes más inmediatos los encontramos en junio de 1951, cuando 
en México se celebro la Comisión Económica de las Naciones Unidas para la 
América Latina (CEPAL), donde los delegados por El Salvador y Honduras, se 
destacaron por su aporte para lograr la integración de sus economías y mercados 
dentro de una política de desarrollo integracionista. 
 
 El 14 de Octubre de ese  mismo año Guatemala, El Salvador, Honduras, 
Nicaragua y Costa Rica firmaron la Carta de la ODECA, en la que se establece una 
integración regional que promoviera y acelerase la recíproca cooperación económica, 
social y técnica. Como resultado en 1952 se constituyó el Comité de Cooperación 
Económica, integrado por los Ministros de Economías y Hacienda de cada país. Este 
Comité logró el “Primer Acuerdo de Integración Económica Regional”. 143 
 
 En febrero de 1960 los presidentes de Guatemala, El Salvador y Honduras, 
firmaron un tratado económico denominado “Tripartito”. Posteriormente el 13 de 
diciembre de 1960, en la ciudad de Managua, los países signatarios del Tratado 
Tripartito firmaron con  Nicaragua, el Tratado General de Integración Económica 
Centroamericana que a su vez creo el Mercado Común Centroamericano al que se 
adhirió Costa Rica en 1962. 
 
 El 12 de diciembre de ese mismo año, se crea la Segunda Carta de la ODECA, 
la  que deja abierta la posibilidad de la incorporación de Panamá a la organización. 
Esta Carta deroga a la primera por la misma  discordancia entre ambos textos, ya  que 
algunos de los órganos originarios de la primera carta desaparecen y se crean otros 
completamente nuevos. 
 
 El conflicto armado entre Honduras y El Salvador en 1969, provocó un atraso 
en el proceso integracionista. Inmediatamente se generan problemas de controversias 
comerciales, considerándose la década de los setenta como un progreso silencioso, en 
el sentido que no implicó la desaparición del proceso de Integración 
Centroamericana, pero tampoco hubo un avance considerable. 
 
 Durante la década de los 80 se vio una reducción en las iniciativas de 
Integración Centroamericana debido al impacto de las guerras civiles en algunos 
países. Los estados estaban más preocupados por implementar medidas de carácter 
interno. No obstante en agosto de 1987 en Esquipulas se suscribió el instrumento 
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denominado “Procedimientos para establecer la Paz firme y duradera en Centroamérica”, 
también conocido como Esquipulas II.144Sin embargo es hasta 1991, que se da un 
paso definitivo para lograr una integración económica-política, con la sustitución de 
la ODECA por el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA). 
 
 El sistema emana de una comunidad económica, política de estados, que 
tienen el propósito objetivo de integrarse, sustentado en un marco jurídico básico y 
común que le permite identificarse y proyectarse frente a otros. El SICA se crea como 
persona jurídica internacional, con personalidad y representación propia, con órganos, 
organismo e instituciones independientes y con su propia normativa y en un marco 
institucional de la integración. 145 
 
 En Centroamérica, la integración, por su contenido jurídico, ya no es más una 
integración económica, sino también política, esta es mucho más amplia y comprende 
todos los ámbitos sociales, jurídicos, económicos y políticos hasta lograr una 
comunidad jurídicamente organizada para que se conforme con carácter permanente 
en una región de paz, libertad, democracia, y desarrollo.146 
 
 El Abogado Adolfo León Gómez magistrado de la Corte Centroamericana de 
Justicia (CCJ), establece la diferencia entre el Derecho de Integración y Derecho 
Comunitario de la siguiente manera: “el derecho de integración es el referente a una 
región y el comunitario es el que nace de los órganos de una región, como resultado 
de su actuación. 147 
3.4 Concepto de Derecho Comunitario en la Normativa Jurídica C.A. 
 Desde la segunda Carta a la Organización de Estados Centroamericanos 
(ODECA) de 1963, hasta el Protocolo de Tegucigalpa de 1991que crea el Sistema de 
la Integración Centroamericana (SICA), se establece en el art. 1 de estos instrumentos 
jurídicos que Centroamérica: Costa Rica, Nicaragua, Honduras, El Salvador y 
Guatemala, constituyen una comunidad económico política al que se incorpora por 
ratificación la República de Panamá, Belice mediante su adhesión al Protocolo de 
Tegucigalpa, y República Dominicana como Estado Asociado, que aspiran a la 
integración de Centroamérica.148 
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 Del artículo 1 del los instrumentos antes referidos, podemos extraer que 
Centroamérica es una Comunidad de estados cuyas relaciones se enmarcan en un 
esquema de integración regional que abarca los diversos sectores económicos, 
políticos, social y cultural, principios fundamentales contenidos en el artículo 4 del 
“Protocolo de Tegucigalpa.”149 
 
 La Corte Centroamericana de Justicia, con previa solicitud del Parlamento 
Centroamericano el 13 de diciembre de 1996 hizo suya la siguiente doctrina sobre 
Derecho Comunitario: 
 
 Doctrinalmente se le define como un conjunto organizado y estructurado de normas 
jurídicas que posee sus propias fuentes, está dotado de órganos y procedimientos adecuados 
para emitirlas, interpretarlas, aplicarlas y hacerlas saber. Promueve la integración de los 
países involucrados, y conforma un nuevo orden jurídico internacional caracterizado por su 
independencia y primacía (sobre el derecho interno), características consubstánciales de su 
existencia.150 
 
 Para el Dr. Jorge Antonio Giammattei:  
 
 El Derecho Comunitario se  trata de un derecho que se convierte en normativa propia 
de cada uno de los estados miembros, al igual que un Derecho Nacional,  que además, tiene 
la característica de coronar los textos normativos de cada uno de ellos.151 
 
 El Derecho Comunitario Centroamericano, se deriva de la aplicación de los 
convenios de integración y está constituido además por instrumentos 
complementarios y actos derivados y de manera particular en nuestro Sistema de 
Integración por la doctrina y jurisprudencia emanada de la Corte Centroamericana de 
Justicia.152 
 
 Los tratados de las comunidades, ponen en común un sector entero de la vida 
nacional, estableciendo las normas que quedaran sometidas y atribuyendo a las 
instituciones comunitarias las competencias necesarias para aplicar esas normas. Esta  
Comunidad es un Sujeto de Derecho Internacional distinto de los estados que la 
conforman y que aspiran a su integración. 153 
 
 Existe un Derecho Comunitario Centroamericano que emana de una 
comunidad de estados que va más allá de meras relaciones de cooperación o 
coordinación entre los estados centroamericanos, sino que se dirigen hacia una 
verdadera integración mediante el establecimiento de políticas comunes. Ello 
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significa que el método intergubernamental para la toma de decisiones se reduce 
únicamente al órgano del que dependen las decisiones fundamentales de impulso y 
orientación política del proceso de integración. Por ejemplo en la reunión de 
Presidentes de Centroamérica, órgano supremo del SICA prevalece el método 
comunitario para la formación de los actos normativos comunitarios a si como su 
correspondiente aplicación y ejecución. 154 
 
3.5 Principios Constitutivos de la Integración Comunitaria C.A. 
 
3.5.1 Principios Fundamentales 
 
 El Protocolo de Tegucigalpa enumera una serie de Principios 
Fundamentales,155 los cuales deben inspirar la construcción del proceso de 
Integración Regional Centroamericana y todas las actuaciones realizadas por el SICA 
en el desarrollo de sus funciones. Estos principios, aquí detallados, son de un 
contenido general en la materia de integración comunitaria, siendo coincidentes con 
los de la Comunidad Europea y están plasmados en el Protocolo de Tegucigalpa.  
 
 En el artículo 4 del Protocolo de Tegucigalpa se hace referencia a los 
principios fundamentales que de forma expresa o implícita establecen lineamientos y 
valores sobre la organización jurídica de la Comunidad Centroamericana y que 
cumplen funciones fundamentales interpretativas y supletorias,156 entre estos se 
destacan: 
 
 
3.5.1.1 Principio de Atribución 
 
 En virtud de este, se afirma la posibilidad de los estados de ceder parte de sus 
competencias a un ente especialmente creado para este propósito, denominado ente 
Supranacional.157De esta forma, la cesión realizada por los estados en su 
ordenamiento interno beneficia el Ordenamiento Jurídico Comunitario, en materia de 
los derechos y obligaciones correspondientes a las disposiciones del mismo. Entraña 
una limitación definitiva de sus derechos soberanos. 
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3.5.1.2 Principio de Irreversibilidad de Atribución de Competencias 
 
 Se refiere, a que los estados parte representados por sus Jefe de Estado deben 
obedecer las resoluciones emanadas por los órganos e instituciones del sistema y no 
pueden dictar actos normativos contrarios al interés de la Integración 
Centroamericana, o que perjudiquen las competencias previamente atribuidas a los 
órganos que garantizan el correcto funcionamiento del sistema. En otras palabras, el 
principio de irreversibilidad se produce cuando cada estado se despoja de parte de sus 
facultades para ejercerlas mediante un ente Jurisdiccional Supranacional.158 
 
3.5.1.3 Principio de Subsidiariedad 
 
 Establecido por el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de 
Estados Centroamericanos (ODECA), en el art. 35 que establece un límite a la 
actividad de la comunidad en materias que no sean de su competencia.159 Este 
principio es creado con el fin de impedir la interferencia de los estados miembros. 
Así, la comunidad no actuará en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva 
y solo lo harán en la medida que los objetivos de la acción pretendida, no puedan ser 
alcanzados de manera suficiente por los estados miembros.  
 
3.5.1.4 Principio de Proporcionalidad 
 
 En un inicio la idea de integración nace por factores económicos, la 
comunidad y los estados que la integran deben trabajar en función de procurar el 
desarrollo proporcional de cada uno de sus miembros a fin de que puedan trabajar 
conjuntamente y beneficiarse en las mismas condiciones de la integración. Gracias a 
este principio la Comunidad puede elegir entre varios modos de acción, y debe optar 
por aquel que deje más libertad a los estados y a sus miembros de forma particular. 
3.5.1.5 Principio de Integralidad 
 
 Enunciado por la Corte Centroamericana de Justicia,  establece la necesidad 
de interpretar las normas con un sentido razonablemente favorable al proceso de 
integración, siempre y cuando no tenga por resultado una contravención expresa a las 
normas comunitarias. Esto en virtud del carácter dinámico y progresivo del proceso 
de integración. 
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 Igualmente facilita la interacción de los distintos ámbitos y evita la separación 
de los sectores económico, político, agrícola, social, etc. Debido a que estos sectores 
forman un todo interdependiente e indivisible. 
 
 
 
3.5.1.6 Principio de Lealtad 
 
 En todo proceso de Integración Comunitaria la buena fe de quienes participan 
de ella es elemental y por ello es un principio inherente al sistema  que establece la 
convivencia armónica entre sus miembros  y por lo tanto abstenerse de medidas que 
ponen en peligro la misma. 
 
3.5.1.7 Principio de Solidaridad 
 
 Establece la interdependencia existente entre los distintos estados, así como su 
origen y destino común. Este principio se relaciona, con el principio de la Preferencia 
Comunitaria, en virtud del cual prima el interés de las relaciones económicas 
intracomunitarias por encima del interés aislado de los estados miembros.160 
 
3.5.1.8 Principio de Identidad 
 
 El Protocolo de Tegucigalpa establece en su texto normativo la manifestación 
hecha por los estados de conformar una Comunidad de Derecho y el interés de ser 
reconocidos como tales ante otras instancias  de coordinación. 
 
3.5.1.9 Principio de No Discriminación 
 
 Establece que tanto los estados parte como sus ciudadanos gozan de los 
mismos deberes y derechos dentro de la Comunidad, pues todos por igual conforman 
la identidad centroamericana como manifestación activa de los intereses regionales y 
la voluntad de participar  en la consolidación de la Integración de la Región. 161 
 
3.5.1.10 Principio de Universalidad 
 
 Este principio se sustenta en la medida en que se observa y demuestra que la 
integración de la Comunidad Centroamericana se ha regido tomando como referencia 
los procesos integracionistas internacionalmente  conocidos. 
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 Se refleja en el respeto a los tratados y fallos de la Corte Centroamericana de 
Justicia, en el respeto a los principios y normas de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), Organización de Estados Americanos (OEA) y las Declaraciones 
emitidas en las Reuniones Presidenciales Centroamericanas.162 
 
3.5.1.12 El Principio de Legalidad 
 
 Siendo que los funcionarios de los gobiernos son delegados de los pueblos y 
no tienen más facultades que las expresadas por la ley, significa que ni las autoridades 
comunitarias centroamericanas ni los estados miembros del SICA tienen más 
facultades que las expresamente señaladas en el ordenamiento jurídico regional. Este 
principio, opera en un doble sentido, imponiendo dos tipos de obligaciones: las de 
hacer y las de no hacer. 
 
3.5.1.13 El Principio de Responsabilidad 
 
 Es deber de los estados y sus funcionarios responder por la ejecución de sus 
actos. Los poderes legislativos no pueden emitir leyes para desconocer el carácter 
obligatorio de los actos jurídicos validos realizados por los órganos y organismos de 
la integración centroamericana que ejercen las facultades conferidas por los 
convenios y tratados vigentes. Sería contrario a Derecho y a la lógica jurídica que 
después que estos hayan ratificado ese convenio, aprueben disposiciones que frustren 
su finalidad. 
 
 Este principio se deriva del respeto al Derecho Internacional y a todos los 
tratados celebrados entre los estados y que deben ser cumplidos de buena fe. El 
Derecho Comunitario ha retomado los principios generales del Derecho Internacional 
puesto que estos resultan conciliables con las exigencias propias del primero, entre 
ellos se destaca, el principio del Pacta Sunt Servanda, aplicable a todos los acuerdos 
internacionales concluidos por la Comunidad. 
 
 
3.5.1.14 El Principio de Institucionalidad 
 
 Las modificaciones unilaterales de los estados miembros a los Convenios de 
Integración Centroamericana por medio de leyes nacionales o reformas 
constitucionales no tienen validez, debido a que las instituciones comunitarias no 
pueden ser modificadas o sustituidas más que por los mecanismos y tratados 
establecidos por la ley y aprobados con el consentimiento de todos los estados 
miembros y de ninguna manera con resoluciones unilaterales no previstas.163 
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 La Corte Centroamericana de Justicia en su jurisprudencia ha afirmado la 
existencia de este principio, también llamado Principio de Invulnerabilidad del 
Protocolo, el cual consiste en la imposibilidad de afectar cualquier tratado marco, a 
menos que sea por una reforma expresa y directa, siguiendo los procedimientos 
previstos en dichos tratados. 
 
3.5.2 Principios Rectores del Derecho Comunitario Centroamericano 
 
  A continuación examinaremos los principios del Derecho Comunitario 
Centroamericano establecidos en la Doctrina y Jurisprudencia de la Corte 
Centroamericana de Justicia. Debemos referirnos al arto.3 del Estatuto de la Corte 
que establece “(….) La doctrina tendrá efectos vinculantes para todos los estados, 
órganos y organizaciones que formen parte o participen en el sistema de la 
Integración Centroamericana.” 
 
 La Corte Centroamericana de Justicia en las resoluciones: 4-1-12-96 Caso 
Consulta Parlacen – Corte de Constitucionalidad de Guatemala, 2-24-5-95 Caso 
Consulta SICA Protocolo de Tegucigalpa-ALIDES, 2-5-8-97; Caso Consulta SIECA- 
Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, Sentencia 
dictada en el caso de la demanda del Estado de Nicaragua contra el Estado de 
Honduras, en su Considerando IV; Se refirió al Derecho Comunitario, estableciendo 
los Principios que presentamos a continuación. 164 
 
3.5.2.1 Principio de Efecto o Aplicabilidad Directa 
 
 Principio referido a que las normas comunitarias pueden crear por sí mismas 
derechos y obligaciones para los particulares o imponer a los estados miembros su 
concreción y desarrollo para que sean plenamente eficaces.165 
 Para el Dr. Giammattei ex presidente de la Corte Centroamericana de Justicia, 
el efecto directo posibilita la Invocabilidad por cualquier ciudadano centroamericano 
ante sus jueces nacionales de dichas disposiciones, convirtiendo así, a las 
jurisdicciones de cada país en Aplicadores Ordinarios del Derecho Comunitario y 
reservando en última instancia, a la Corte Centroamericana de Justicia como un 
máximo órgano interpretador y aplicador.166 
 
3.5.2.2 Principio de Autonomía y Aplicabilidad Inmediata 
 
 El Derecho Comunitario se ha separado poco a poco del Derecho 
Internacional Público, tanto así, que en la actualidad no puede ser identificado como 
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parte de este, ni como derecho interno de los Estados, sino más bien se considera una 
rama autónoma dentro del Derecho. El reconocido jurista Guillermo Cabannellas 
propone cuatro Criterios para identificar si una rama es autónoma dentro del Derecho: 
 
 
 
a) Criterio Legislativo. 
Implica que dicha rama del derecho (el Comunitario) tenga normas sustantivas y 
adjetivas, por ejemplo: Tratados, Convenios, Protocolos, Reglamentos, 
Declaraciones, Resoluciones, etc.  
 
b) Criterio Científico. 
Es decir que exista doctrina al respecto, entendiendo a la misma como la exposición u 
opinión de los autores del derecho en obras escritas, desarrollando la materia. 
 
c) Criterio Didáctico. 
Que dicha rama exista como una materia, con cátedra independiente, especializada y 
sin confundirse con ninguna otra. 
 
d) Criterio Jurisdiccional. 
Que exista de un Tribunal Jurisdiccional especializado, encargado de la efectiva 
aplicación del derecho: Ejemplo de ello es la Corte Centroamericana de Justicia. 
 
 Por lo anterior puede decirse, que el Derecho Comunitario Centroamericano 
es una rama autónoma dentro del Derecho, en cuanto tiene su propio ordenamiento 
normativo y se convierte automáticamente de forma clara, precisa e incondicional en 
normas de derecho interno de los estados miembros, sin necesidad de que estos 
realicen acto alguno para incorporarlo.167 
 
3.5.2.3 Principio de Primacía 
 
 Este principio haya su razón de ser, en la resolución de posibles conflictos que 
puedan suscitarse entre el ordenamiento jurídico interno y el comunitario, como 
consecuencia de la Integración. La Corte Centroamericana de Justicia ha sido clara al 
establecer este principio, manifestando que las normas comunitarias ocupan un lugar 
prioritario, dado que su aplicación es preferente respecto a cualquier disposición de 
los ordenamientos nacionales de los estados miembros, cualquiera que sea su rango, 
inclusive constitucional.168 
 
 El carácter obligatorio y directamente aplicable que se otorga a las normas 
comunitarias no tendría sentido si tales efectos pudieran ser anulados por los estados. 
                                                 
167A .LEÓN GÓMEZ, Doctrina de la Corte Centroamericana de Justicia, P 101. 
168ID 
  
 
 
 
 
 
La Primacía del Derecho Comunitario permite que éste, despliegue toda su eficacia 
sobre el ordenamiento jurídico interno en ocasión de conflictos anteriores o 
posteriores, como resultado de las competencias transferidas por los estados a los 
órganos comunitarios, no pudiendo prevalecer una norma nacional sobre una norma 
comunitaria.169 
 
3.5.2.4 Principio de Unidad del Ordenamiento Jurídico 
 
 Principio manifestado por los magistrados de la Corte Centroamericana de 
Justicia en la Reunión de Presidentes, celebrada en San Salvador el 29 de marzo de 
1995. 
 
Que ha sido un anhelo de los habitantes de Centroamérica y en especial de su Corte, 
que su integración descanse sobre sólidos fundamentos de derecho que les permitan normas 
de igual aplicación para todos los habitantes y gobernantes de la Nación Centroamericana, 
teniendo la certeza que no existirá discriminación, ni parcialidad en las mismas, ni en su 
aplicación, protegiendo los derechos de las personas tal y como la ley los declara. Es decir 
que exista el convencimiento de que la situación jurídica no será modificada más que por 
procedimientos regulares y autoridades competentes.170 
 
3.5.2.5 Principio de Seguridad Jurídica 
 
 Para el doctor Giammattei la seguridad jurídica es un valor y un requisito 
indispensable de la existencia del Estado de Derecho Centroamericano,171 el cual 
exige que la legislación comunitaria sea precisa y su aplicación previsible para los 
justiciables. Todo acto de las instituciones que produzca efecto jurídico sea claro y 
preciso, y sea notificado al interesado de forma que este pueda conocer con certeza el 
momento a partir del cual el citado acto existe y comienza a surtir efectos jurídicos.172 
 
3.5.2.6 Principio de Responsabilidad de los Estados 
 
 Este principio afirma que los estados están obligados a reparar los daños causados a 
los particulares como consecuencia de la violación de las normas comunitarias. Este principio 
se genera sobre la base que los particulares son sujetos de Derecho Comunitario. Y se apoya 
en las obligaciones de los estados de asegurar la plena eficacia de las normas comunitarias y 
de proteger los derechos que estas le atribuyen a los particulares, de adoptar todas las 
medidas pertinentes para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones y de posibilitar a los 
particulares el hacer efectivo los derechos que se le reconocen, de modo que pueda obtener la 
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reparación adecuada cuando tales derechos son lesionados por una violación del derecho 
comunitario imputable al estado.173 
 
 
 
3.6 Fuentes del Derecho Comunitario Centroamericano174 
 
 Las fuentes del derecho Comunitario Centroamericano constituyen el 
principio, fundamento y origen de las normas jurídicas y en especial del derecho 
posit ivo vigente en la Comunidad Centroamericana, puesto que los estados miembros 
de la comunidad en el ejercicio pleno de sus soberanías decidieron delegar 
determinadas funciones a órganos de integración en propósitos del bien de la 
Comunidad, por medio de tratados en los cuales quedo plasmado el libre 
consentimiento de dichos estados, se afirma que los tratados internacionales son en 
principio la principal fuente del derecho internacional, del derecho de integración y 
consecuentemente del derecho comunitario centroamericano.175 
 
3.6.1Fuentes Escritas del Derecho Comunitario Centroamericano 
 
La Doctrina señala como fuentes escritas del Derecho Comunitario 
Centroamericano al Derecho Primario u Originario, al Derecho Derivado o 
Secundario y al Derecho Complementario Centroamericano, pero a nuestra 
consideración, Los Tratados Internacionales, son la primer vertiente del derecho 
comunitario centroamericano ya que es la base sobre la que descansa todo el 
ordenamiento jurídico comunitario. 
 
3.6.1.1 Los Tratados 
 
La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, contiene 
las reglas para la celebración de tratados entre estados y es la base de lo que hoy 
conocemos como el Derecho de los Tratados, que no es más que el conjunto de 
normas establecidas por la convención de Viena relativo a los instrumentos 
celebrados entre Estados, y en nuestro caso, que sean constitutivos de organizaciones 
internacionales. Esta convención basa su razón de ser en el anhelo de la cooperación 
pacifica entre las naciones, y sobre los principios del libre consentimiento, y la buena 
fe.  
Esta convención establece, que Tratado; “Es un acuerdo internacional 
celebrado por escrito entre estados y regidos exclusivamente por el derecho 
internacional”, con la firma, canje, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión a 
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los tratados, los estados hacen constar en el ámbito internacional su consentimiento 
expreso de obligarse. Sin duda alguna, toda convención, al generar una obligación de 
esta naturaleza introduce una restricción en el ejercicio de sus derechos soberanos, 
pero la facultad de contraer tales compromisos internacionales es precisamente un 
atributo de la soberanía.  
 
En este se establece, que una vez obligado un Estado, está llamado a cumplir 
sobre la base del principio Pacta Sunt Servanda señalado en él articulo 26; Por otra 
parte, los estados  no podrán invocar las disposiciones de su derecho interno como 
justificación del incumplimiento de un tratado internacional, artículo 27. 
 
De esta forma, el tratado internacional, se expresa a su vez en la manifestación 
de la independencia originaria y soberana de los Estados, de quedar obligado. Las 
limitaciones a la libertad de un Estado por efecto de un tratado no le afectan a su 
independencia mientras éstos no hayan expresado la voluntad de despojarse de sus 
poderes orgánicos y no coloquen los tratados bajo la dependencia jurídica de otro 
Estado o de alguna institución supranacional.  
 
Desde este punto de vista, los acuerdos internaciona les se mueven en dos 
sentidos: El acto negociador,  por el que dos o más Estados o, sujetos del Derecho 
Internacional disponen y ordenan sus respectivos derechos y deberes, y El acto 
normativo por el que esos mismos sujetos crean normas que les obligan. En lo 
primero el acuerdo se aproxima al contrato del derecho privado interno estatal con su 
estructura fundamentalmente sinalagmática. En lo segundo, en tanto que norma 
escrita y creada de modo reflexivo, el acuerdo internacional hace función de ley. De 
aquí que el régimen y efectos de estos actos consensuales, vayan más allá del ámbito 
de disposición jurídica de los sujetos que participan directamente en su creación. 
 
 
3.6.1.2 Derecho Primario Centroamericano 
 
 El derecho primario es la segunda vertiente del Ordenamiento Jurídico 
Comunitario, se encuentra compuesto por los llamados Tratados Constitutivos con 
sus respectivos actos posteriores que los modifican. Estos componen el núcleo central 
del SICA, por ser los instrumentos en donde recaen todas aquellas competencias 
cedidas por cada uno de los estados miembros del sistema con el objetivo de crear 
entes supranacionales. 
 
 Cabe mencionar, que el Derecho Originario necesita ser ratificado por cada 
uno de los estados que desean formar parte del Sistema, de conformidad a las reglas 
del Derecho Internacional Público, siendo estos instrumentos:  
 
1. La carta de la ODECA del 12 de diciembre de 1962 que reforma a la 
carta de San Salvador anterior. 
  
 
 
 
 
 
2. El Protocolo de Tegucigalpa a la carta de la ODECA, suscrito en la XI 
Cumbre de Presidentes Centroamericanos el 13 de diciembre de 1991. 
3. El Tratado Constitutivo del Parlamento Centroamericano y otras; 
instancias Políticas, con sus tres respectivos Protocolos.  
4. El Convenio del Estatuto de la Corte Centroamericana de Justicia.  
5. El Protocolo al Tratado General de Integración Centroamericana 
(Protocolo de Guatemala). 
3.6.1.3 Derecho Derivado Centroamericano 
 
 La tercer vertiente de las fuentes del Ordenamiento Jurídico Comunitario, es 
el llamado Derecho Derivado, el cual se encuentra constituido por las reglas 
emanadas de los órganos y organismos comunitarios dotados de poder normativo, 
diferenciándose de la anterior vertiente porque no necesita de la ratificación por parte 
de los estados para su vigencia debido a que su aplicación es directa, inmediata y de 
prevalencia sobre el Derecho Interno, porque una vez emitido un acto por un ente del 
Sistema, este entra en efecto.  
 
 El derecho derivado es un Derecho Legislado, es decir, un cuerpo de normas 
segregadas por la misma comunidad, de manera casi autónoma, a pesar de su carácter 
derivado de los tratados, por tanto, se puede establecer que el derecho derivado está 
configurado por: 
 
a) Acuerdos, resoluciones, declaraciones, directrices y obligaciones, emitidas en 
las Reuniones de Presidentes de Centroamérica. 
b) Consultas y resoluciones emitidos por la Reunión de Vicepresidentes. 
c) Ordenanzas de procedimientos, reglamentos, opiniones consultivas 
prejudiciales e ilustrativas formuladas por la CCJ. 
d) Reglamentos, instrumentos y acuerdos del Sistema, elaborados por el Comité 
Ejecutivo. 
e) Reglamentos, resoluciones, recomendaciones, emitidas por el PARLACEN. 
f) Recomendaciones y resoluciones realizadas por el Consejo de Ministros del 
SICA. 
g) Consultas y reglamentos elaborados por el Comité Consultivo del SICA. 
 
A efecto de poder comprender los diferentes actos emitidos por los órganos y 
organismos del SICA se definirá cada uno de ellos:176 
 
3.6.1.3.1 Resoluciones 
 Son obligatorias para todos los estados miembros del SICA, pero cabe 
advertir, que no todas las resoluciones son vinculantes, porque las realizadas por el 
PARLACEN son de opinión, análisis y recomendación. 
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3.6.1.3.2 Acuerdos 
 
 Están definidos como actos específicos o individuales, en vista de ello, son 
vinculantes únicamente para sus destinatarios. 
 
 
 
3.6.1.3.3 Recomendaciones 
 
 Contienen orientaciones que sólo serán obligatorias en cuanto a sus objetivos 
y principios. Además sirven para preparar la emisión de resoluciones, reglamentos o 
acuerdos. 
 
3.6.1.3.4 Directrices 
 
 Es un acto obligatorio de la Reunión de Presidentes, mediante el cual, por 
consenso, formulan instrucciones concretas a los órganos e instituciones del SICA, 
sobre materias integracionistas determinadas. 
 
3.6.1.3.5 Declaraciones 
 
 Se define como aquel mecanismo por medio del cual la Reunión de 
Presidentes formula su voluntad política sobre aspectos de la integración o 
cooperación internacional, la cual no es vinculante, por tratar únicamente aspectos 
generales que son ocupados posteriormente para la creación de tratados comunitarios 
o de cooperación internacional. 
3.6.1.3.6 Opinión Consultiva 
 
 Es un acto, que puede ser un simple sometimiento para una opinión o 
dictamen sin efectos vinculatorios y puede concluir en precedentes vinculantes, 
dependiendo de la naturaleza del órgano u organismo que realiza la consulta. 
 
3.6.1.3.7 Reglamentos 
 
 Tendrán carácter general, obligatoriedad en todos sus elementos, y serán 
directamente aplicables en todos los estados miembros.  
 
3.6.1.3.8 Ordenanzas 
 
 Es un instrumento jurídico y vinculante por medio del cual, se determinan y 
regulan los procedimientos y la forma de ejercer las funciones de determinado órgano 
u organismo. Ejemplo de ello es la Ordenanza de Procedimientos de la CCJ. 
 
  
 
 
 
 
 
3.6.1.4 Derecho Complementario Centroamericano 
 
 La cuarta vertiente de las fuentes del Ordenamiento Jurídico Comunitario es el 
Derecho Complementario, el cual resulta de los acuerdos entre los estados miembros 
del sistema, que actúan dependiendo a su capacidad internacional.  
 
 El Derecho Complementario se encuentra compuesto por todos aquellos 
tratados, convenios o protocolos que los estados miembros suscriben dentro del 
SICA, que crean organismos e instituciones comunitarias, a quienes dotan de 
personalidad jurídica, señalan competencias y atribuciones, como por ejemplo, el 
Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, el Tratado de 
Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las repúblicas de Costa Rica, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.177 
 
Según el doctor Fabio Hércules pineda ex magistrado de la Corte 
Centroamericana de Justicia, el termino instrumento complementario , se aplica a aquellos 
documentos que contengan actuaciones referentes a la negociación y celebración de tratados 
internacionales complementando y perfeccionando ya sea el Protocolo en sí o al SICA y que 
sean jurídicamente obligatorios para las partes. De ahí que el Protocolo o el Sistema será lo 
fundamental y los instrumentos complementarios sus consecuencias o accidentes.178 
 
 Este derecho complementario está conformado por el Derecho Internacional 
Contractual del que nace el Convenio de Estatuto de la Corte Centroamericana de 
Justicia, el Tratado Constitutivo del Parlamento Centroamericano y el Tratado 
General de Integración Económica Centroamericana y los acuerdos del Sistema con 
terceros, como lo ha hecho con diferentes estados y distintos organismos 
internacionales.179 
 
3.6.2 Fuentes No Escritas del Derecho Comunitario Centroamericano 
 
 La cuarta y última vertiente de las fuentes del Ordenamiento Jurídico 
Comunitario son las fuentes no escritas, las cuales no se encuentran plasmadas dentro 
de un texto legal. Es decir, son aquellas pautas para la interpretación y aplicación del 
Derecho Comunitario, entre las cuales podemos señalar las siguientes:180 
 
3.6.2.1 Principios Generales del Derecho Comunitario Centroamericano 
 
 Pueden definirse como guías o directrices que inspiran la aplicación o 
interpretación del derecho siendo de vital importancia en la creación de Derecho 
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Comunitario como fuentes del mismo, ejemplo de ello es su aplicación, por medio de 
las sentencias de la CCJ. 
 
3.6.2.2 La Costumbre Comunitaria Centroamericana 
 
 Es entendida como aquellos actos adoptados en el ejercicio de competencias 
atribuidas por los tratados a los órganos e instituciones del Sistema, ya sea 
implícitamente o explícitamente, pero sin indicar su ejercicio. Es decir, cuando la 
misma es aceptada por la organización estatal o supranacional en su caso y por la 
colectividad, considerando su práctica jurídicamente obligatoria. En la Comunidad 
Centroamericana se puede apreciar la Costumbre Jurídica como fuente de Derecho, 
en aspectos sin normar, siempre y cuando no vayan en contra de la normativa 
establecida por el Derecho Originario ni el Derivado.  
 
 
3.6.2.3 La Doctrina 
 
 La doctrina de la Corte Centroamericana de Justicia tiene enorme importancia 
en el Ordenamiento Jurídico Comunitario Centroamericano, por sus efectos 
vinculantes para todos los estados, órganos y organizaciones que formen parte o 
participen en el SICA y para sujetos de derecho privado. La doctrina es utilizada 
mayormente por la CCJ en la solución de casos y para fundamentar las sentencias de 
la misma, que a su vez crean jurisprudencia.181 
 
3.6.2.4 La Jurisprudencia 
 
 La jurisprudencia se define como el conjunto de sentencias de orientación 
uniforme dictadas por los órganos jurisdiccionales del estado (en el presente caso de 
la Comunidad de Estados), para resolver casos similares. Lo anterior, presupone la 
existencia de un órgano jurisdiccional encargado de resolver los conflictos iniciados a 
causa del Derecho Comunitario y para el SICA, este es la Corte Centroamericana de 
Justicia, siendo el órgano supranacional al cual se ha designado dicha labor. 
 
3.7 Naturaleza Jurídica del Derecho Comunitario Centroamericano 
 Para establecer la verdadera naturaleza jurídica de la Comunidad 
Centroamericana y del Derecho Comunitario Centroamericano no basta un análisis 
jurídico institucional de los tratados, se hace necesario constatar la realidad. Es decir, 
como viene actuando dicha comunidad y cuáles son las consecuencias que han tenido 
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en la formación de un ordenamiento jurídico nuevo como es el Derecho Comunitario 
Centroamericano.182 
 
 Aunque a la Comunidad Centroamericana no se le dota de personalidad 
jurídica, en los artículos 1 y 2 del Protocolo de Tegucigalpa se constituye el SICA, al 
que se si le dota de personalidad jurídica,183 para que actúe en representación de la 
misma ya sea por iniciativa propia o por sus órganos supranacionales que ahí se 
establecen como marco institucional. 
3.8 El Lugar del Ordenamiento Jurídico Comunitario Centroamericano 
 
 Se ha postulado que el Ordenamiento Jurídico Comunitario Centroamericano 
goza en su totalidad de una jerarquía respecto al derecho interno y al mismo derecho 
internacional convencional.184 
 La Corte Centroamericana de Justicia, establece que el Protocolo de 
Tegucigalpa de 1991 es el Tratado Constitutivo Marco de la Integración, y por tanto 
el de mayor jerarquía y base fundamental de cualquier otra normativa 
centroamericana.185 El artículo 35 del mismo es claro al establecer que éste 
prevalecerá sobre cualquier convenio, tratado, protocolo o acuerdo, suscrito entre los 
estados miembros referentes a la materia de la integración centroamericana, sin 
importar que la norma incompatible sea anterior o posterior.  186 
 
 En cuanto a la jerarquía del Derecho Comunitario, con respecto a las 
constituciones de los estados miembros, la Corte Centroamericana de Justicia en su 
jurisprudencia, manifiesta la superioridad jerárquica del primero con respecto a las 
normas constitucionales, considerando que las modificaciones de la Cartas Magnas, 
posteriores a la vigencia de convenios de integración, no tienen ningún efecto, debido 
a que el Derecho Interno no puede prevalecer sobre el Derecho de Comunitario.  
 
 Cabe destacar, que la superioridad Jerárquica del Ordenamiento Jurídico 
Comunitario Centroamericano no se basa únicamente en el carácter internacional de 
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los instrumentos, sino en la naturaleza comunitaria del nuevo orden jurídico que se 
establece.187 
 
3.9 Relación del Derecho Comunitario C.A. y el Derecho Interno 
 Se entiende que los estados miembros de la Comunidad Centroamericana 
forman parte de una Comunidad de Derecho, que anhelan la unificación de 
Centroamericana, de forma gradual y progresiva, conforme a los propósitos y fines de 
su integración. 
 
 De ahí la necesaria armonía ent re el Derecho Comunitario Centroamericano y 
las leyes internas, juntas conforman un sólo cuerpo normativo, que rige a todo el 
Sistema. En términos generales, las leyes internas no pueden tergiversar, modificar ni 
sustituir de manera unilateral disposiciones de los tratados regionales, salvo los casos 
exceptuados, puesto que los estados miembros en el ejercicio de su soberanía ya han 
decidido ejercerla conjuntamente delegando determinadas funciones a los órganos y 
organismos de la integración, en propósitos del bien común. 188 
 
 Al ser parte de la Comunidad, sus miembros están sujetos a la normativa 
jurídica de la misma ya que en principio en los tratados constitutivos de la comunidad 
se expresa el libre consentimiento de dichos estados -como elemento esencial para la 
validez de los mismos- de pertenecer a ella y de igual forma se someten a los 
principios fundamentales de identidad, solidaridad, seguridad jurídica y buena fe. De 
tal manera que cualquier acto unilateral de un estado miembro que vaya en perjuicio 
de los fines y propósitos de la Comunidad ubica a dicho estado en causal de 
incumplimiento de la normativa comunitaria .189 
 
 
3.9.1 Modos de Relación entre Derecho Comunitario C.A. y Derecho Interno 
 
 Entre el Derecho Interno y el Derecho Comunitario Centroamericano no 
existe un modelo único de relación, está depende de la actividad que se esté 
realizando y del órgano supranacional que esté a cargo de la ejecución de la misma. 
De ahí que la doctrina nos presente tres tipos de relación, determinada en función de 
la naturaleza de las competencias atribuidas a cada órgano del sistema. 
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3.9.1.1 Exclusividad Comunitaria 
 
 Corresponde a la hipótesis en la cual las competencias son de carácter 
exclusivo de los órganos supranacionales en determinadas materias, sobre las cuales 
no hay interferencia de los estados de dicha Comunidad, debido a que tales 
competencias son delegadas en su totalidad para desarrollo de los entes 
supranacionales. Ejemplo de ello es en materia de aduanas y aranceles comunitarios, 
de conformidad al Convenio del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano. 
 
 
 
 
3.9.1.2 Reserva de los Estados 
 
 Este modelo de relación entre Derecho Comunitario y Derecho Interno, 
corresponde a la hipótesis en la cual este tipo de competencias son reservadas a los 
estados, por carecer de fines comunitarios y por ser propias para el desarrollo local. 
Aquí no se necesita de intervención de órganos supranacionales, por ende el derecho 
comunitario se abstiene de intervenir, por ejemplo, en el cobro de las tasas 
municipales. 
 
 
 
3.9.1.3 Cooperación 
 
 Esta relación se encuentra constituida por una situación de coordinación y 
cooperación entre los estados y la Comunidad. Esta se produce cuando los dos 
derechos (Comunitario y Nacional) rigen el mismo objeto, pero en dimensiones y con 
propósitos diferentes, de manera que cada uno pueda cumplir su función en el 
conjunto del sistema jurídico. Por ejemplo en materia penal la persecución de 
criminales que se ocultan en la región Centroamericana. 
3.10 Aporía entre Derecho Interno Y Derecho Comunitario CA 
 En el caso de Centroamérica, la aporía surge por el roce entre las relaciones 
del derecho interno y el comunitario, de esta manera podemos afirmar que las teorías 
siguen siendo la monista y dualista, pero en cambio interviene el derecho comunitario 
que aun naciendo del derecho internacional posee características únicas propias de su 
naturaleza. 
 
El derecho Comunitario al nacer de un tratado internacional de integración 
solo puede tomar vida e incorporarse al nacional en la medida en que este se lo 
permita y solo es válido y aplicable interno e internacionalmente obligatorio cuando 
el estado mediante sus mecanismos establecidos  en la carta constitucional decida 
  
 
 
 
 
 
aceptarlos y darles ese valor mediante ratificación, adhesión, aceptación,  etc., de otra 
manera no habría razón en obligar a un estado a cumplir un tratado con el que 
personalmente no se haya ligado voluntariamente.  
 
Así, el derecho comunitario centroamericano, hasta cierto punto  comparte 
este mismo conflicto con el internacional pero solo en su origen,  pues el derecho 
comunitario nace de un proceso que involucra ambos derechos (el interno y el 
internacional), y desemboca en algo completamente nuevo.  
 
La relación entre las disposiciones contenidas en los convenios 
centroamericanos de integración y el derecho interno de cada estado es jerárquica; en 
caso de conflicto, prevalecerán y se aplicarán las primeras,  ante las cuales, los 
estados no pueden oponer normas de derecho interno. No obstante algunos estados 
centroamericanos establece la supremacía de la Constitución, esta postura genera 
conflicto entre el derecho comunitario y el derecho nacional, debate que ha sido 
resuelto tanto por la corte centroamericana de justicia en sus sentencias como por el 
mismo tratado marco de la integración comunitaria:  
 
 
 
 
3.10.1 Corte Centroamericana de Justicia 
 
Los Tribunales que antecedieron  la actual Corte Centroamericana de Justicia, 
ya  había proporcionado soluciones para dirimir este conflicto. En 1917 La Corte de 
Justicia Centroamericana mediante sentencia en juicio promovido por el Gobierno de 
El Salvador contra Nicaragua  por haber este último faltado al derecho comunitario al 
firmar un tratado que se denominó “Bryan-Chamorro” con Estados Unidos, estableció 
que Nicaragua violó el Tratado de Paz y Amistad suscrito por los estados 
centroamericanos en 1907 y por lo tanto obligaba a Nicaragua a restablecer y 
mantener el Estado de Derecho existente hasta ese momento en la comunidad 
centroamericana.  
 
Actualmente, la Corte Centroamericana de Justicia también se ha pronunciado  
en diversas sentencias para dar respuesta a este conflicto, entre estas tenemos: la 
sentencia del veintisiete de noviembre del dos mil uno, en conflicto entre Nicaragua y 
Honduras, la corte definió y determinó que “las relaciones entre las disposiciones 
contenidas en los convenios centroamericanos de integración, en el Derecho Comunitario 
centroamericano y en el Derecho Interno de cada Estado, son jerárquicas, prevaleciendo las 
de los primeros sobre las de este último, en caso de conflicto entre ellas”.  
 
Igualmente, el día cinco de agosto de  mil novecientos noventa y siete, a las 
once y treinta minutos de la mañana, la Corte Centroamericana de Justicia dicto 
sentencia a fin de evacuar consulta relacionada a los problemas de aplicación e 
interpretación del Régimen Arancelario y Aduanero de Centroamérica sentencia en la 
  
 
 
 
 
 
que se determino que “Las modificaciones constitucionales posteriores a la vigencia de 
convenios internacionales  de integración o comunitario  y relacionados con éstos, no pueden 
producir ningún efecto jurídico puesto que las normas de derecho interno no pueden 
prevalecer sobre el Derecho  Internacional, de Integración o Comunitario”. 
  
       En esta misma sentencia se determinó que “las leyes nacionales, no pueden 
tergiversar, modificar, ni sustituir, las disposiciones de los tratados vigentes, reglamentos y 
resoluciones adoptadas conforme derecho por los órganos regionales competentes”. De esta 
manera, la Corte Centroamericana de Justicia resuelve la aporía recociendo la primacía y 
efecto directo del derecho comunitario por sobre el derecho nacional.   
                            
 
                                                                                                                                
3.10.2 Protocolo De Tegucigalpa 
 
El Protocolo de Tegucigalpa de 1991, es un tratado internacional de derecho 
originario, que según la doctrina y la jurisprudencia constituye el Marco Institucional 
de la Integración Regional de Centroamérica y por tanto es el instrumento jurídico de 
mayor jerarquía del sistema y base fundamental de cualquier otra normativa 
centroamericana.190  
 Este protocolo tiene como principal característica la creación de todo un 
sistema con personalidad jurídica y capacidad internacional, para el ejercicio de sus 
competencias y el cumplimiento de sus propósitos. A diferencia del derecho 
internacional que deja al libre albedrío de los estados el carácter que individualmente 
consideren los tratados deberían tener, el protocolo en su artículo 35 en muy claro al 
establecer expresamente que: “… este goza de primacía... y sus instrumentos 
complementarios o derivados... prevalecerán sobre cualquier convenio, acuerdo o 
protocolo suscrito entre los Estados miembros bilateral o multilateralmente sobre la 
materia relacionada con la Integración Centroamericana”. 
 
La integración de bloques regionales no tiene porqué afectar la Soberanía, ya 
que un estado participa internacionalmente precisamente en su carácter de Estado 
Soberano, en condiciones de igualdad con los otros estados soberanos, que han 
decidido delegar determinadas competencias a los órganos y organismos de la 
integración. 191 De hecho, es un ejercicio absoluto de la soberanía, que un estado 
asuma voluntariamente el compromiso de integrarse a una organización multilateral o 
formar parte de un bloque regional, es decir, precisamente por su carácter soberano el 
estado puede asumir compromisos internacionales. 
 
Además el Derecho Comunitario es respetuoso del Derecho Interno soberano de 
los pueblos, al igual que los Estados deberían serlo de la Norma Comunitaria 
emanada en virtud de la transferencia del ejercicio de atributos del poder soberano, de 
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manera que los estados y sus nacionales serán regulados conforme al reparto de 
competencias entre Estado y Comunidad. 
 
Con arreglo a lo anterior, el Derecho Comunitario tiene aplicabilidad directa, 
ya que se incorpora a la legislación nacional, tiene efecto directo, ya que puede ser 
invocado por cualquier sujeto de derecho y aplicado directamente al ciudadano por el 
juez nacional en su calidad de juez comunitario. Para que una disposición comunitaria 
de derecho originario, tenga efectos legales dentro del territorio nacional, basta 
cumplir con el procedimiento establecido en la Constitución para la aprobación y 
ratificación de los tratados.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4. CONCLUSIONES 
 
 
 
 Desde la época precolombina, y mucho antes del dominio español las 
naciones centroamericanas, ya compartían la misma lengua, cultura, religión, raza y 
cosmovisión del mundo entre otros. Hoy día nos unen situaciones o problemas cuyas 
dimensiones demandan la concurrencia de los esfuerzos de todas las hermanas 
repúblicas centroamericanas para resolverlos.  
 
 El Sistema de Integración Centroamericana surge de una Comunidad de 
Derecho integrada por países que han ratificado, adherido o asociado al Protocolo de 
Tegucigalpa, (Tratado Marco Constitutivo del Sistema de Integración 
Centroamericana, SICA).Dicho Protocolo, busca instaurar un ente armónico, 
funcional y articulado como un todo orgánico e indivisible, que les permita a las 
naciones centroamericanas identificarse y proyectarse frente a otros y crear una nueva 
institucionalidad para impulsar el desarrollo gradual, progresivo y mostrar a 
Centroamérica como una región de Paz, Libertad, Democracia y Desarrollo. 
  
El Derecho Comunitario Centroamericano es producto de la voluntad 
soberana de los estados miembros del SICA, y de la actividad de los órganos y 
organismos de este sistema. Este Derecho, se sustenta en un ordenamiento jurídico 
autónomo, emanado de los órganos y organismos creados especialmente para regular 
los aspectos concernientes a la integración regional en sus diferentes ámbitos. En  
  
 
 
 
 
 
favor de estos órganos, e instituciones, se debe empezar a conjugar los esfuerzos de 
los distintos estados, para conferirlos de todos aquellos mecanismos  necesarios para 
que estos cumplan con los objetivos para los que fueron creados. 
 ASPECTOS  CONCLUSIVOS 
  
 
 
 
¡OH Centroamericanos!  
No acabara la esclavitud sí pronto 
No os tomáis de las manos 
Ni avanzáis en unión estrecha y fuerte,  
Poniendo un solo pecho como hermanos, 
A ver si hiere a un pueblo de esa suerte 
El destino que forjan los tiranos 
¡OH si ellos en la empresa, hallan la muerte! 
Francisco Gavidia 
 
TERCER CAPÍTULO: FUNDAMENTOS CONTITUCIONALES DEL DERECHO 
COMUNITARIO CENTROAMERICANO 
 
 
1. INTRODUCCIÒN 
 
A partir del conocimiento del Derecho comunitario, muchos autores se han 
interesado en su estudio, así como en la explicación del fundamento o base que pueda 
dar razón a su existencia. Por lo que en este capítulo, estudiaremos los fundamentos 
constitucionales que propiciaron la existencia de este Derecho en Centroamérica. 
 
Pero antes de ello debió existir de parte de cada uno de los Estados miembros 
una apertura, para la participación en el ámbito internacional y la creación de los 
entes supranacionales, capaces de ayudar al desarrollo de la Integración. Debido a 
esto, se hará un estudio de cada una de las Constituciones de los Estados 
Centroamericanos con el afán de determinar específicamente en la carta magna de 
cada país, la llave que deja abierta la puerta de la integración con otros países, así 
como la posibilidad de crear entes supranacionales. 
 
Por la importancia que representa el Derecho Constitucional en los países del 
área, se tratará acerca de las disposiciones contenidas en las respectivas normas 
fundamentales, cuyo contenido es la facultad atribuida a cada Estado para formar 
parte en el proceso de integración regional. Un punto especial estará consagrado al 
análisis de las teorías suscitadas sobre la base y el reconocimiento de estos 
fundamentos jurídicos, para posteriormente determinar las fuentes que favorecieron el 
surgimiento de este nuevo derecho.  
 
Fundamentalmente, en este capítulo nos dedicaremos al estudio en primer 
lugar de la evolución histórica de las constituciones centroamericanas en el tema de 
integración; hasta llegar al estudio de los preceptos constitucionales vigentes 
actualmente; posteriormente destacaremos el problema de las relaciones existentes 
entre el Derecho Comunitario y el Derecho Interno, tomando en cuenta que ambos 
constituyen órdenes coercitivos, pues en un mismo estado pueden coexistir normas 
jurídicas de Derecho Interno, Derecho Internacional y Derecho Comunitario, relación 
  
 
 
 
 
 
que acarrea algunas dudas e inquietudes de las cuales haremos referencia a 
continuación. 
Cabe señalar que con el presente capítulo no pretendemos resolver la aporía 
entre derecho interno versus derecho comunitario, ni mucho menos establecer cuál de 
estos debería prevalecer sobre el otro, nuestro único objetivo es destacar la presencia 
o no, pese a esta controversia, de fundamentos en las constituciones de los estados 
miembros del Sistema de Integración Centroamericana, para la existencia del derecho 
comunitario en la región. 
 
 
2. GENESIS DE LOS FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DEL DERECHO 
COMUNITARIO CENTROAMERICANO 
2.1 Colonización, Derecho Internacional y Derecho de Integración 
 
En 1648, Europa suscribe los Tratados de Westfalia, se trataban de un 
conjunto de acuerdos que en un principio tuvieron un carácter más político que 
jurídico, y se constituyeron en el punto de partida hacia el establecimiento de un 
nuevo sistema jurídico y político en el ámbito internacional. 
 
Con base en esto, Europa crea todo un sistema jurídico para regular las 
relaciones interestatales, que hoy conocemos con el nombre de “Derecho 
Internacional Clásico”, el cual es impuesto también a los demás estados no europeos, 
a través del dominio colonial. Las relaciones en este período se caracterizaron por 
integrar un esquema de equilibrio de poder, donde las potencias competían entre sí 
limitadas por las estrictas reglas del juego impuestas por este derecho, a partir del 
cual se lanzan a la conquista y colonización extranjera. 
 
Así surge la necesidad por un complejo de normas destinadas a establecer un 
control en las relaciones interestatales, que ya no podían ser desarrolladas basándose 
en la ley del más fuerte que hasta entonces imperaba, carencia que justamente dio 
lugar a que fuéramos conquistados por Inglaterra y España. Se reveló entonces, la 
necesidad del derecho. “ubi societas ibi jus”.192 
 
El 4 de julio de 1776 las colonias inglesas de Norteamérica se independizan y 
se constituyen en los Estados Unidos de América, este movimiento emancipador de 
América, tuvo varias consecuencias internacionales, ya que los países europeos 
tuvieron que tomar partido entre el reconocimiento o desconocimiento de esa 
independencia. 
Así surge el Tratado de Versalles, o Tratado de Paris (1783), en el que se 
reconoce la independencia de los Estados Unidos, quien por su parte consentía en la 
aplicación de las normas del Derecho Internacional Clásico creado por Europa, a fin 
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de apalear la crisis económica surgida de las pérdidas ocasionadas por la paralización 
del comercio entre estos continentes, es en este momento que esta rama del derecho 
deja de ser exclusivamente europea. 
 
El triunfo norteamericano influyó sobremanera en el futuro de las colonias 
españolas, quienes por influencia y solidaridad de antiguos colonos y comunidades en 
1810 iniciaron la lucha por su emancipación. Se forjó así una solidaridad de hecho 
entre las naciones latinoamericanas, y ante el peligro común de la tentativa de 
reimplantación del sistema colonial, nace un anhelo integracionista incluso se pensó 
en una confederación a nivel latinoamericano. 
 
Desde entonces, los pueblos reconocen no poder defender aisladamente su 
soberanía, y la necesidad de unirse no solo bajo una forma de organización interior, 
sino también bajo la de una alianza exterior, tanto para defenderse de los intereses de 
conquistadores extranjeros, como para evitar conflictos similares entre ellos. 
2.2  Independencia de Centroamérica, Constitución e Integración Comunitaria 
En Centroamérica, la aparición de las primeras constituciones estuvo ligada a 
la independencia, la cual propició las condiciones de su formación como naciones, 
pues la proclamación de independencia era el paso previo a la aprobación de una 
Constitución, y era a su vez, la Constitución, la que proclamaba la independencia. 
 
Luego de muchos años de dominio y discriminación, e inspirados en las ideas 
revolucionarias que circulaban en Europa, las colonias americanas comenzaron a 
tomar conciencia de su estado y a despertar ansias de libertad, igualdad y soberanía. 
De esta manera los indígenas empezaron a luchar contra el maltrato y la explotación, 
mientras, los criollos y mestizos contra las políticas de discriminación. Así nace la 
oportunidad de redactar un documento llamado, Instrucciones para la Constitución 
Fundamental de la Monarquía Española y su Gobierno”, que plasmaba las 
conquistas alcanzadas hasta el momento, y cuyo anhelo fundamental era la necesaria 
existencia de una norma constitucional en la región. 193 
 
La Constitución promulgada en Cádiz, vino en el poco tiempo en que estuvo 
en vigencia a reconocer algunos de los derechos por los que clamaba la lucha 
constitucionalista antes planteada, en la que se suprimía las distinciones étnicas entre 
los habitantes de la hasta entonces Nueva España. 
Un planteamiento novedoso y no muy conocido acerca de las condiciones que 
propiciaron la independencia de Centroamérica del poderío español, es presentado 
por el Nicaragüense Chester Zelaya Goodman, quien al relatar los acontecimientos 
que concluyen el 15 de septiembre de 1821, con la emancipación del pueblo 
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http://www.grupoese.com.ni/1999/bn/09/fiestas/etapa4.htm  
  
 
 
 
 
 
centroamericano señala, que la idea de independencia en Centroamérica, abarca un 
periodo de más de cuatro siglos, en el cual se pueden destacar tres etapas: 
 
 La Etapa del Despotismo Ilustrado (1794-1810). Caracterizado por una 
transformación social exportada de pensamientos occidentales que produjeron una 
mentalidad burguesa tendiente a la renovación de la economía, la cuál era apoyada en 
conocimientos meramente científicos, mediante la cual se revalorizaron las fuentes de 
riquezas emprendiendo poderosos cambios en la agricultura, la artesanía, y la cultura 
de nuestros pueblos. 
 
La Etapa Constitucionalista (1810-1820). En la etapa constitucionalista ya era 
clara la necesidad del pueblo de contar con un instrumento rígido de control jurídico, 
que previniera el despotismo de los gobernantes, a la vez que señalara los límites del 
ejercicio de los mismos, en el que se plasmara un límite a los magistrados y se 
precisaran las reglas de lo equitativo, de lo justo, al tiempo que se señalaran los 
deberes y derecho de los ciudadanos, ya el pueblo reconocía la necesidad de un 
sistema económico y político, que resguardara y auxiliara la propiedad, la libertad y 
la seguridad de los ciudadanos; era el clamor del pueblo por una organización social 
que se encaminara a disipar la ignorancia, y a la promoción de la utilidad y el bien 
común. 
 
La Independencia de Centroamérica, como todo proceso histórico, estuvo 
precedida por acontecimientos políticos, económicos, y sociales, acaecidos a lo 
interno de las naciones, pero que igualmente acelero el nacimiento de un sin número 
de ideales y pensamientos desarrollados con base en sentimientos autóctonos de 
libertad y derechos tanto individuales como nacionales e internacionales, que 
condujeron tanto a una necesaria regulación a lo interno por medio de una 
Constitución, como a lo externo por medio del desarrollo de las normas del Derecho 
Internacional Clásico conocidos hasta la época.  
 
La Etapa de Independencia (1820-1823).Momento en que acogiéndose a los 
novedosos principios de libertad consagrados en la Constitución de Cádiz, como lo es  
el de la libertad de imprenta se forman dos periódicos, El Editor Constitucional y el 
Amigo de la Patria en los cuales se discutían temas de interés público tales como la 
libertad y el sistema monárquico, lo cual incentivó en el pueblo los anhelos de 
libertad, justicia e igualdad de los que carecían en aquella época, favoreciendo 
pensamientos de libertad e independencia que concluyeron con la manifestación que 
hizo posible la libertad e independencia de los pueblos centroamericanos. 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
2.3 Evolución Constitucional en materia de la Integración Comunitaria 
Centroamericana 
Toda Constitución Política debe contener los rasgos generales y objetivos 
básicos en los que se sustenta una determinada Nación; partiendo de esta premisa, 
realizaremos un análisis a la evolución Constitucional de los Estados 
centroamericanos en el contexto del Derecho de integración, para establecer cuál ha 
sido la voluntad política constitucional expresa en materia de la integración regional 
de Centroamérica. 
 
Abordar la Historia constitucional centroamericana en materia de integración, 
significa tener en cuenta las disposiciones que expresa o implícitamente éstas señalan, 
respecto al tratamiento y valor jurídico que deba darse a la integración, igualmente 
acarrea la necesidad de tener en cuenta otros agentes, que constituyen los cimientos 
sobre los que yace el estado social de derecho, nos referimos con esto, a la estructura 
organizacional en que reposa la división de poderes, la voluntad política de la 
sociedad sobre la que actúan, y a los principios sobre los que esta relación debería 
descansar. 
 
Aunque en sus inicios, los países centroamericanos contaron con una 
influencia constitucionalista básica y común aportada por los principios de libertad 
reconocidos por la Declaración de Derechos de Virginia de 1776, la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, consagrados en la Constitución 
de Bayona Francia 1808, y la Constitución de Cádiz de 1812, estos se vieron palpable 
en nuestro continente hasta la promulgación de la Constitución de los Estados Unidos 
de América de 1810 y, a pesar de eso, en Centroamérica, el constitucionalismo se 
desarrolló en diferentes tiempos y formas.  
 
Aun cuando, en Guatemala el 16 de septiembre de 1830, el Dr. Francisco 
Barrundia, al momento de entregar la presidencia federal al general Francisco 
Morazán, proclamara: “Ciudadano presidente: El concepto de vuestro gobierno, y la felicidad 
pública, dependen de la respetuosa exactitud con que observareis y sostuviereis la Constitución su 
infracción produce su caída y la de todos vuestros derechos. Ella es la única norma, seguridad y 
ornamento del gobierno”. Quedando plasmado lo que representaba desde entonces un 
verdadero estado constitucional de derecho, en Centroamérica, ha sido largo, arduo y 
dificultoso entre otras cosas, el camino para lograr dotar a nuestras constituciones de 
los instrumentos y mecanismos necesarios para instaurar en Centroamérica un 
verdadero estado derecho.   
 
Por tanto puede destacarse la importancia de conocer los hechos que han 
antecedido el actual proceso de integración, con la finalidad de desarrollar una idea 
de las experiencias anteriores, sirviendo de base para una mejor comprensión del 
sistema y sus proyecciones a futuro. 
De esta manera, la aparición de las primeras constituciones en la región, 
estuvo ligada a la independencia de Centroamérica quien el 15 de septiembre de 
  
 
 
 
 
 
1821, proclamo su feliz independencia, dando así lugar a la primera constitución 
nacida del deseo, voluntad política y uso soberano de sus derechos de los pueblos 
centroamericanos, la Constitución Federal del 22 de noviembre de 1824. 
 
2.3.1 Constituciones Federales 
 
Durante la primera mitad del siglo XIX se produjo la lucha por la independencia  
política de Centroamérica, por obtener la libertad y algunos derechos fundamentales, pero lo 
que no registran los textos de historia es que en ese periodo también se libró una intensa 
batalla contra la instauración de un poder autoritario. Sólo veintiún años después de la 
Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1791, y once de la 
Constitución de los Estados Unidos de 1810, se firmó en Guatemala la primera declaración 
de derechos que precedía al primer Proyecto de Constitución elaborado en el área 
centroamericana.194 
 
El día 15 de septiembre de 1821, se realizó una reunión en la Ciudad de Guatemala 
en donde se llego al acuerdo de declarar la independencia , pero hacerla efectiva requería la 
aprobación del congreso de las provincias, de esta manera, un congreso conformado por las 
cinco provincias del reino de Guatemala se reunió en la Ciudad de Guatemala el 24 de junio 
de 1823 y el 1 de julio se proclamaba que las provincias representadas en esta Asamblea eran 
libres e independientes de la antigua España, de México y de cualquiera otra potencia; y que 
no son ni deben ser patrimonio de persona ni familia alguna. 
 
Nacía de esta forma “Las Provincias Unidas de Centroamérica”, que era un nuevo 
estado compuesto por la unión de las provincias de Nicaragua, Guatemala, Honduras, San 
Salvador y Costa Rica. El congreso del nuevo estado redactó la constitución que se proclamó 
el 22 de noviembre de 1824 y rebautizó al país con el nombre de República Federal 
Centroamericana y las provincias pasaron a ser Estados.  
 
Varios intentos fueron hechos para reunir a las naciones centroamericanas durante el 
siglo XIX, pero ninguno tuvo éxito. El primero de estos intentos se dio en 1842, donde se 
restauró la unión con la Confederación de Centroamérica con la participación de El 
Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua este intento duró hasta 1844. Un segundo 
intento se llevó a cabo en 1852, cuando El Salvador, Honduras y Nicaragua crearon la 
Federación de Centroamérica. Un tercer intento lo desarrollaron Honduras, Nicaragua, y El 
Salvador cuando intentaron crear la Gran República de Centroamérica o República Mayor de 
Centroamérica la cual duró entre 1896 y 1898, Y el último ocurrió entre junio de 1921 y 
enero de 1922 cuando El Salvador, Guatemala y Honduras formaron una segunda 
Federación Centroamericana. 
 
No obstante la  frustración de la Federación Centroamericana, durante su época 
dorada ésta produjo un documento moderno y tan bien concebido, que a nuestra 
consideración es el primer modelo de Constitución Sui Generis para una Comunidad de 
Derecho, y  tres siglos después ha sido retomado por la Unión Europea, pues su proyecto de 
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Constitución tiene una estructura y concepto muy semejante a la que existió entonces en 
Centroamérica. 
 
2.3.1.1 Constitución Política de 1824 
 
Dada en Guatemala el 22 de noviembre de 1824. El constitucionalismo es la primera 
y más importante decisión política que se pudiese atribuir a Cádiz, donde se redactó una 
amplia Constitución con la intención de sustituir todo el andamiaje político y social, 
enmarcándose dentro de la corriente racionalista del poder; y en un sentido programático, 
recogió toda la plataforma liberal en su articulado, constituyéndose para algunos en la 
primera Constitución vigente y eficaz de la Capitanía General de Guatemala. 
 
La Constitución de las Provincias Unidas del Centro de América del 22 de 
noviembre de 1824, en un preponderante preámbulo establecía que los representantes de 
Centroamérica decretaron esta Constitución con el objetivo de afianzar los derechos del 
hombre y del ciudadano sobre los principios inalterables de libertad, igualdad, seguridad y 
propiedad; establecer el orden público y formar una perfecta federación. 195 
 
 En esta Constitución el Título I de La Nación y su Territorio, específicamente en los 
artículos 1 y 3 se establecía que “El pueblo de la República Federal de Centroamérica es 
soberano e independiente y que forman el pueblo de la República todos sus habitantes”. Los 
artículos  6 y 7  de este mismo título  determinaban que  la Federación se componía de cinco 
estados, que eran: Costa Rica, Nicaragua, Honduras, El Salvador y Guatemala y la 
demarcación del territorio de los estados se haría  por una Ley Constitucional con presencia 
de los datos necesarios. 
 
En el artículo  nueve del  Título II  de Gobierno, la Religión y de los Ciudadanos, se 
instituía que la denominación de este régimen era: La Federación de Centroamérica, no 
obstante cada uno de los estados que la componían era libres e independientes en su 
gobierno y administración interior, y les correspondía todo el poder que por la constitución 
no estuviere conferido a las autoridades federales; en este sentido es importante reflexionar 
que desde esta época, sin sospechar se establecieron las primicias de los principios 
fundamentales del Derecho Comunitario, como son el principio de Atribución y de Primacía. 
 
 Podemos observar en el Título IV del Poder Legislativo y sus Atribuciones, que la 
legislatura era clara en los limites que se podía alcanzar ya que tanto el congreso como las 
demás autoridades federales, de conformidad con el arto.64, no podían ejercer otras 
facultades sobre la población donde residían más que las concernientes a mantener el orden y 
tranquilidad pública para efectos de asegurarse en el libre y decoroso ejercicio de sus 
funciones.  
 
Además el Poder Legislativo tenía una función  promotora de la integración, (arto.69 
Inc.1-19),  dentro de sus atribuciones se encontraban la de hacer las leyes que mantuviesen la 
Federación y aquellas en cuya uniformidad tenía un interés directo y conocido cada uno de 
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los Estados, así como arreglar el comercio con las naciones extranjeras y entre los estados de 
la Federación a través de  este mismo mecanismo. 
 
Se facultaba a este mismo Poder, para la creación de medidas o instancias  puntuales 
que contribuían al establecimiento de un sistema jurídico de Derecho Comunitario como era: 
determinar el valor, ley, tipo y peso de la moneda nacional, y el precio de la extranjera; fijar 
uniformemente los pesos y medidas; y decretar penas contra los falsificadores; a si como 
abrir los grandes caminos y canales de comunicación. 
 
En la Sección Única del Título XIII de Disposiciones Generales sobre los Estados 
observamos como los actos legales y jurídicos de un estado eran reconocidos en todos los 
demás (arto.193) y que desde esta época se establecía un sistema propio para la solución de 
conflictos entre los estados, ya que según el arto.194 en caso que algún estado o autoridades 
constituidas reclamen de otro el haber traspasado los límites constitucionales, tomará el 
Senado en primera instancia y el congreso de ser necesario en segunda instancia los informes 
convenientes su decisión será la terminante.  
 
En lo que se refiere a la Formación y Admisión de Nuevos Estados, el  Título XIV 
determinaba que podrían formarse en lo sucesivo nuevos estados y admitirse otros en la 
Federación (arto.196), sin embargo según el arto 197, no se podía formar un nuevo estado en 
el interior de otro y tampoco podía formarse por la unión de dos o más estados, o partes de 
ellos, si no estuvieren en contacto, y sin el consentimiento de las asambleas respectivas.  
 
Recién aprobada esta constitución Federal en  Centroamericana, estalló la Guerra 
Civil que concluyó en 1829, luego en 1830 reventó otra guerra recrudeciéndose de manera 
especial en Guatemala la lucha a muerte entre liberales y conservadores, la cual dejaba al 
descubierto la falta de consistencia de la  unidad Centroamericana, lo que provoco cambios 
en la Constitución de la Federación de 1824. 
 
2.3.1.2 Constitución Política de 1835 con sus reformas 196 
 
Dada en San Salvador el 13 de febrero de 1835, esta Constitución en el Título I 
Sección Primera de La Nación y de su Territorio, conservaba el carácter independiente y 
soberano de la República de Centroamérica (arto.3) y de conformidad con el arto.4 los 
estados estaban obligados a obedecer y respetar la ley, a servir y defender la Patria con las 
armas y a contribuir proporcionalmente para los gastos públicos sin exención ni privilegio 
alguno.  
En este mismo Título la sección II del Territorio, establecía que la Federación se 
componía de cinco estados, que eran los mismos contenidos en la constitución de 1824. 
 
No así el Título XII  de Disposiciones Generales sobre los Estados en la Sección 1 
de la Facultad de los Estados, establecía  (arto.183) que los estados podían constituirse como 
tengan por conveniente, pero de manera que sus instituciones guarden armonía con las de la 
nación.  
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En los artículos 185 y 186 de la Sección 2, de los  Deberes de los Estados, 
encontramos que son las mismas disposiciones que contenían los artículos 193 y 194 de la 
constitución anterior, refiriéndose  a que los actos legales y jurídicos de un estado serán 
reconocidos en todos los demás, lo mismo que la solución de conflictos en caso que algún 
estado reclame que la legislatura de otro estado ha traspasado en daño suyo los límites 
constitucionales. 
 
Lo novedoso en esta sección se encuentra en el artículo 189 que establecía: “Esta 
constitución y las leyes federales que se hagan en virtud de ella; y todos los tratados, hechos 
que se hicieren bajo la autoridad federal, serán la suprema ley de la República, y los jueces, 
en cada uno de los estados, están obligados a determinar por ellas, no obstante cualesquiera 
leyes, decretos órdenes que haya en contrario en cualquiera de los estados”. Estableciéndose 
de este modo la supremacía del derecho de la comunidad y la necesaria armonía y 
colaboración ente ambos sistemas. 
 
Finalmente el Título XIII de la Formación y Admisión de Nuevos Estados mantuvo 
exactamente el mismo criterio que la Constitución de 1824. 
 
2.3.1.3 Constitución Política de la Confederación Centroamericana de 1842197  
 
Dada en Chinandega el 17 de junio de 1842. El Capítulo  I de la Confederación 
establecía en su artículo 1 que los estados de El Salvador, Honduras y Nicaragua, formaban 
una liga denominada: Confederación de Centroamérica, que según el artículo 3 de este 
mismo capítulo, los estados reconocidos en Centroamérica y los que además lo fueren en lo 
sucesivo, serían admitidos como partes en la Confederación, cuando hayan aceptado el 
presente convenio, y todos ellos se garantizan la forma de gobierno popular representativo.  
 
Es sorprendente observar como desde esta época ya se entablaban principios 
indispensable del Derecho Comunitario como son los principios de no intervención y de 
igualdad entre los estados, ya que en el artículo 4 de esta constitución se preceptuaba que los 
estados confederados reconocían el principio de la no intervención en los negocios interiores 
de otros. Se comprometían a no decidir jamás sus cuestiones por las armas; a no admitir 
agregación de pueblos de ajena jurisdicción sin el expreso consentimiento de su soberanía, y 
consideran iguales en representación de derechos a los demás Estados de la antigua Unión, 
cuando se adhieran al presente pacto.  
 
Al igual que las constituciones anteriores se reconocen recíprocamente sus actos 
jurídicos y civiles, (arto.5), algunos de los preceptos innovadores en esta constitución son: 
que el derecho trascendía directamente hasta los ciudadanos ( hoy efecto directo vertical del 
derecho comunitario), ya que según el artículo 6 los habitantes de algunos de los estados 
aliados, tenían acción en cualquiera de los otros para que se les protegiera en el ejercicio de 
los derechos políticos y civiles, que les otorgarán las respectivas constituciones, así como el 
precepto que hoy conocemos como principio de lealtad, pues según el artículo 7 de esta 
constitución, ninguno de los estados declararía la guerra, ni consentiría que pasen tropas por 
su territorio al de otro Estado.  
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En el Capítulo  V de las Atribuciones del Supremo Delegado observamos como se 
pretendía la uniformidad en los sistemas jurídicos de cada estado miembro de la 
confederación, según el artículo 28 el supremo delegado circularía en los estados, por medio 
de sus jefes respectivos, las leyes, ordenanzas, reglamentos y demás disposiciones generales 
que acuerde la mayoría de las legislaturas para su publicación y cuidará de su observancia. 
 
Además tenía una función conciliadora ya que de presentarse indicios de choque 
armado entre estados procuraría evitarlo, y excitaría al Consejo para que al mismo tiempo 
haga los oficios de mediador; y cuando esto no baste, usará de la fuerza de los demás estados 
en el número que sea necesario, siendo a cargo del que resultase culpable los gastos y 
perjuicios que por su causa hayan sufrido los demás estados de la Confederación, 
estableciendo así en este artículo 31 un nuevo sistema de solución de conflictos, 
reconociendo la supremacía del Consejo de la Confederación y estableciendo medios 
coercitivos y por ende sanciones. 
 
Finalmente en el Capítulo X de Disposiciones Generales, se ratificó por las 
legislaturas el pacto de unión, quedando derogados y refundidos en él todos los tratados que 
entre sí o con otros estados han celebrado antes los confederados (arto.76) y de conformidad 
con el artículo  77 quedaron vigentes los reglamentos y leyes federales y coloniales que lo 
eran al disolverse la Federación, en los casos que comprende este pacto y cuanto no se 
oponga a él.  
 
2.3.1.4 Constitución Política de los Estados Unidos Centroamericanos de 1898 198 
 
Dada en la ciudad de Managua el 15 de septiembre de 1898. En el Título I de la 
Nación y de las Bases de Unión de los Estados se establecía  que los estados de Honduras, 
Nicaragua y El Salvador se constituían en República Federal, con el nombre de Estados 
Unidos de Centroamérica (arto.1) y de conformidad al artículo 2 los estados son iguales 
como entidades políticas y conservan su soberanía no delegada en esta Constitución, como 
podemos observar ya desde 1898 la aporía de la soberanía ya había sido tratada al justamente 
establecer que las competencias cedidas a la comunidad son exclusivas para ésta, en las 
materias que les fueron asignadas, por otra parte se traduce que las no cedidas por los 
estados soberanos estos se las han guardado para sí, regulación que vendría a resolver 
nuestra actual aporía si hoy por hoy se retomaran estos mismo principios.  
 
En el  artículo 3 de esta constitución, se encontraban reunidos los compromisos 
adquiridos por los estados al suscribirse a esta República Federal, la mayoría  de esos 
compromisos, son los que hoy se denominan Principios Constitutivos de la Integración 
Comunitaria Centroamericana, Primacía, Identidad, y Supremacía, entre otros. 
 
El Título  II de la Soberanía, Territorio y Forma de Gobierno en su artículo 10 
establecía que los estados de Nicaragua, Honduras y El Salvador conservaban sus límites 
menos en la parte que correspondía al Distrito Federal y además la división general del 
territorio en estados, podría haber otra dentro de los límites de cada uno de éstos para el 
régimen político, administrativo y judicial, ello de conformidad con el artículo once. 
 
                                                 
198 IBIDEM, http://www.cervantesvirtual.com/servlet/SirveObras/01361619779028727533802/index.htm  
  
 
 
 
 
 
El Poder Judicial tenía atribuciones dirigidas al resguardo del sistema federal, el 
artículo 128 inc. 5 establecía que le correspondía: conocer de las controversias que se 
susciten sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes federales y decidir sobre las leyes o 
actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados y sobre las 
leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal.  
 
La Corte Suprema Federal conforme el arto. 129 tenía exclusivamente la facultad de 
decidir las cuestiones que se susciten entre los estados, o entre estos y el Gobierno Federal, 
sobre competencia de facultades, propiedades, límites y demás objetos contenciosos.  
  
De conformidad con el arto.130 los tribunales en sus resoluciones aplicarán de 
preferencia la Constitución a las leyes, y éstas a cualquiera otra disposición. Finalmente esta 
Constitución en el Título XXIV de la Reforma de la Constitución y de Las Leyes 
Constitutivas se acordó en el arto.147 que quedarían vigentes las Constituciones de los 
estados de El Salvador, Honduras y Nicaragua, en cuanto no se opongan a esta constitución.  
Estableciendo de esta manera el principio de Primacía del Derecho Comunitario 
Centroamericano aun por sobre las Constituciones de los Estados partes.  
 
2.3.1.5 Constitución Política de la República de Centroamérica 1921 199 
 
Dada en la ciudad de Tegucigalpa Honduras el 9 de septiembre de 1921.El Título I 
de la Nación en el artículo  1 establecía que los estados de Guatemala, El Salvador y 
Honduras, en unión perpetua e indisoluble, constituyen una Federación Soberana e 
Independiente que se denomina República de Centroamérica. 
 
En esta constitución se llega a una proximidad clara y certera del concepto de 
Comunidad y del principio de identidad ya que en el artículo 2 se instituía que la Nación 
reconocía que, por razones étnicas, geográficas e históricas, también deben integrarla los 
estados de Nicaragua y Costa Rica. Por consiguiente la Federación seguirá considerándolos 
como parte integrante de la familia centroamericana.  
 
El Título  II de los Estados, presentó nuevas primicias de los principios que hoy 
conocemos como Principio de Autonomía y de Primacía, ya que en el artículo 6 se establecía 
que en cuanto no se oponga a la Constitución Federal, cada estado conservará su autonomía 
e independencia para el manejo y dirección de sus negocios interiores, y así mismo todas las 
facultades que las Constituciones y demás leyes de los estados continuarían en vigencia en 
cuanto no contraríen los preceptos de la Constitución Federal, incorporando también el 
principio que hoy conocemos como respeto a la libre determinación, resguardados hoy día 
tanto por la Organización de las Naciones Unidas, La Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados y el mismo Protocolo de Tegucigalpa.  
 
En el artículo 8 se mantenía el precepto que ningún Estado podía intervenir en los 
asuntos interiores de otro y en el arto.11 se planteaba que ninguno de los estados podría 
contratar o emitir empréstitos exteriores sin autorización de una ley del Estado y ratificación 
de una Ley Federal; ni celebrar contratos que puedan de algún modo comprometer su 
soberanía, independencia, o integridad de su territorio.  
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Los estados quedaban obligados a cumplir y hacer que se cumpliera la Constitución 
y las leyes de la República; los decretos y órdenes que el Ejecutivo Nacional expidiere en 
uso de sus facultades, y las decisiones de los Tribunales de la Federación, ello de 
conformidad con el arto. 13 de esta constitución. Los deberes del Poder Ejecutivo y de la 
Corte de Justicia Federal se mantenían prácticamente con las mismas facultades contenidas 
en la Constitución de los estados Centroamericanos de 1898. 
 
Siendo que se había dado una separación de las naciones centroamericanas como 
consecuencia de disputas entre los estados por cuestiones territoriales, esta constitución 
establecía en el artículo 127 que los estados podrían sujetar las controversias al arbitramento 
de la Corte Federal, quien podría conocer de dichas cuestiones en calidad de Árbitro, si los 
Estados interesados las sometieren a su decisión.  
 
En el Título XIII de Disposiciones Generales de esta constitución, prácticamente fue 
dedicado a hacer una invitación al resto de los estados de la región que no se habían 
integrado, en el caso de Costa rica y Nicaragua sin mayores trámites y con facilidades para 
su ingreso.  
 
2.3.2 Constituciones de Honduras 
 
2.3.2.1 Constitución Política del Estado de Honduras de 1825 200 
 
Esta constitución fue aprobada en la ciudad de Comayagua el once de diciembre de 
mil ochocientos veinte y cinco. Esta constitución estableció en el Capítulo I del Estado 
(artos.2 y 3), que Honduras es uno de los federales de la República de Centro América y es 
libre e independiente en su interior administración y gobie rno.  
 
El artículo 9 establecía que este estado “…respeta a las autoridades; contribuyendo 
con proporción a sus facultades para los gastos del Estado y Federación, para sostener la 
independencia, su integridad y seguridad; y tomando las armas para defender la patria, 
cuando fueren llamados por la ley”. Con este artículo Honduras reconocía el respeto y 
asumía su responsabilidad con los órganos y autoridades federales, tanto en el respeto de las 
mismas como en la colaboración y facilitación de los medios necesarios para el correcto 
funcionamiento de la federación. 
 
Desde esta constitución Honduras presentó los comienzos de lo que hoy es un 
principio rector del Derecho Comunitario, Principio de Unidad del Ordenamiento Jurídico ya 
que dentro de las atribuciones de la asamblea (arto.31 inc.1) se encontraban la de dictar las 
leyes del estado en consonancia con las de la federación, de esta manera garantizando la 
orden armonía y coordinación del ordenamiento jurídico en su conjunto. 
 
De igual manera en el Capítulo XIV de la Observancia de la Constitución y Leyes, 
establecía en el artículo 96 que la constitución del estado no podría sufrir alteración en 
aquellos artículos que no tengan una relación inmediata con los de la federación, sino es 
hasta pasados cuatro años de hallarse en práctica. Principio que hoy conocemos como 
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Control Constitucional que la misma hace para garantizar su Supremacía estableciendo 
procedimientos rigurosos, dificultosos y especiales para reformarse, de esta manera 
diferenciándose del resto de normas ordinarias del ordenamiento jurídico nacional. 
 
2.3.2.2 Constitución Política del Estado de Honduras de 1831201  
 
Constitución política que fue aprobada en la ciudad de Comayagua a los 26 días del 
mes de noviembre de 1831.El Capítulo I de esta constitución abordaba lo referente al 
Territorio y Habitantes del Estado, es más amplia y definida, en esta siempre se reconoce la 
supremacía de la Federación, al establecer el artículo 1 que el estado es libre, soberano e 
independiente de toda potencia o Gobierno extranjero, así como también es soberano e 
independiente en su gobierno y administración interior, con sólo las restricciones expresadas 
para todos los estados en la Constitución Federal (Artículo 2) y se mantiene el precepto que 
es uno de los federales de Centro América. 
 
El Capítulo VIII de las Atribuciones de la Asamblea, establecía en el arto.42 que 
dentro de las atribuciones de la Asamblea estaban, reclamar las leyes Federales que 
perjudicaran al estado o no conforme a su soberanía e independencia, se mantiene el 
precepto de consonancia entre las leyes del estado y las federales al igual que el Capítulo 
XIX de la Observancia de la Constitución y leyes se mantiene exactamente igual que la 
constitución anterior. 
 
2.3.2.3 Constitución Política del Estado de Honduras de 1839 202  
 
Aprobada en la Ciudad de Comayagua  el día once de enero de mil ochocientos 
treinta y nueve, constitución que establecía en la Sección I del Estado de Honduras, de sus 
Derechos y Obligaciones que sería uno de los federados de Centroamérica, cuando acuerde 
con los otros estados el pacto que los deban unir (arto. 2) quedando reformada la 
constitución anterior y vigentes las leyes que no tengan oposición con la presente.  
2.3.2.4 Constitución Política del Estado de Honduras de 1848 203 
 
Esta constitución fue aprobada en la casa de Gobierno de la Ciudad de Comayagua, 
el día cinco de  febrero de 1848. Esta constitución establecía en el arto.2 del Capítulo I que el 
estado de Honduras es uno de los Confederados de Centroamérica en virtud de la aceptación 
que libremente ha hecho del pacto de Nacaome.  
 
Podemos observar en esta constitución, que  este estado a pesar del distanciamiento 
con los demás deja una amplia posibilidad de reintegrar la región ya que en el arto.89 del  
Capítulo XIX  establecía que “Ninguno de los artículos podrá reformarse ni adicionarse 
antes de que pasen seis años. Pero si los actos decretados por la dieta de Nacaome se 
aprobasen por los Estados de Nicaragua y el Salvador y que en consecuencia reunida que sea 
la Asamblea Nacional Constituyente decrete la Constitución que haya de regir a la 
Confederación, la legislatura ordinaria convocará una asamblea constituyente para que la 
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acepte, y modifique a la vez, la presente constitución en la parte que únicamente llegue a 
ponerse aquella”.  
 
 
2.3.2.5 Constitución Política del Estado de Honduras de 1865 204 
  
 
Aprobada en la Casa de Gobierno de Comayagua el día 29 de septiembre de 1865. El  
Capítulo I de la República y su soberanía, custodia los mismos preceptos que la anterior 
constitución, lo único que agrega en el artículo 1 que el pueblo hondureño se constituía en 
República.  
 
El Capítulo XXII de las reformas de la Constitución establecía en el artículo 111 que  
esta constitución no obstaba para que concurriera Honduras a la formación de un Gobierno 
Nacional con las otras Secciones de Centro América; o a la de un pacto federativo, si aquél 
no pudiese tener efecto. La adopción del nuevo régimen o pacto que se celebre, será 
ratificada con dos tercios de votos de los Diputados al Congreso; y este hecho se tendrá 
como reformada esta Constitución. 
 
2.3.2.6 Constitución Política del Estado de Honduras de 1873 205 
 
 
Constitución que fue celebrada en la ciudad de Comayagua el día veintitrés de 
Diciembre del año mil ochocientos setenta y tres y aprobada el veinticinco de diciembre de 
ese mismo año. 
  
En esta Constitución se observa que el estado de Honduras todavía mantenía 
disposiciones que  determinan la existencia de la Comunidad Centroamericana ya que el 
Capítulo IX del Poder Ejecutivo establecía en el arto.32 que para ser Presidente se requería 
entre otros requisitos ser natural de Centro América. 
 
2.3.2.7 Constitución Política del Estado de Honduras de 1880 206 
 
Esta constitución a diferencia de las anteriores fue celebrada y aprobada en la ciudad 
de Tegucigalpa el día uno de noviembre del año de 1880. 
 
Los principios, derechos y garantías fundamentales establecidos en el capítulo 
primero determinaban en el arto.1 que Honduras se consideraba una sección disgregada de la 
República de Centroamérica. En consecuencia, reconoce como su principal deber y su más 
urgente necesidad, volver a la unión con las demás secciones de la República disuelta. Para 
alcanzar este capital objeto, no obsta la presente constitución, que puede ser reformada o 
convenciones que tiendan a dar, o tengan por resultado la reconstrucción nacional de 
Centroamérica. 
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Dada en el Salón de Sesiones de la Ciudad de Tegucigalpa, a los catorce días del 
mes de octubre de 1894.  
 
El Título  I de la Nación en el artículo 1, mantenía los mismos preceptos que la 
constitución anterior y manifestaba expresamente el deseo de la unión centroamericana de 
manera que facultó al poder legislativo para que ratificara definitivamente los tratados que 
tendían a realizarla con uno o más Estados de la antigua Federación. A sí mismo el Título IV 
de los ciudadanos, determinaba en el arto.22 inc.7 que las Repúblicas de Centro América no 
se consideran como naciones extranjeras.  
 
2.3.2.9 Constitución Política del Estado de Honduras de 1904 208 
 
 
Dada en Tegucigalpa en el Salón de Sesiones de la Asamblea Nacional 
Constituyente, a los dos días de septiembre de mil novecientos cuatro, mediante el Decreto 
número 60 se mantuvo en el Título I las declaraciones y principios de la República de 
Honduras que se establecían en la constitución de 1880 y 1904. 
 
Este Título también conserva en el arto. 7 Inc.2 el precepto de nacionalidad 
centroamericana, al determinar que eran hondureños naturales los hijos de las otras 
Repúblicas de Centro América, por el hecho de hallarse en cualquier punto del territorio de 
Honduras, a no ser que ante la autoridad correspondiente manifiesten el propósito de 
conservar su nacionalidad de origen. 
 
Las Disposiciones Complementarias, esta vez contenidas en el Título XVII, arto.144 
de igual manera conservan el criterio de que ésta sea reformada en caso que se requiera para 
concretizar el anhelo de unión entre las naciones Centroamericanas. 
 
2.3.2.10 Constitución Política del Estado de Honduras de 1908 209 
 
Dado en Tegucigalpa, a los ocho días del mes de febrero de mil novecientos ocho, 
época en que se vivían conflictos en la región, relacionados a golpes de estados entre otros, 
Honduras dicta el Decreto número 3 que en nombre de la Asamblea Nacional consideraba 
que la Constitución Política decretada el 14 de Octubre de 1894, fue traidoramente suprimida 
el 8 de febrero de 1904, que el sentimiento nacional, herido por esos hechos, comenzó desde 
entonces a sublevarse, extendiéndose a toda la República, hasta originar la Revolución que 
se llama «Restauradora», por que trajo por único programa la Constitución de 1894; la cual 
contiene los principios más avanzados del Derecho Público, y garantiza amplia y 
eficazmente las libertades y derechos del pueblo hondureño, por lo que se decreto en el 
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2.3.2.8 Constitución Política del Estado de Honduras de 1894 207 
  
 
 
 
 
 
artículo 1: “ Declárese vigente, desde esta fecha, la Constitución emitida el 14 de Octubre de 
1894”.  
 
2.3.2.11 Constitución Política del Estado de Honduras de 1924 210 
 
Dada en Tegucigalpa, en el Salón de Sesiones de la Asamblea Nacional 
Constituyente, a los diez días del mes de septiembre de mil novecientos veinticuatro. 
 
En esta constitución el  Título I de la nación en su artículo 1, vuelve a retomar las 
intenciones de unir la República disuelta, nuevamente establecía que “Honduras es un 
Estado disgregado de la República de Centro América. En consecuencia, reconoce como su 
principal deber y su más ingente necesidad, volver a la unión con las demás secciones de la 
República disuelta. A este efecto, queda facultado el Poder Legislativo para ratificar 
definidamente los trabajos que tiendan a realizarla con uno o más Estados de la Antigua 
Federación”.  
 
 
2.3.2.12 Constitución Política del Estado de Honduras de 1936 211 
 
Dado en Tegucigalpa, en el Salón de Sesiones de la Asamblea Nacional 
Constituyente, a los veintiocho días del mes de marzo de mil novecientos treinta y seis 
mediante Decreto número 3 la Asamblea Nacional Constituyente.  
 
El Título I en el Capítulo Único de la nación, determina un cambio en lo 
concerniente a la disposición de la unión Centroamericana, pues el arto.1 establecía : 
Honduras es nación libre, soberana e independiente. La intromisión de un gobierno extraño 
en sus asuntos interiores es un atentado a su Soberanía.  
El arto 5 manifestaba que ninguna autoridad puede celebrar pactos, tratados o 
convenios que comprometan la Soberanía e Independencia de la República. En cualquier 
tiempo podrá deducirse la responsabilidad consiguiente a quienes los hayan celebrado o 
hayan contribuido a su ejecución.  
 
No obstante a este cambio, se encontraban en esta constitución disposiciones que 
aún conservaban un acercamiento entre las naciones, el arto.88 del Título IV de la forma de 
Gobierno en el capítulo manifestaba que las disposiciones de esta Constitución no obstan 
para los tratados que puedan celebrarse con una o más secciones de la Antigua República de 
Centro América con el fin de volver a la unión. 
 
2.3.2.13 Constitución Política del Estado de Honduras 1957 212 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo, en Tegucigalpa, Capital de la 
República de Honduras, a los diecinueve días del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, Decreto 21. 
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En el Título I de El Estado y su Forma de Gobierno establecía en el Capítulo único, 
artículo 7 que determinaba que ninguna autoridad puede celebrar pactos, tratados o 
convenciones u otorgar concesiones que comprometan la Soberanía e independencia de la 
República. Quien lo haga será juzgado por traición a la Patria. Honduras es un estado 
disgregado de la República de Centro América, en consecuencia según el artículo 10, 
reconoce como una necesidad primordial volver a la unión con uno o más estados de la 
antigua Federación, de igual manera se facultaba al poder Legislativo para ratificar los 
tratados que hagan ese anhelo posible .  
 
Los preceptos referidos a la  Nacionalidad y ciudadanía se mantienen exactamente 
igual a la anterior constitución, se consideran como hondureños naturales, los originarios de 
las otras Repúblicas de Centro América. 
 
2.3.2.14 Constitución Política del Estado de Honduras de 1965 213 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo, en Tegucigalpa, capital de la 
República de Honduras, a los tres días del mes de junio de mil novecientos sesenta y cinco, 
Decreto número 20. 
 
El  Título I en el Capítulo  Único de El Estado y su Forma de Gobierno se mantiene 
igual que las anteriores en lo referente a soberanía, independencia, a los principios de 
libertad y justicia de Honduras (arto.1) de igual manera en lo que se refiere a la celebración 
de pactos, tratados en su forma de aprobación (arto.6), así mismo Honduras conserva el 
criterio que es un estado disgregado de la República Federal de Centro América y reconoce 
como una necesidad primordial volver a la unión  de la región, lo novedoso en este título  se 
encuentra comprendido en el artículo 10 que establecía que Honduras hace suyos los 
principios y prácticas del Derecho Internacional que propendan a la solidaridad humana, al 
respeto de la soberanía de los pueblos y al afianzamiento de la paz y la democracia 
universales.  
 
El Título II, en el capítulo Primero mantiene exactamente igual lo referente a la 
ciudadanía de los Hondureños (arto.16), no así el Título VI sobre la Inconstitucionalidad y 
revisión que establece en el arto. 260 que el Estado ordenará sus relaciones económicas 
externas sobre las bases de la cooperación internacional, la in tegración económica 
centroamericana y el respeto a los tratados y convenios que suscriba, en lo que no se 
opongan al interés nacional. 
 
2.3.2.15 Constitución Política del Estado de Honduras de 1982 214 
 
La actual constitución del estado de Honduras fue aprobada el día once de enero de 
mil novecientos ochenta y dos, mediante el Decreto 131 y reformada mediante el decreto 
número 2 del año de mil novecientos noventa y nueve y manifiesta en su preámbulo que, 
“con nuestra fe puesta en la restauración de la unión centroamericana e interpretando 
fielmente las aspiraciones del pueblo que nos confirió su mandato, decretamos y 
sancionamos la presente Constitución…” 
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El Título I del Estado en el arto. 12 del Capítulo II del Territorio establece que la 
presente declaración de soberanía no desconoce legítimos derechos similares de otros 
estados sobre la base de reciprocidad ni afecta los derechos de libre navegación de todas las 
naciones conforme al derecho internacional ni el cumplimiento de los tratados o 
convenciones ratificados por la República. El dominio del estado es inalienable e 
imprescriptible según la reforma de 1999. 215 
 
En el Capítulo III, artículo 15 Honduras hace suyos los principios y prácticas del 
derecho internacional que propenden a la solidaridad humana, al respecto de la 
autodeterminación de los pueblos, a la no intervención y al afianzamiento de la paz y la 
democracia universales. De conformidad con el artículo 17 cuando un tratado internacional 
afecte una disposición constitucional, debe ser aprobado por el mismo procedimiento que 
rige la reforma de la Constitución antes de ser ratificado por el Poder Ejecutivo y de 
conformidad con el arto.18 en caso de conflicto entre el tratado o convención y la Ley 
prevalecerá el primero. 
 
El Capítulo VI del Poder Ejecutivo, en el arto.245 Inc.13 y 34 establece que el 
Presidente de la República tiene la administración general del estado, siendo sus 
atribuciones: Celebrar tratados y convenios, ratificar, previa aprobación del Congreso 
Nacional, los Tratados Internacionales de carácter político, militar, los relativos al territorio 
nacional, soberanía y concesiones, los que impliquen obligaciones financieras para la 
Hacienda Pública o los que requieran modificación o derogación de alguna disposición 
constitucional o legal y los que necesiten medidas legislativas para su ejecución, así como 
para dirigir y apoyar la política de Integración Económica y Social, tanto nacional como 
internacional, tendente al mejoramiento de las condiciones de vida del pueblo hondureño.  
 
2.3.3 Constituciones de El Salvador 
 
2.3.3.1 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1824 216 
 
 
Dado en San Salvador a los doce días del mes Junio del año 1824, en el Capítulo I, 
se establecía que el estado es y sería siempre libre e independiente de España y de México y 
de cualquiera otra potencia o gobierno extranjero (arto1), será uno de los Estados Federados 
de la República del Centro de América (arto.2), no obstante de conformidad con el arto.3 es 
un estado libre, soberano e independiente en su interior administración y gobierno. 
 
El Estado se denominará Estado de El Salvador (arto.7); en el artículo 8 del Capítulo 
II se establecía que todos los salvadoreños son hombres libres, y son igualmente ciudadanos 
en éste y los otros estados de la Federación; y conformidad con el artículo 10 del capítulo III, 
la felicidad de está en la Federación, que es su principal objetivo. 
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2.3.3.2 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1841 217 
 
 
Dado en  San Salvador a los dieciocho días del mes de febrero de 1841. El Título 16 
de Declaración de los derechos, deberes y garantías del pueblo y de los salvadoreños en 
particular establecía en el arto.95 que El Salvador contribuiría con todas sus capacidades y 
esfuerzos a la reorganización de la República de Centroamérica. La Constitución o pacto que 
se dicte en su consecuencia por la Convención Nacional, por una Asamblea o Congreso 
Constituyente o por cualquiera otra autoridad legítima que emane del pueblo o de los estados 
en capacidad de tales, formará parte de la de El Salvador para ser religiosamente cumplida y 
ejecutada después de obtener la ratificación de su Poder Legislativo.  
 
2.3.3.3 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1864 218 
 
 
Dada en San Salvador, a los diecinueve días del mes de marzo del año mil 
ochocientos sesenta y cuatro. El Título 1 de la Soberanía establecía en el arto.1 que la 
República de El Salvador, es soberana, libre e independiente y le corresponde el derecho 
esencial y exclusivo de gobernarse a sí misma, constituirse de nuevo o reformar su 
Constitución política cuando convenga a su bienestar, no obstante en el arto.103 mantenía 
literalmente la posibilidad de concurrir a la organización de un Gobierno Nacional 
Centroamericano. 
 
 
2.3.3.4 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1871 219 
 
 
Dado en el Palacio Nacional de San Salvador, a los dieciséis días del mes de octubre 
del año mil ochocientos setenta y uno. El Título XX de Revisión y reforma de la 
Constitución y otras disposiciones establecía en el artículo 129 conservaba igual a la anterior 
constitución lo referido a la capacidad de concurrir con todos o con algunos de los estados de 
Centroamérica a la organización de un Gobierno nacional. 
 
2.3.3.5 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1872 220 
 
 
Dado en el Palacio Nacional de San Salvador a los nueve días del mes de noviembre 
del año mil ochocientos setenta y dos. Esta constitución establecía en el arto. 135 que con el 
objeto de facilitar la Unión Centroamericana, se acuerda la completa igualdad de derechos 
polít icos para los hijos de las otras Repúblicas, siempre que en sus respectivas constituciones 
se establezca la reciprocidad y el Arto. 136 conservaba literalmente la disposición referida a 
la organización de un Gobierno Federal. 
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2.3.3.6 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1880 221 
 
 
Dado en el Palacio Nacional de San Salvador a los dieciséis días del mes de febrero 
de mil ochocientos ochenta. En esta constitución el concepto de soberanía sufrió un ajuste 
restrictivo para la confederación al establecer en el arto. 1 de la Sección 1, que la nación 
salvadoreña es soberana, libre e independiente. La soberanía reside esencialmente en la 
Nación y será ejercida en la forma que prescribe esta Constitución.  
 
2.3.3.7 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1883 222 
 
Dada en el Palacio Nacional de San Salvador, a los cuatro días del mes de diciembre 
de mil ochocientos ochenta y tres, el Título primero en el arto.1 conserva literalmente los 
conceptos de nación y soberanía al igual que la constitución de 1880, no obstante en el arto.2 
agrega que El Salvador se considera como una sección disgregada de la patria 
centroamericana, y está dispuesto a concurrir con todas o con algunas de las Repúblicas en 
que se halla dividida, a la organización de un Gobierno Nacional, cuando las circunstancias 
se lo permitan y convenga así a sus intereses, lo mismo que a formar parte de la gran 
Confederación Latinoamericana. 
 
 2.3.3.8 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1886 223                               
 
Dada en el Palacio Nacional de San Salvador, a los trece días del mes de agosto de 
mil ochocientos ochenta y seis, decretada, sancionada y proclamada por el congreso nacional 
constituyente. El Título XV de las Disposiciones generales, arto. 151 se retomaba la 
posibilidad de la Organización Nacional de Centroamérica igual al arto 136 de la 
constitución de 1871. 
 
2.3.3.9 Constitución Política del Estado de El Salvador de1939 224 
 
Dada en el Salón de Sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente a los veinte 
días del mes de enero de mil novecientos treinta y nueve. EL Título I de la nación y forma de 
gobierno, establecía en el artículo 1 que El Salvador es una nación libre, soberana e 
independiente, aspira a formar, con las demás naciones del Continente, una democracia 
solidaria en América. En el artículo 6 se resguardan las intensiones expresas de El Salvador 
para retomar la unión de Centroamérica con la misma disposición establecida en el arto. 151 
de la pasada constitución. 
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En mil novecientos cuarenta y cinco se reformó a la constitución de 1886 mediante 
enmiendas introducidas por la Honorable Asamblea Nacional Constituyente por Decreto 
Numero 251 de fecha 29 de noviembre de 1945 las cuales no afectan en ningún aspecto lo 
establecido por la constitución de 1886 en lo se refiere al Derecho Comunitario 
Centroamericano. 
 
2.3.3.11 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1950 226 
 
Dada en el Palacio Nacional de San Salvador, a los siete días del mes de septiembre 
de mil novecientos cincuenta.  
 
En el artículo 8 se establecía que ninguno de los Poderes constituidos podrá celebrar 
o aprobar tratados o convenciones en que de alguna manera se altere la forma de gobierno 
establecida, o se menoscabe la integridad del territorio o la soberanía del Estado. No obstante 
a lo previsto en el artículo anterior, siempre se dejó una puerta abierta a la posibilidad de la 
reintegración al establecer en el artículo 9 que siendo El Salvador una parte de la nación 
Centroamericana, está obligado a propiciar la reconstrucción total o parcial de la República 
de Centroamérica. El Poder Ejecutivo, con aprobación del Legislativo, podrá realizarla en 
forma federal o unitaria, sin necesidad de autorización o ratificación de una Asamblea 
Constituyente siempre que se respeten los principios Republicanos y democráticos en el 
nuevo estado, y que se garanticen plenamente los derechos esenciales de los individuos y de 
las asociaciones.  
 
2.3.3.12 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1962 227 
 
 
Dado en el Salón de Sesiones de la Asamblea Constituyente; Palacio Nacional de 
San Salvador, a los ocho días del mes de enero de mil novecientos sesenta y dos. Esta 
constitución no surte cambios en lo referente a las disposiciones que promueven la 
integración centroamericana  ya que lo dispuesto sobre el estado y forma de gobierno, de la 
nacionalidad de los salvadoreños, de las atribuciones de los poderes públicos (Poder 
Legislativo y Ejecutivo) y finalmente de la cultura y alcances de la constitución se conservan 
exactamente igual a lo establecido en la derogada constitución de 1950.  
 
2.3.3.13 Constitución Política del Estado de El Salvador de1982  228 
 
Celebrada el día veintiséis de abril de 1982 adoptada por Decreto Constituyente Nº 3 
publicado en el Diario Oficial Nº 75, Tomo 275, de la misma fecha. El Título III del estado, 
su forma de Gobierno y sistema político, se retoman conceptos de las derogadas 
constituciones, no obstante, observamos que en esta constitución la integración 
Centroamérica toma un auge en El Salvador pues instituye diversas y expresas disposiciones 
que así lo demuestran. 
 
El artículo 89 establecía que El Salvador alentaría y promovería la integración 
humana, económica, social y cultural con las repúblicas americanas y especialmente con las 
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de centroamericana. La integración podría; efectuarse mediante tratados o convenios con las 
repúblicas interesadas, los cuales podrán contemplar la creación de organismo con funciones 
supranacionales. También propiciará la reconstrucción total o parcial de la República de 
Centro América, en forma unitaria, federal o confederada, con plena garantía de respeto a los 
principios democráticos y Republicanos y de los derechos individuales y sociales de sus 
habitantes. El proyecto y bases de la unión se someterán a consulta popular.  
 
Un aspecto importante e innovador en esta constitución lo encontramos en la sección 
tercera de los Tratados, donde El Salvador instituye lo que hoy conocemos en el Derecho 
Comunitario como Principio de Primacía, al establecer en el arto.144 “Los tratados 
internacionales celebrados por El Salvador con otros estados o con organismos 
internacionales, constituyen leyes de la República al entrar en vigencia, conforme a las 
disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución. La ley no podrá modificar o derogar 
lo acordado en un tratado vigente para El Salvador. En caso de conflicto entre el tratado y la 
ley, prevalecerá el tratado”.  
 
 
 
2.3.3.14 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1983 229 
 
Dado en el Salón de Sesiones de la Asamblea Constituyente, Palacio Legislativo de 
San Salvador, mediante Decreto 38 del día quince del mes de diciembre de mil novecientos 
ochenta y tres. Constitución actualmente vigente que en la sección tercera de educación, 
ciencia y cultura establece en el arto.55 Inc.6  que la educación tiene como fin propiciar la 
unidad del pueblo centroamericano. 
 
El Título III en el arto 83, determina que El Salvador es un Estado soberano. Se 
encuentra expresamente la voluntad de reconstruir lo que fue la República centroamericana y 
aún más trascendental es que este estado reconoce al Derecho Comunitario Centroamericano 
y la supremacía de este sobre el nacional, al determinar en el artículo 89 que: 
 
“El Salvador alentará y promoverá la integración humana, económica, social y 
cultural con las repúblicas americanas y especialmente con las del istmo centroamericano. 
La integración podrá efectuarse mediante tratados o convenios con las repúblicas 
interesadas, los cuales podrán contemplar la creación de organismos con funciones 
supranacionales. También propiciará la reconstrucción total o parcial de la República de 
Centroamérica, en forma unitaria, federal o confederada, con plena garantía de respeto a los 
principios democráticos y Republicanos y de los derechos individuales y sociales de sus 
habitantes. El proyecto y bases de la unión se someterán a consulta popular”.  
 
Es de suma importancia lo que establece la Sección Tercera, arto.144 de la actual 
constitución de El Salvador pues determina que los tratados internacionales celebrados por 
El Salvador con otros estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la 
República al entrar en vigencia , la ley no podrá modificar o derogar lo acordado en un 
tratado vigente para El Salvador y en caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalecerá 
el tratado.  
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2.3.4 Constituciones de Nicaragua 
 
Hasta fines del siglo XVIII, el actual territorio Nicaragüense estaba dividido en una 
gobernación (Nicaragua, con capital en León) y varios corregimientos. En 1787, los 
corregimientos fueron suprimidos y anexados a Nicaragua, que se convirtió en una 
Intendencia del reino de Guatemala. 
 
Los acontecimientos independentistas de México, en concreto la puesta en marcha 
del plan de Iguala provocaban mucha agitación en las provincias que habían pertenecido al 
reino de Guatemala y que en el marco de la Constitución de Cádiz ya había dejado de ser una 
sola unidad política: Chiapas, Guatemala (con El Salvador), Comayagua (Honduras), y la 
Provincia de Nicaragua y Costa Rica. 
 
 
2.3.4.1 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1826 230 
 
Esta constitución establecía en el Título Primero del Estado, Territorio, Derechos y 
Deberes que se conservaría la denominación de Estado de Nicaragua; compuesto por todos 
sus habitantes y era parte de la Federación de Centroamérica. Su soberanía e independencia 
se limitaban a las restricciones establecidas a cada uno de los estados en la Constitución 
Federal de la República según artos 4 y 12 del Título II.  
 
De igual manera el Estado quedaba obligado en base al artículo 16 a observar el 
Pacto Federativo celebrado con los demás Estados de la Unión referidos a los gastos 
proporcionales de la Administración Federal y a la defensa de la República. En lo que se 
refiere a la nacionalidad y los ciudadanos el capítulo único del Título II, arto. 19 reconocía 
como naturales de los estados a los nacidos en cualquier país miembro de la Federación.  
 
2.3.4.2 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1838 231 
 
La historia registra conflictos ideológicos e intereses políticos entre granadinos y 
leoneses que no dejaron de combatir incluso cuando el país se adhirió a la federación y se 
proclamó la independencia. Todavía para 1838 no terminaban las luchas entre conservadores 
y liberales que propiciaron el 3 de Mayo de 1838 la separación de Nicaragua con el pacto 
federal. Sin embargo el 12 de noviembre de ese mismo año se redactó la primera 
Constitución de Nicaragua que decretaba lo siguiente: 
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El Capítulo primero del Estado y su territorio en el artículo 1 indicaba que el 
estado conservaría su denominación Estado de Nicaragua; se compone de todos sus 
habitantes y pertenecerá por medio de un pacto a la Federación de Centroamérica. 
 
2.3.4.3 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1842 
232 
 
El Poder Ejecutivo le  correspondía a un supremo director que ostentaría el cargo por 
dos años. De ahí que en los 15 años siguientes (1838-1853) se registra la historia de 
Nicaragua como el período del “Directorio”, el que estuvo marcado por invasiones de tropas 
salvadoreñas y hondureñas (1844-1845) comandadas por el dictador salvadoreño Francisco 
Malespín, quien saqueó la ciudad de León. No obstante en medio de estas circunstancias 
Nicaragua participó en la celebración de la Constitución Política de la Confederación 
Centroamericana, la cual ya fue analizada en el correspondiente estudio de las constituciones 
federales, (véase Pág.87).  
 
2.3.4.4 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1854 233 
 
Nicaragua se constituyó en República y se instituyó la  presidencia por un período de 
cuatro años, el primer presidente fue Fruto Chamorro, quien asumió el cargo en 1854. En 
este contexto estalló una nueva guerra civil entre legitimistas (conservadores) y 
democráticos (liberales) que impidió por algunos días la entrada en vigencia de la nueva 
constitución formalmente aprobada en la ciudad de Managua el 30 de abril de 1854. 
 
El Capítulo I de la República y de su territorio en el arto 1 manifestaba que la 
República de Nicaragua se compone de todos los nicaragüenses: es libre, soberana e 
independiente y según el artículo 2 la soberanía reside esencialmente en el pueblo; ninguna 
fracción de él, ni individuo alguno puede arrogarse en sus funciones.  
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Nicaragua tuvo una convulsiva vida política durante la primera mitad del siglo XIX 
que culmino con la trágica intervención de William Walker y sus filibusteros, quienes fueron 
derrotados en una batalla en la que participaron ciudadanos de todos los países 
centroamericanos. 
 
La constitución que rigió al estado de Nicaragua en esa época fue la emitida en la 
ciudad de Managua el día diecinueve de agosto de 1958 que establecía en El Capítulo I de la 
República en el artículo 1 que la República de Nicaragua es la que antiguamente se denominó 
Provincia, y después de la independencia, Estado de Nicaragua y de conformidad con el 
arto.2 la República es soberana, libre e independiente. El Capítulo XXIV determinaba en el 
arto.104 que la presente Constitución no obsta para que concurra Nicaragua a la formación de 
un Gobierno nacional con las otras secciones de Centroamérica, o a la de un pacto federativo, 
si aquél no pudiese tener efecto. 
 
2.3.4.6 Constitución Política del Estado de Nicaragua de1893 235 
 
 Esta constitución fue aprobada en Managua el diez de diciembre de 1893, la cual 
establecía en el artículo 1 que Nicaragua es una sección disgregada de la República de 
Centroamérica y continuaba expresando literalmente lo mismo que el arto.104 de la anterior 
constitución. 
 
2.3.4.7 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1898 236 
 
Conocida como la Constitución política de los Estados Unidos de Centroamérica 
aprobada en la ciudad de Managua, estado de Nicaragua, a los 27 día s del mes de agosto del 
año de 1898, en la que participaron Honduras, Nicaragua y El Salvador y se constituyeron en 
República Federal, con el nombre de Estados Unidos de Centroamérica, ya abordada en lo 
que corresponde al estudio de las constituciones centroamericanas federales del presente 
trabajo (véase Pág.88). 
 
2.3.4.8 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1905 237 
 
Dada en el salón de sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente, en Managua, a 
los 30 días del mes de marzo de 1905 en el Título I prácticamente se conservan los 
conceptos de nación y se reconoce como una necesidad primordial, volver a la unión de las 
demás secciones de la República disuelta.  
 
2.3.4.9 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1911 238 
 
Esta constitución fue aprobada el día diez de noviembre de 1911 en la que se 
establecía en el Título I de la nación que Nicaragua es nación libre, soberana e independiente 
y no hace mención especial en relación a la Integración de Centroamérica.  
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2.3.4.10 Constitución Política del Estado de Nicaragua 1939 239 
 
Dado en el salón de sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente, en Managua, 
Distrito Nacional, a los veintidós días del mes de marzo de mil novecientos treinta y nueve. 
Esta Constitución establecía que el Estado que Nicaragua es un país unitario, el arto.1 de esta 
constitución deja abierta la posibilidad unionista entre los estados centroamericanos, aunque 
en el mismo artículo 4 aclara que el territorio y la soberanía son indivisibles e inalienables, 
lo que no impide la firma de tratados que tengan por objeto la construcción del Canal 
Interoceánico, obra de la que se viene hablando desde 1905.  
 
El  Título XIV en el arto. 345 del capítulo, establecía la Constitución como ley 
suprema de la República, por lo que no tendrían valor alguno; leyes, decretos, reglamentos, 
órdenes, disposiciones, pactos o tratados públicos que se opusieren a ella, o alteraren de 
cualquier modo sus prescripciones. 
 
2.3.4.11 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1948 240 
 
Dado en el salón de sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente, en Managua, 
Distrito Nacional, a los veintiún días del mes de enero de mil novecientos cuarenta y ocho. 
En lo referente a las Bases del Estado, el arto. 1 agrega al concepto de que Nicaragua es un 
Estado unitario, libre, soberano e independiente, y en el caso del territorio y la soberanía  se 
determinaban las mismas disposiciones que la anterior constitución y de igual manera dejan 
abierta la posibilidad de tratados unionistas con miras a integrar al gobierno centroamericano 
para el uso del suelo, aire, estratosfera o las aguas territoriales. En lo referente a la 
supremacía constitucional se conserva igual a la anterior constitución. 
 
2.3.4.12 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1950 241 
 
Dado en el salón de sesiones de la Asamblea Constituyente, en Managua, Distrito 
Nacional, el día uno de noviembre de mil novecientos cincuenta. Esta constitución conserva 
la disposición de soberanía e independencia del estado, la posibilidad de la unión 
centroamericana, la defensa del proyecto de un Canal Interoceánico y se reafirma la 
supremacía constitucional sobre leyes, decretos o cualquier otra disposición que se opusiere. 
 
2.3.4.13 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1974 242 
 
Esta constitución fue aprobada el día catorce de marzo de mil novecientos setenta y 
cuatro y publicada en la Gaceta No.89 del día 24 de abril de 1974. El Capítulo I de la nación 
y estado establece que Nicaragua es una Nación constituida en Estado unitario, libre, 
soberano e independiente (arto.1) y la soberanía del estado, según el arto.4 es absoluta e 
indelegable, tanto como el territorio, indivisible, inalienable e imprescriptible. 
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El artículo cinco, estipulaba la reconstrucción de la Patria Centroamericana ruptura 
que propic io Nicaragua el 3 de Mayo de 1838, ahora convertida en una aspiración. Para tal 
fin nuevamente se permite la firma de tratados que encaminen a la unión total de 
Centroamérica o su progresiva integración política, jurídica, social, cultural y económica. 
 
2.3.4.14 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1987 con las reformas de 
1995, 2000 y 2005 243 
 
Incluye: Leyes de Reforma Parcial de la Constitución Política de la República de 
Nicaragua - Ley Nº 192 del 1 de febrero de 1995,  Ley Nº 330 del 19 de enero de 2000, y 
Ley Nº 527 del 8 de abril de 2005. 
 
El artículo 5244 de la actual constitución, determina que Nicaragua “Se relaciona con 
la amistad y solidaridad entre los pueblos y la reciprocidad entre los Estados…Nicaragua se 
adhiere a principios que conforman el Derecho Internacional reconocido y ratificado 
soberanamente, se privilegia la integración regional y propugna por la reconstrucción de la 
Gran Patria Centroamericana”. 
 
El Título II sobre el Estado en el arto. 8 establece que “el pueblo de Nicaragua es de 
naturaleza multiétnica y parte integrante de la nación centroamericana”. Por su parte el 
artículo 9 afirma que Nicaragua defiende la unidad centroamericana, apoya y promueve los 
esfuerzos para la integración política, económica y la cooperación en América Central, así 
como los esfuerzos por establecer y preservar la paz en la región. Nicaragua aspira a la 
unidad de los pueblos de América Latina y el Caribe, inspirada en los ideales unitarios de 
Bolívar y Sandino. En consecuencia, participará con los demás países centroamericanos y 
latinoamericanos en la creación o elección de los organismos necesarios para tales fines. Este 
principio se regulará por la legislación y los tratados respectivos. 
 
En el artículo 10245 se manifiesta que “la República de Nicaragua únicamente 
reconoce obligaciones internacionales sobre su territorio que hayan sido libremente 
consentidas y de conformidad con la Constitución Política de la República y con las normas 
de Derecho Internacional. Asimismo, no acepta los tratados suscritos por otros países en los 
cuales Nicaragua no sea Parte Contratante”. 
 
En el artículo 150 inc.8 (artículo reformado por Ley Nº 192 de 1995 y la Ley Nº  330 
del 2000) manifiesta que son atribuciones del Presidente de la República, dirigir las 
relaciones internacionales de la República, negociar, celebrar y firmar tratados, convenios o 
acuerdos y demás instrumentos establecidos en el inciso 12 del artículo 138 de la 
Constitución Política para ser aprobados por la Asamblea Nacional. 
 
El Título  X de Supremacía de la Constitución, su reforma y de las Leyes 
Constitucionales sostiene en el arto.182 “La constitución es la carta fundamental de la 
República; las demás leyes están subordinadas a ella. No tendrán valor alguno las leyes, 
tratados, órdenes o disposiciones que se le opongan o alteren sus disposiciones”. Por su parte 
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el arto. 187 establece que es derecho de cualquier ciudadano nicaragüense introducir un 
recurso por inconstitucionalidad contra toda ley, decreto o reglamento, que se oponga a la 
Constitución Política. 
2.3.5 Constituciones de Guatemala 
 
2.3.5.1 Constitución Política del Estado de Guatemala de 1825 246 
 
Dada en la ciudad de Guatemala el once de octubre de mil ochocientos veinticinco. 
El Título I en la sección primera establecía que el estado conservará la denominación de 
Estado de Guatemala (arto.1), y que lo forman los pueblos de Guatemala reunidos en un solo 
cuerpo (arto.2), según el artículo 3 el estado de Guatemala es soberano, independiente y libre 
en su gobierno y administración interior. No obstante, de conformidad con el arto. 4 limita 
estos derechos, el pacto de unión que celebraron los estados libres de Centroamérica en la 
Constitución federativa de 22 de noviembre de 1824; pero corresponde al Estado de 
Guatemala todo el poder que por la  misma Constitución no estuviere conferido a las 
autoridades federales.  
 
En el artículo 11 se establecía que el Estado de Guatemala es y será uno de los que 
componen la Federación de Centroamérica, y está obligado a observar religiosamente el 
pacto de la Federación. Concurre al nombramiento de las autoridades de la Federación, a los 
gastos de la administración federal, a la defensa de la República, y, por medio de sus 
representantes, a la formación de las leyes federales (arto.12) y de conformidad con el 
artículo 13 no era obligatoria al Estado ninguna ley que exceda los límites que para mantener 
la Federación ha fijado a las autoridades federales la Constitución de la República. 
 
2.3.5.2 Acta Constitutiva de la República de Guatemala 1851 247 
 
Decretada por la Asamblea Constituyente el 19 de Octubre de 1851. La Asamblea 
Constituyente de Guatemala convocada por el Decreto del 24 de Mayo de 1848 para mejorar 
la Organización Política de la República y dar más estabilidad a su gobierno y para asegurar 
el mantenimiento de la paz y buen orden de los pueblos señala en el artículo 1 que son 
guatemaltecos los naturales de los otros estados de Centroamérica avenidos en la República. 
 
El artículo 4 definía que el poder público será ejercido por las autoridades contenidas 
en la presente acta y según el artículo 7 Inc.8  le correspondía la facultad de ratificar tratados 
con naciones extranjeras de acuerdo al Consejo de Estado. 
 
2.3.5.3  Ley Constitutiva de la República de Guatemala de 1879  248 
 
Decretada por la Asamblea Nacional Constituyente el once de diciembre de 1879. El 
Título I de la Nación y sus habitantes manifestaba en el arto. 1 que Guatemala es una nación 
libre, soberana e independiente que delega el ejercicio de la soberanía en las autoridades que 
delega la constitución. 
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De conformidad con el arto. 2 se establece el interés de mantener y cultivar con las 
demás Repúblicas hermanas íntimas relaciones de familia y reciprocidad. Además deja 
abierta la posibilidad de reincorporarse a Centroamérica, siempre que sea en base a una 
relación estable, justa, popular y conveniente.  
 
2.3.5.4 Reformas a la Ley Constitutiva de la República de Guatemala, 1885 249 
 
El día veinte de Octubre del año de mil ochocientos ochenta y cinco se decreto y 
sanciono reformas a la Ley Constitutiva de la República de Guatemala en la cual se amplió 
el concepto de nacionalidad. Ya no bastaba haber nacido en Centro América para ser 
considerado natural de Guatemala, ahora se debía manifestar a la autoridad competente el 
deseo de ser considerado guatemalteco según arto. 5. En lo demás, relacionado con el 
Derecho Comunitario se mantuvo igual a la anterior constitución de este  estado. 
  
 
2.3.5.5 Reformas a la Ley Constitutiva de la República de Guatemala, 1887 250 
  
El cinco de noviembre de mil ochocientos ochenta y siete en el Palacio del Poder 
Legislativo se reformó el Acta Constitutiva (Constitución) de Guatemala. En el arto.11 crean 
la figura del Consignado. Se trataba de dos electos por la Asamblea para que según el orden 
y el caso que designe la constitución sustituya al Presidente de la República. 
  
Por su parte el artículo 13 deja sin valor ni efecto las reformas constitucionales de 
1885 y en el arto.3 de las Disposiciones Transitorias establece que la constitución no obsta 
para se concluyan los tratados que estaban pendientes a la fecha y se hubiesen ajustado a la 
reformas de 1885. 
 
2.3.5.6 Reformas a la Ley Constitutiva de la República de Guatemala, 1897 251 
 
El 30 de agosto de 1897 mediante el decreto gobernativo 529 se decretó reformas y 
adiciones a la constitución de 1887 en la que el arto. 1 establecía que el artículo 2 de la  
constitución de 1879 queda adicionado así “Serán preceptos constitucionales en Guatemala 
los contenidos en los artículos del tratado concluido por el Congreso Jurídico 
Centroamericano el 15 de junio del año en curso, teniéndose por derogados o reformados en 
su caso los de la Constitución que se opusieren a dicho pacto, siempre que se lleve a la 
práctica conforme sus estipulaciones. De no ser así, el presente artículo de reformas se 
estimará sin efecto alguno”. 
 
2.3.5.7 Reformas a la Ley Constitutiva de la República de Guatemala, 1903 y 1921  
La única reforma realizada en 1903 con el decreto No.2 fue lo referido al arto.66 que 
estableció el período de presidentes a seis años.252 Dieciocho años después, el 11 de marzo 
de 1921 mediante el decreto legislativo 1082 se fijan las siguientes reformas: 
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El artículo 12 establecía que el arto. 54 Inc.11 debía entenderse de la siguiente 
manera: “Son también atribuciones del poder legislativo y limitaciones a que está sujeto: 
Aprobar o modificar los tratados o convenciones que tengan por objeto la reconstrucción 
política total o parcial de Centroamérica y dictar todas las disposiciones que sean necesarias 
para la ejecución de dichos tratados y convenciones”. 
 
Debemos recordar que el nueve de septiembre de este año (1921) se celebro la Unión 
Centroamericana, donde Guatemala fue uno de sus principales participantes (véase Pág.89).  
 
2.3.5.8 Reforma a la Constitución política de la República de Guatemala 1927 253 
 
El decreto número 5 en el salón de Sesiones de la Ciudad de Guatemala se 
declararon reformas a la constitución. El arto.1 agrego al arto. 6 de la Constitución de 1879 
que para ser considerado guatemaltecos no bastaba ser originarios de las demás Repúblicas 
de Centroamérica y solicitar ante autoridad competente ser considerado como tal. Ahora 
exigía que el país de origen del solicitante estuviera de acuerdo. Lo referente a la Supremacía 
constitucional conserva el criterio de supremacía constitucional, con la única excepción de 
los tratados centroamericanos cuando afecten la soberanía. 
 
2.3.5.9 Reformas a l a Constitución política de la República de Guatemala, 1935 254 
 
Con el decreto número 4, el once de julio de mil novecientos treinta y cinco declaran 
nuevas reformas dirigidas en sentido general a incorporar nuevas disposiciones que 
garanticen los derechos individuales y humanos de las personas. El Derecho Comunitario no 
sufre cambios, el arto. 54 establece que dentro de las competencias del Poder Legislativo se 
conserva el derecho de aprobar o no, antes de su ratificación los tratados y convenios. 
 
2.3.5.10 Reformas a la Constitución política de la República de Guatemala, 1941 255 
 
Mediante el decreto número dos se reforma única y exclusivamente el arto.66 
referido al periodo de mandato de él presidente.  
 
2.3.5.11 Constitución de política de la República de Guatemala de 1945 256 
 
En el Título I de Disposiciones Generales, arto. 1 establecía que Guatemala es una 
República libre, soberana e independiente; organizada con el fin primordial de asegurar a sus 
habitantes el goce de la libertad, bienestar común y la justicia. 
 
En el artículo 3 “Guatemala se reconoce parte de la Federación de Centro América 
actualmente disgregada. Mantendrá y cultivará fraternales relaciones con los demás estados 
que la integraban y se esbozará por que se restablezca parcial o totalmente en forma popular 
y democrática la unión centroamericana”. El artículo 7 señala las atribuciones y limitaciones 
del Congreso de aprobar o no tratados o convenciones y se prohíbe aquellos que afecten la 
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integridad y soberanía o a la constitución, salvo lo que se refiera a la reestructuración parcial 
o total de la federación de Centroamérica. 
 
2.3.5.12 Constitución de política de la República de Gua temala de 1965 257 
 
El título I de la Nación, el estado y su gobierno en el capítulo I, arto 2 manifestaba 
que Guatemala como parte de la comunidad centroamericana mantendrá y cultivará 
relaciones fraternales de cooperación y solidaridad con los demás estados que formaron la 
federación, y fiel al ideal patriótico que la inspiró tomará todas las medidas justas y pacíficas 
que conduzcan a la realización total o parcial de la unión Centroamericana.  
 
En una estructura mejor organizada que las anteriores el Capítulo II  arto. 170 Inc. 
13-b facultaba al Congreso para aprobar con dos terceras partes de los diputados los 
convenios o tratados internacionales que afecten el dominio de la nación o establezcan la 
unión parcial o total de Centroamérica. 
 
2.3.5.13 Constitución de política de la República de Guatemala de 1985 con 
reformas de 1993 258 
 
Esta es la actual constitución de Guatemala la cual fue aprobada el 31 de mayo de 
1985 y reformada por acuerdo legislativo Nº 18-93 el 17 de Noviembre de 1993. Esta 
constitución establece en el Título II artículo 46 la Preeminencia del Derecho Internacional 
al establecer el principio general de que en materia de derechos humanos, los tratados y 
convenciones aceptados y ratificados por Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho 
interno.  
 
Por otra parte el artículo 145 del Título III, establece el concepto de la nacionalidad 
Centroamérica, y establece que son considerados guatemaltecos de origen los nacionales de 
las Repúblicas que constituyeron en su momento la Federación de Centroamérica. 
 
En el arto. 150 del mismo Título III se encuentra expresa la voluntad de Guatemala 
por ser parte integrante de la unión regional al determinar en el arto. 150 que “El país, como 
parte de la comunidad centroamericana, mantendrá y cultivará relaciones de cooperación y 
solidaridad con los demás Estados que formaron la Federación de Centroamérica y que 
deberá adoptar las medidas adecuadas para llevar a la práctica, en forma parcial o total, la 
unión política o económica de Centroamérica. Las autoridades competentes están obligadas a 
fortalecer la integración económica centroamericana sobre bases de equidad. 
 
Finalmente en el Capítulo IV arto.272 Inc. e) se faculta a la Corte de 
constitucionalidad para emitir opinión sobre la constitucionalidad de los tratados, convenios 
y proyecto de ley, a solicitud de cualquiera de los organismos del Estado. 
2.3.6 Constituciones de Costa Rica 
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Esta Constitución fue aprobada el 25 de enero de 1825, el arto. 14 del Capítulo 
Segundo señala que el país será uno de los que forman la federación de Centroamérica. 
Dentro de las atribuciones del congreso, según el arto.55 inc.5 y 6 se encontraban las de 
velar por el cumplimiento federal y de esta ley fundamental y representar al congreso de la 
Federación para que se adicionen o reformen las constituciones que sobre esta se proyecten. 
Esta constitución sufrió una reforma el 22 de abril de 1930 mediante el decreto 124 en la que 
se amplió las potestades de la Corte Superior de Justicia. 
 
2.3.6.2 Constitución de política de la República de Costa Rica de 1848 260 
 
Aprobada el día nueve de abril de mil ochocientos cuarenta y cuatro, esta 
Constitución en el arto.45 conserva la disposición que establecía que era uno de los 
miembros que componen la República de Centroamérica y concurrirá con sus representantes 
a formar el nuevo pacto de asociación. 
 
2.3.6.3 Constitución de política de la República de Costa Rica de 1847 261 
 
En la sección I del Estado se determina que este se nominará Estado de Costa Rica 
según arto.21. Seguidamente el artículo 24 mantiene la disposición sobre la República 
Centroamericana contenida en el arto. 45 de la anterior constitución.  
 
2.3.6.4 Constitución política de la República de Costa Ric a de 1848 262 
 
En el arto. 1 del Título I se establece que : “esta República la integran todos los 
costarricenses unidos en una sola nación, que es libre e independiente”. En dicha 
constituyente desaparece todo signo que indique apoyo a la Integración Centroamericana, 
quedando abolidas las disposiciones enumeradas en las anteriores constituciones. 
 
2.3.6.5 Constitución política de la República de Costa Rica de 1859 263 
 
La asociación política de todos los costarricenses constituye una nación que se 
denomina República de Costa Rica (arto.1), que es libre e independiente y la soberanía 
reside exclusivamente en la nación agregan los artículos 2 y 3. El Título IV en el arto.9 de la 
Sección Primera señala que ninguna autoridad podrá celebrar pactos, tratados o convenios 
que se opongan a la soberanía e independencia de la República, y era calificado de traidor el 
que cometiera dicho acto. En lo referente a la Integración Centroamericana al igual que la 
anterior  no se establece disposición alguna. 
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Aquí los conceptos de nación e independencia se mantienen igual a la anterior 
constitución, no así en la Sección II de los deberes y atribuciones del Poder Ejecutivo que 
establece, entre otras cosas dirigir las negociaciones diplomáticas, celebrar tratados o 
convenios públicos con los gobiernos o naciones y cajearlos previa aprobación y ratificación 
del congreso. 
 
2.3.6.7 Constitución de política de la República de Costa Rica de 1871 265 
 
En esta constitución el arto 15 establecía que el país mantiene la disposición de 
quien celebre tratado o convenio que altere la nación e independencia sería calificado de 
traidor y en la Sección II, arto. 73 inc.4 establece dentro de las atribuciones exclusivas del 
Consejo, estaban el aprobar o rechazar convenios, concordados y tratados públicos. 
 
2.3.6.8 Constitución de política de la República de Costa Rica de 1917 266 
 
Esta constitución en relación a la Integración Centroamericana presenta un 
perspectiva diferente a las anteriores, en el arto.1 del Título Primero se establecía que “Costa 
Rica es y será una República libre e independiente, sin embargo puede llegar a constituir una 
sola unidad política con una, varias o todas las demás de América Central. Los tratados de 
unión que al efecto se celebren serán sometidos al congreso en las inmediatas sesiones 
ordinarias; y si este los aprobare por dos tercios de votos presentes, convocará a los pueblos 
a elegir una Asamblea Constituyente con el único objeto de que los ratifique o los deseche”. 
 
Ninguna autoridad podrá celebrar tratado, convenio que comprometa la soberanía, de 
conformidad con el Arto.3, pero tampoco impedía que se aprobarán tratados públicos para la 
unión política según lo previsto en el arto.1, ni para modificar los límites del territorio 
nacional, ni para la ejecución de cualquier canal interoceánico en los que saliere afectada 
parte del territorio. Los tratados que se celebren para cualquiera de los tres últimos fines 
deberán, para su validez, ser sometidos al congreso y obtener su aprobación por el voto de 
tres cuartas partes del total de sus miembros. 
 
2.3.6.9 Constitución de política de la República de Costa Rica de 1949 con  
Reformas hasta el 2001267 
 
La actual constitución Política de Costa Rica fue aprobada el 7 de noviembre de mil 
novecientos cuarenta y nueve y reformada mediante el decreto 8116 del año 2001. 
El Título I en el arto.7 determina que “Los tratados públicos, los convenios 
internacionales y los concordatos, debidamente aprobados por la Asamblea Legislativa, 
tendrán desde su promulgación o desde el día que ellos designen, autoridad superior a las 
leyes. Los tratados públicos y los convenios internacionales referentes a la integridad 
territorial o la organización política del país, requerirán aprobación de la Asamblea 
Legislativa, por votación no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de sus miembros, 
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y la de los dos tercios de los miembros de una Asamblea Constituyente, convocada al 
efecto”. 268 
 
De conformidad con el artículo.10 inc. b se establece que corresponderá a una sala 
especializada de la Corte Suprema de Justicia conocer de las consultas sobre proyectos de 
reforma constitucional, de aprobación de convenios o tratados internacionales y de otros 
proyectos de ley, según se disponga en la ley.269 
 
Son atribuciones exclusivas de la Asamblea Legislativa, de conformidad con el 
arto.121 inc.4 determinar aprobar o improbar los convenios internacionales, tratados 
públicos y concordatos. Los tratados públicos y convenios internacionales, que atribuyan o 
transfieran determinadas competencias a un ordenamiento jurídico comunitario, con el 
propósito de realizar objetivos regionales y comunes, requerirán la aprobación de la 
Asamblea Legislativa, por votación no menor de los dos tercios de la totalidad de sus 
miembros. 270 
 
2.3.7 Constituciones de Panamá 271 
 
En el caso de panamá abordaremos la evolución constitucional a partir de la 
constitución vigente al momento de ratificar Protocolo de Tegucigalpa, siendo en este caso la 
constitución aprobada el 11 de octubre de 1972 y reformada por los Actos Reformatorios Nº 
1 y 2, del 5 y 25 de octubre de 1978, respectivamente, y finalmente por el Acto 
Constitucional aprobado el veinticuatro de abril de mil novecientos ochenta y tres, y por los 
Actos Legislativos Nº 1 de 1993 y N 2 de 1994. 
 
Esta constitución en su estado actual hace referencia a la integración regional 
únicamente en su preámbulo al establecer “Con el fin supremo de fortalecer la Nación, 
garantizar la libertad, asegurar la democracia y la estabilidad institucional, exaltar la 
dignidad humana, promover la justicia social, el bienestar general y la integración regional, e 
invocando la protección de Dios, decretamos la Constitución Política de Panamá” y el 
artículo 4 establece que “la República de Panamá acata las normas del Derecho 
Internacional”. Como podemos observar las disposiciones relativas a los Tratados 
Internacionales no establece nada específico sobre la creación de órganos supranacionales, 
sin embargo panamá al ratificar el Protocolo de Tegucigalpa, se sometió al ordenamiento 
jurídico comunitario con fines de integración regional.272 
 
Estructuralmente hablando, el arto. 179 inc.9 establece que: “son atribuciones que 
ejerce el presidente de la república con la participación del ministro respectivo dirigir las 
relaciones exteriores, celebrar tratados y convenios públicos los cuales serán sometidos a la 
consideración del órgano legislativo y acreditar y recibir agentes diplomáticos y consulares”. 
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2.3.8 Constituciones de Belice 1981 
 
De este Estado abordaremos su historia constitucional a partir de l periodo en que se 
adhirió al Sistema de Integración Centroamericana, y corresponde a la constitución aprobada 
en mil novecientos ochenta y uno, la que a su vez establece en el artículo 1 “Belize shall be a 
sovereign democratic State of Central America in the Caribbean region” “Belice es un 
Estado soberano, democrático de Centroamérica en la región del Caribe”.273 Belice al ser 
parte de Centroamérica y adherirse, el primero de diciembre del año dos mil al Protocolo de 
Tegucigalpa participa como Estado Miembro del Sistema con iguales derechos y deberes que 
los demás estados miembros y en consecuencia está sujeto al ordenamiento jurídico 
comunitario. 274 
 
2.3.9 Constituciones de República Dominicana 275 
 
En el caso de República Dominicana, por no ser un estado miembro de la 
Comunidad Centroamericana, sino Asociado en virtud de un tratado de asociación parecido 
al que el 22 de octubre de 2007 se empezó a negociar con la Unión Europea, razón por la 
cual solo haremos referencia a la constitución vigente al momento de suscribir dicho acuerdo 
con Centroamérica. Esta Constitución, fue votada y proclamada por la Asamblea Nacional 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, capital de República Dominicana el catorce de 
agosto de 1994 y reformada el día veinte de julio del año dos mil dos. 
 
Este estado establece en la Sección I arto.3 que reconoce y aplica las normas del 
Derecho Internacional general y Americano en la medida en que sus poderes públicos las 
hayan adoptado. Además se pronuncia a favor de la solidaridad económica de los países de 
América y apoyará toda iniciativa que proponga la defensa de sus productos básicos y 
materias primas. 
 
 
 
2.4 Aporía que Dificulta el Establecimiento de Fundamentos Constitucionales  
Así las cosas, de un primer examen a la evolución constitucional de cada uno 
de los países miembros del Sistema de Integración Centroamericana en materia de 
integración, incluyendo los preceptos constitucionales vigentes actualmente, surge 
una situación de falta de armonía entre los regímenes constitucionales de cada uno de 
ellos, lo que dificulta en algunos casos establecer la existencia explícita o implícita de 
fundamentos para la integración comunitaria en Centroamérica. 
 
Esta falta de armonía constitucional en materia de integración, cons tituye uno 
de los escollos más importante en la profundización del proceso de integración de la 
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comunidad centroamericana, debido a los desequilibrios, desconfianzas e inseguridad 
jurídica en general que este fenómeno provoca. Lo que nos llevan a dedicarle parte de 
nuestro estudio. 
 
Siendo que el derecho comunitario surge de los tratados de integración 
creados con base en el derecho internacional según el cual, cada Estado genera con 
potestad soberana su orden jurídico interno y participa con los demás Estados, en una 
relación de igualdad jurídica, en la elaboración de un tratado de integración que a su 
vez culmina con la creación de una comunidad. Es de la coexistencia de estos tres 
sistemas jurídicos, el comunitario, el internacional y el interno, que surgen problemas 
que hacen a su relación. 
 
Y es precisamente, esta variada determinación del orden de prelación interna 
de las normas de la comunidad en cuanto a materia de integración regional, y de la 
responsabilidad interna e internacional del Estado, y de la aceptación o no de la 
evolución que ha sufrido el concepto de soberanía en el marco de las nuevas 
relaciones internacionales, que surgen problemas en cuanto a la interpretación e 
implementación de las mismas. 
 
Analizar las relaciones entre derecho internacional, derecho interno y derecho 
comunitario es precisar el lugar que ocupa cada uno de estos dentro del ordenamiento 
jurídico, es analizar si las relaciones se están dando de una manera de coordinación 
entre los diferentes ordenes jurídicos, o si esta relación es basada en una estructura 
jerarquía de subordinación- interno, internacional, comunitario, o comunitario, 
internacional, interno; cualquiera sea el caso son problemas tan arraigados en 
nuestros ordenamientos y existen posturas tan diferentes que  se vuelven realmente 
difíciles de conciliar por lo que reciben el nombre de aporías, lo cual hace referencia 
a los razonamientos en los cuales surgen contradicciones insolubles.  
 
En Centroamérica el primero de estos problemas consiste en determinar si los 
tratados internacionales de integración que crean una comunidad de derecho son a 
como se entiende dada su naturaleza de aplicación directa en el ámbito interno de los 
Estados (Monismo), o si es necesaria una norma del Derecho interno que los integre a 
este sistema jurídico (Dualismo); El segundo problema -dada ya por supuesta la 
integración del tratado respectivo en el Derecho interno- radica en establecer su 
relación jerárquica con las normas del Derecho interno, principalmente con las de 
rango constituc ional, ya que la construcción comunitaria se hace sobre la base de 
Tratados Internacionales adoptados por los Estados en virtud de una expresa 
habilitación de sus respectivas Constituciones.  
 
Sin embargo, no todos los países centroamericanos que suscribieron el 
protocolo creador del SICA prevén expresamente en sus constituciones la posibilidad 
de cesión de soberanías o competencias a órganos supranacionales, ni otorgan el 
carácter de jerarquía supraconstitucional a los tratados internacionales, a como se 
establece en la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados y en el Protocolo 
  
 
 
 
 
 
de Tegucigalpa, lo que hace necesario un estudio exhaustivo en las constituciones 
centroamericanas vigentes, a fin de inferir la existencia o no de Fundamentos 
Constituciona les para el Derecho Comunitario Centroamericano. 
 
De esta manera nos encontramos con la aporía que nace entre la Primacía del 
Derecho Comunitario Centroamericano basada en una concepción altamente monista 
y la Supremacía de las Constituciones de Centroamérica, que se funda en una 
concepción altamente dualista, aporía que podría ser combatida mediante una clara 
manifestación constitucional que otorgue a los tratados de la comunidad primacía 
exclusiva en la materia de su competencia muy necesarias para que esta pueda 
funcionar, lo que limita relativamente el concepto clásico de soberanía, pero no el de 
supremacía constitucional ya que de la constitución, depende el rango que el derecho 
interno de cada país reconoce a los tratados internacionales. 
 
La posición asumida por el derecho internacional positivo respecto a la teoría 
monista y dualista, es indiferente, no toma ninguna de las dos posturas y es una 
cuestión que deja a los derechos internos de los Estados resolver. Y efectivamente 
son las constituciones de los estados las que determinan si el cumplimiento del 
Derecho Internacional en los derechos internos necesita o no de un acto de recepción, 
y en su caso, cual deba ser éste.  
 
Pero es indiscutible que desde el punto de vista del derecho internacional, es 
éste el que prevalece en caso de conflicto sobre los derechos internos. El artículo 27 
de la Convención de Viena sobre derecho de los tratados dice al respecto: “Un Estado 
no puede invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de los tratados..." ya que a como establece el artículo 26 del mismo, 
“Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”. 
 
No obstante, el derecho constitucional Interno de los Estados contratantes 
puede exigir determinadas formas en los tratados o, al menos, impedir la eficacia 
interna total o parcial de aquellos que no hubieren sido concertados en la forma 
establecida, pero para ello el derecho internacional y la misma convención de Viena 
disponen que normalmente un tratado debe recorrer tres etapas; La negociación, la 
firma por el ejecutivo que suscribe el tratado y posteriormente la aprobación o 
rechazo del tratado o inclusive la formulación de reservas por la asamblea o congreso 
y así hasta ser publicado en la gaceta oficial a fin de darlo a conocer y brindarle vida 
y validez jurídica en el sistema nacional que lo ha acogido por este acto como propio 
y por ende asumido los derechos y obligaciones que de este emanen. 
De esta manera, en tanto un tratado se encuentre en vigor, no existe ningún 
procedimiento o mecanismo por virtud el cual el estado unilateralmente, se pueda 
desligar de las obligaciones asumidas por su causa, lo que necesariamente implica 
que más allá de que el documento internacional vaya contra de cualquiera de las 
normas internas o incluso de la constitucional, la nación está obligada a su 
cumplimiento y dicho acatamiento le puede ser exigido a través de cualquier medio 
que el mismo derecho internacional establezca. 
  
 
 
 
 
 
 
Estos problemas podrían ser prevenidos, con un control previo de la 
constitucionalidad de los tratados internacionales, mediante el cual, la máxima 
autoridad jurisdiccional de la nación juzga sobre la adecuación del instrumento 
internacional a las normas internas del estado antes de que el tratado sea aprobado 
determinando así de antemano si este contraviene o no una norma constitucional. De 
esta manera se podría determinar si el vicio es superable para el cual caben reservas o 
insuperables en tal caso abría que abstenerse de firmarlo, ya que una vez firmado 
habrá que cumplirlo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DEL DERECHO COMUNITARIO 
CENTROAMERICANO 
 
 
Encontrar el Fundamento Constitucional del Derecho Comunitario 
Centroamericano, es en general, buscar su fuente, motivo, principio u origen, el lugar 
donde nació o se produjo este derecho.276 Cuando hablamos del origen del derecho 
comunitario en Centroamérica, nos referimos a los hechos que le dieron nacimiento, a 
las manifestaciones expresas de la voluntad humana y a los usos o prácticas jurídicas 
que lo generaron. 277 
 
Y dado que las fuentes del derecho solo pueden ser comprendidas en tanto 
estén integradas y articuladas en un ordenamiento jurídico, como conjunto articulado 
de normas jurídicas vigentes en un estado, por ser estas la causa ultima del derecho, la 
raíz de todo lo jurídico, el fundamento de la realidad del ordenamiento jurídico. De 
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esta manera una norma jurídica solo puede ser considerada como tal en virtud de su 
pertenencia a un sistema jurídico determinado.278 
 
3.1 La Constitución como Fundamento del Derecho Comunitario Centroamericano 
 
Constitución es un término que procede del latín cum que significa Con, y 
statuere que significa reglar, establecer, ordenar, regular.279 Es la ley fundamental de 
la organización de un estado soberano, y establece los valores y principios por los que 
deberá regirse la legislación de un Estado.280 
  
Siendo la Constitución el primer fundamento jurídico-político del Estado, es 
la fuente, por excelencia, del orden jurídico estatal y por ende del comunitario que en 
un principio deriva de este. Por eso se le denomina “Carta Fundamental o Ley de 
Leyes”, para significar su Supremacía sobre las leyes ordinarias del estado.281 Esta 
supremacía ha llevado a que la constitución no solo se considere como fuente de 
derecho sino que delimite el sistema de fuentes. Álvarez Conde expresa: “La doble 
condición de la constitución como norma jurídica y como norma suprema la configura no 
solo como fuente del derecho, sino como norma reguladora del propio sistema de fuentes”.  
 
Según Kelsen la Constitución puede ser contemplada en dos sentidos, uno 
material y uno formal. La Constitución en sentido material implica el contenido de la 
misma, contenido que a su vez presenta una parte dogmática y una parte orgánica. 
Por su parte la Constitución en sentido formal es un documento solemne, un conjunto 
de normas jurídicas que sólo pueden ser modificadas mediante la observancia de 
procedimientos especiales. 
 
Para el estudio de los fundamentos constitucionales del derecho comunitario 
centroamericano, y dado que la constitución es un conjunto armónico que no puede 
interpretarse aisladamente, estudiaremos las constituciones centroamericanas 
vigentes en su sentido material, extrayendo de sus Partes dogmáticas, (denominada 
también princ ipista, debido a que contiene los principios, valores y fines del estado 
acordados colectivamente), y orgánicas, (que lleva al desarrollo la parte dogmática 
constituyéndose así en la maquinaria de realización y operatividad de la norma 
constitucional), todo cimiento jurídico, que a nuestra consideración es fuente 
constitucional del Derecho Comunitario Centroamericano. 
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Por otra parte, queremos recalcar la importancia del estudio y extracción de 
estos principios no solo para el derecho comunitario centroamericano, sino a escala 
internacional, donde adquieren mayor relevancia, dado que en el mundo globalizado 
contemporáneo en el que nos encontramos, la unión, colaboración y solidaridad 
internacional son imprescindibles. 
 
De esta manera, la interpretación del texto constitucional debe realizarse 
buscando una congruencia no sólo interna, es decir, del texto consigo mismo, sino 
también del texto con las necesidades y condiciones económicas, culturales y 
políticas de la sociedad en que se desarrollan, a partir de las cuales se suscita el deseo 
de integración a fin de solventar problemas comunes. 
 
3.1.1 Parte Dogmática de las Constituciones Centroamericanas 
 
La parte dogmática de la constitución, que en Centroamérica es frecuente 
encontrarla en los preámbulos y en algunos casos en el Título Uno de las mismas, 
contienen es su mayoría los principales valores, principios y fines de la organización 
del estado, tienen valor normativo, son vinculantes y es origen inmediato de derechos 
y de obligaciones para gobernantes y gobernados. 
 
Desde este punto de vista, los fundamentos constitucionales del derecho 
comunitario centroamericano, son los fines, principios y valores dispersos en el 
contenido de las constituciones de los estados miembros, de los cuales la comunidad 
toma su origen. Estos, no Precisan hallarse expresamente desarrollados en normas 
especificas para que puedan ser aplicados o invocados ya que son susceptibles de 
aplicación inmediata en cuanto constituye normas constitucionales.282 
 
Los valores fundamentan orientan, controlan y limitan críticamente la 
interpretación y aplicación de todas las normas restantes del ordenamiento jurídico, se 
trata de las opciones éticas sociales básicas que debe presidir el orden político, 
jurídico, económico cultural. De estos valores se derivan principios más concretos 
que posibilitan, como fin de la actividad estatal crear instituciones que permitan 
controlar y limitar el poder político  
 
De esta manera, los principios constitucionales son las ideas fundamentales 
sobre la organización jurídica de una comunidad emanadas de la conciencia social y 
cumplen funciones fundamentadoras interpretativas y supletorias respecto de su total 
ordenamiento jurídico y debido a que no se articulan en disposiciones positivas, los 
principios constitucionales se manifiestan jurídicamente como normas no escritas que 
                                                 
282 Tomar su origen: “Significa engendrar, nacer, adquirir carta de naturaleza en el mundo de la 
cosas reales, así el derecho vive primeramente en la conciencia del hombre como pensamiento o 
idea de justicia”. G.A GIAMMATTEI AVILÈS , “DERECHO CONSTITUCIONAL: Conferencia Número 
10 en “Conciencia Centroamericana II”,  F Bertrand Galindo Managua marzo 2000. 
  
 
 
 
 
 
forman parte del bloque de la constitucionalidad y nos indican los postulados sobre 
los que debe descansar la actividad legislativa. 
 
3.1.1.1 Constitución Política del Estado de Honduras de 1982 
 
En el Preámbulo de la Constitución vigente en la República de Honduras 
encontramos que expresamente se establece como anhelo, valor, principio y fin del 
estado, el de encaminar acciones a favor de la integración centroamericana, por ser 
esta la voluntad del pueblo, al establecer: “Con nuestra fe puesta en la restauración de la 
unión centroamericana e interpretando fielmente las aspiraciones del pueblo que nos confirió 
su mandato.” 
 
Esta constitución es igualmente clara al establecer en el Título I Del Estado, 
Capítulo II del Territorio arto.12, “que la presente declaración de soberanía no desconoce 
legítimos derechos similares de otros estados sobre la base de reciprocidad ni afecta los 
derechos de libre navegación de todas las naciones conforme al derecho internacional ni el 
cumplimiento de los tratados o convenciones ratificados por la República.” 
 
En esta constitución observamos que el estado de Honduras más consciente de 
la importancia de organizar las disposiciones referente a los tratados dedica el 
Capítulo III para este fin, estableciendo en el artículo 15 que: “Honduras hace suyos los 
principios y prácticas del derecho internacional que propenden a la solidaridad humana, al 
respecto de la autodeterminación de los pueblos, a la no intervención y al afianzamiento de la 
paz y la democracia universales, Honduras proclama como ineludible la validez y obligatoria 
ejecución de las sentencias arbítrales y judiciales de carácter internacional.” 
 
Observamos que en esta constitución se retoma un acercamiento la 
nacionalidad y ciudadanía centroamericana al establecer en el arto.24 del Título II, 
que: “Son Hondureños por naturalización los Centroamericanos por nacimiento que tengan 
un año de residencia en el país”. De esta manera no hay duda que la constitución 
hondureña otorga una base sólida fundamentadora del derecho comunitario 
centroamericano. 
 
3.1.1.2 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1983 
 
La sección tercera de educación, ciencia y cultura establece en el arto.55 
Inc.6: “Que la educación tiene como fin propiciar la unidad del pueblo centroamericano”. 
 
El Título III del estado, su forma de gobierno y sistema político determina 
actualmente que: “El Salvador es un Estado soberano, La soberanía reside en el pueblo, que 
la ejerce en la forma prescrita y dentro de los límites de esta Constitución”. (arto.83), en la 
constitución política actual de El Salvador se encuentra expresamente la voluntad de 
reconstruir lo que fue la República centroamericana y aún más trascendental es que 
este estado reconoce al Derecho Comunitario Centroamericano y la supremacía de 
este sobre el nacional, al determinar en el artículo 89 que: 
  
 
 
 
 
 
 
“El Salvador alentará y promoverá la integración humana, económica, social y cultural con 
las repúblicas americanas y especialmente con las del istmo centroamericano. La integración podrá 
efectuarse mediante tratados o convenios con las repúblicas interesadas, los cuales podrán contemplar 
la creación de organismos con funciones supranacionales. También propiciará la reconstrucción total o 
parcial de la República de Centroamérica, en forma unitaria, federal o confederada, con plena garantía 
de respeto a los principios democráticos y Republicanos y de los derechos individuales y sociales de 
sus habitantes. El proyecto y bases de la unión se someterán a consulta popular”.  
 
El Título IV de la nacionalidad, en el arto.90 Inc.3 consagra la disposición que 
establece que: “Son Salvadoreños los originarios de los demás estados que constituyeron la 
República Federal de Centroamérica, que teniendo domicilio en El Salvador, manifiesten ante 
las autoridades competentes su voluntad de ser salvadoreños, sin que se requiera la renuncia a 
su nacionalidad de origen”.  
 
La Sección Tercera de los Tratados, establece según el arto.144: “los Tratados 
Internacionales celebrados por El Salvador con otros estados o con organismos 
internacionales, constituyen leyes de la República al entrar en vigencia, conforme a las 
disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución. La ley no podrá modificar o derogar 
lo acordado en un tratado vigente para El Salvador. En caso de conflicto entre el tratado y la 
ley, prevalecerá el tratado”.  
 
Lo referente a requisitos y procedimientos para la ratificación y aprobación de 
los tratados, de la prohibición de aquellos que no se pueden celebrar en ocasión de un 
previo control de constitucionalidad, se encuentran establecidos en los siguientes 
artículos. 
 
El artículo 145 manifiesta que: “no se podrán ratificar los tratados en que se 
restrinjan o afecten de alguna manera las disposiciones constitucionales, a menos que la 
ratificación se haga con las reservas correspondientes. Las disposiciones del tratado sobre las 
cuales se hagan las reservas no son ley de la República”. 
 
El artículo 146 determina que: “ no podrán celebrarse o ratificarse tratados u 
otorgarse concesiones en que de alguna manera se altere la forma de gobierno o se lesionen o 
menoscaben la integridad del territorio, la soberanía e independencia de la República o los 
derechos y garantías fundamentales de la persona humana”.  
 
Si bien estos artículos podrían ser interpretados limitantes y contraproducentes 
a la integración y al derecho comunitario centroamericano, a nuestra consideración es 
lo contrario, pues ya anteriormente en el preámbulo de esta constitución, fue expuesto 
el fin y anhelo de reconstruir la República centroamericana, a la vez que se expresó 
que el tratado prevalece sobre la constitución, así que estos artículos no queda más 
que interpretarlos como mero control previo de la constitucionalidad, que actualmente 
no viene al caso ya que el protocolo tratado internacional marco de la integración 
centroamericana es un tratado ya ratificado por lo que se entiende paso por este 
proceso y el hecho de estar vigente es una manifestación tacita de que el mismo no 
  
 
 
 
 
 
afectó en ningún momento ni la soberanía ni la supremacía resguardados por los 
artos. 145 y 146. 
 
3.1.1.3 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1987 con las reformas 
de 1995, 2000 y 2005 
 
En esta constitución podemos observar preceptos constitucionales expresos de la 
voluntad de apoyo incondicional del estado de Nicaragua hacia la integración 
Centroamericana. El Título I de los Principios fundamentales  artículo 5 reformado por la Ley 
Nº 192 de 1995 determina: 
 
 “…Nicaragua fundamenta sus relaciones internacionales en la amistad y solidaridad 
entre los pueblos y la reciprocidad entre los Estados. Por tanto, se inhibe y proscribe todo tipo 
de agresión política, militar, económica, cultural y religiosa, y la intervención en los asuntos 
internos de otros Estados. Reconoce el principio de solución pacífica de las controversias 
internacionales por los medios que ofrece el derecho internacional, y proscribe el uso de 
armas nucleares y otros medios de destrucción masiva en conflictos internos e 
internacionales; asegura el asilo para los perseguidos políticos y rechaza toda subordinación 
de un Estado respecto a otro”. 
 
“Nicaragua se adhiere a los principios que conforman el Derecho Internacional 
Americano reconocido y ratificado soberanamente. Nicaragua privilegia la Integración 
Regional y propugna por la reconstrucción de la Gran Patria Centroamericana”. 
 
El Título II sobre el Estado en el capítulo único establece que Nicaragua es un 
Estado independiente, libre, soberano, unitario e indivisible (arto. 6) el artículo 8 
determina que “El pueblo de Nicaragua es de naturaleza multiétnica y parte integrante de la 
nación centroamericana”. 
 
El artículo 9 instituye que  “Nicaragua defiende firmemente la unidad 
centroamericana, apoya y promueve todos los esfuerzos para lograr la integración política y 
económica y la cooperación en América Central, así como los esfuerzos por establecer y 
preservar la paz en la región. Nicaragua aspira a la unidad de los pueblos de América Latina y 
el Caribe, inspirada en los ideales unitarios de Bolívar y Sandino. En consecuencia, 
participará con los demás países centroamericanos y latinoamericanos en la creación o 
elección de los organismos necesarios para tales fines. Este principio se regulará por la 
legislación y los tratados respectivos”, en nuestro caso ese tratado respectivo es el 
Protocolo de Tegucigalpa, tratado marco del Sistema de la Integración 
Centroamericana. 
 
 
En el artículo 10 modificado por la Ley Nº 330/2000, se determina que 
“…..La República de Nicaragua únicamente reconoce obligaciones internacionales sobre su 
territorio que hayan sido libremente consentidas y de conformidad con la Constitución 
Política de la República y con las normas de Derecho Internacional. Asimismo, no acepta los 
tratados suscritos por otros países en los cuales Nicaragua no sea Parte Contratante.” 
  
 
 
 
 
 
 
En este caso, Nicaragua libremente y en función de cumplir con el mandato de 
la misma Constitución y la voluntad del pueblo ejerciendo su soberanía participó de 
la elaboración del protocolo de Tegucigalpa, así como del convenio de estatuto de la 
Corte Centroamericana de Justicia y del Parlacen entre otros, emitiendo igualmente 
en las diferentes cumbres de presidentes su libre voluntad de participar y obligarse 
por el Sistema de Integración Centroamericana. 
 
El Título III de la Nacionalidad nicaragüense en el arto.17 del capítulo único 
establece que “Los centroamericanos de origen tienen derecho de optar a la nacionalidad 
nicaragüense, si necesidad de renunciar a su nacionalidad y pueden solicitarla ante autoridad 
competente cuando residan en Nicaragua”. No obstante, el arto.22 manifiesta que “En los 
casos de doble nacionalidad se procede conforme los tratados y el principio de reciprocidad”. 
 
 
 
3.1.1.4 Constitución de política de la República de Guatemala de 1985 con reformas 
de 1993 
 
El art. 46 de esta constitución, establece el principio general de que en materia 
de derechos humanos los tratados y convenciones aceptados y ratificados por 
Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho interno. 
 
El Título III capítulo II de la nacionalidad consagra actualmente en el arto.145 
la nacionalidad centroamericana determinando que son considerados guatemaltecos 
de origen los nacionales de las Repúblicas que constituyeron la Federación de 
Centroamérica.  
 
En el Capítulo III de las relaciones internacionales del estado, queda 
expresamente asentada la voluntad de Guatemala por integrar la unión en la región al 
manifestar en el arto. 150 “Guatemala, como parte de la comunidad centroamericana, 
mantendrá y cultivará relaciones de cooperación y solidaridad con los demás Estados que 
formaron la Federación de Centroamérica; deberá adoptar las medidas adecuadas para llevar 
a la práctica, en forma parcial o total, la unión política o económica de Centroamérica. Las 
autoridades competentes están obligadas a fortalecer la integración económica 
centroamericana sobre bases de equidad”. 
 
Quedando expresamente establecida la obligación y mandato constitucional a 
los órganos e instituciones estatales de llevar a cavo la integración de Centroamérica, 
que es un fin y un principio para el Estado de Guatemala fundamentado en su misma 
constitución. 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
El Título I de la República determina en el arto.7 que “Los tratados públicos, los 
convenios internacionales y los concordatos, debidamente aprobados por la Asamblea 
Legislativa, tendrán desde su promulgación o desde el día que ellos designen, autoridad 
superior a las leyes. Los tratados públicos y los convenios internacionales referentes a la 
integridad territorial o la organización política del país, requerirán aprobación de la Asamblea 
Legislativa, por votación no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de sus miembros, 
y la de los dos tercios de los miembros de una Asamblea Constituyente, convocada al 
efecto”. 283 
 
Como podemos observar, Costa Rica parte de una concepción dualista al 
referir en este caso la necesaria aprobación de los tratados por la asamblea, pero 
igualmente reconoce que una vez incorporados dichos instrumentos ocuparan un 
lugar privilegiado con rango superior en su ordenamiento jurídico, lo que se traduce 
en que el Protocolo de Tegucigalpa goza de tal status. 
 
3.1.1.6 Constitución Política de la República de Panamá 1972 y Reformas hasta 1994 
 
Esta constitución a como hicimos referenc ia anteriormente, sólo menciona la 
integración regional en su preámbulo, en el que establece que como fin supremo del 
Estado y en función de fortalecer la nación y asegurar la democracia y la libertad se 
promoverá la integración regional. Igualmente el precitado art. 4 no hace más que  
afirmar que la República de Panamá es respetuosa del Derecho Internacional.284 
 
Pese a esta poca expresión de la constitución panameña en cuanto a la 
integración centroamericana, hay que tener en cuenta que Panamá fue en sus inicios 
provincia de Colombia, logrando su independencia en 1904 y conservándola así hasta 
nuestros días, pero ahora con la firme voluntad de pertenecer voluntariamente a una 
comunidad con la que ya compartía territorio, lengua, cultura, así como problemas a 
los que se hacía necesario la búsqueda de soluciones conjuntas, razón por la cual 
desde 1991 participa en la celebración de la carta de la organización de estados 
centroamericanos ODECA, y en 1996 ratifica el Protocolo de Tegucigalpa. 
 
3.1.1.7 Constitución Política de la República de Belice de 1981 
 
La República de Belice solo hace referencia a la integración centroamericana 
en cuanto a su ubicación geográfica, pero igual a sido expresa al establecer su 
voluntad y necesidad de unirse a los pueblos centroamericanos a fin de 
conjuntamente solucionar problemas comunes que nos aquejan, razón por la cual se 
adhiere al protocolo de Tegucigalpa y participa activamente del Sistema de 
Integración Centroamericana.  
                                                 
283 Reforma Constitucional 4123 del 31 de mayo de 1968. 
284 O GUERRERO MAYORGA, “El Derecho Comunitario Conceptos, Naturaleza y Caracteres” en 
Derecho Comunitario Comparado, Unión Europea-Centroamérica ed.  R Chamorro Mora, C F 
Molina del Pozo, P.68. 
  
 
 
 
 
 
 
3.1.1.8 Constitución Política de República Dominicana 2002 
 
República por ser un Estado Asociado a nuestro Sistema por carecer de 
aquellas características que nos identifican a los centroamericanos como lengua, 
cultura, historia, ubicación geográfica, raza entre otros, solo hace referencia en su 
constitución, al reconocimiento y aplicación del Derecho Internacional, por ende 
reconoce el valor y carácter de los mismos y expresamente los asume como 
vinculantes y de necesario cumplimiento, a la vez que reconoce la necesidad de 
unirse solidariamente en función del desarrollo económico de América Latina. 
 
Y es justamente aplicando este mandato que Desde la Declaración de Santo 
Domingo del 6 de noviembre de 1997 en la cual los Presidentes de Centroamérica y 
República Dominicana se refirieron “al propósito de responder a un desafío histórico 
representado en la creación de un espacio de integración en la zona del Mar Caribe, entorno 
vital para forjar el destino que unirá a nuestros países en una asociación integral sin 
precedentes”, declaración en la que se señala que las acciones concretas que se están 
adoptando, van a permitir, en forma gradual la incorporación de la República Dominicana al 
proceso de integración centroamericana”.  
 
De esta manera se declara la existencia de una aspiración firme de ambas 
partes para lograr la integración total de la República Dominicana al SICA, razón por 
la cual el 22 de enero del 2003, República Dominicana solicita participar como 
Estado Asociado al Sistema de la Integración Centroamericana, decisión adoptada por 
la Reunión de Presidentes celebrada en ciudad de Belice en fecha 4 de septiembre de 
2003, en la cual se acepta a República Dominicana en calidad de Estado Asociado al 
SICA, que empieza a funcionar a partir del diez de diciembre del 2003 que se 
suscribe un acuerdo de asociación suscrito de conformidad a lo establecido en el 
artículo 31 del Protocolo de Tegucigalpa. 
 
3.1.2 Parte Orgánica de las Constituciones Centroamericanas 
 
La parte orgánica de la constitución estructura la organización del estado 
estableciendo cuatro pilares fundamentales autónomos pero coordinados entre si 
sobre los que descansa el estado social y democrático de derecho, de esta manera la 
parte orgánica de la constitución, instituye el poder ejecutivo, el poder legislativo, el 
judicial y el electoral y sus respectivas competencias y ámbitos de aplicación. 
 
Siendo las constituciones centroamericanas, tácitamente dualistas, al 
establecer que todo tratado internacional necesariamente debe pasar por un 
procedimiento interno exhaustivo para poder ser incorporado al sistema jurídico 
nacional, al abordar la parte orgánica constitucional nos estaremos refiriendo 
únicamente a las actividades y competencias encaminadas por estos órganos a la 
incorporación del protocolo de Tegucigalpa tratado internacional marco de la 
  
 
 
 
 
 
integración comunitaria centroamericana, a los ordenamientos de cada uno de los 
estados participantes de ella.  
 
En este sentido, siendo que la Comunidad Centroamericana nace con el 
Protocolo de Tegucigalpa Tratado Internacional de Integración, y ya que los tratados 
son fuente de derecho y que tanto el tratado como la ley son sujetos de control de 
constitucionalidad, lo cual supone su subordinación a la constitución. Los tratados 
son fuente supeditada a la constitución por cuanto hay control constitucional previo a 
la manifestación del consentimiento en obligarse por el tratado.  
 
De esta manera, la misma constitución implícitamente ejerce un Control 
previo Constitucional fijando en su parte orgánica tres poderes, sobre los cuales 
descansa la obligación de velar y preservar la Constitución en relación con los 
Tratados Internacionales, estos son el Poder Ejecutivo quien representa el Estado al 
momento de firmar en este caso el protocolo de Tegucigalpa, el poder legislativo que 
ratifica dicho instrumento incorporándolo así al sistema jurídico nacional, y el poder 
judicial que mediante la corte suprema sala constitucional vela y protege de normas 
que ella misma llama inconstitucionales. 
 
Siendo que con esta tesis queremos encontrar la existencia de fundamentos 
constitucionales para al derecho comunitario centroamericano, nos vemos obligadas 
entonces, a estudiar los diferentes procesos de incorporación de los tratados 
internacionales a los ordenamientos jurídicos, ya que es allí donde son revestidos con 
el carácter de normas jurídicas y por ende con efectos y coercitividad y 
vinculatoriedad y con intenciones de que deben de ser cumplidas, sino, que propósito 
tendría ese largo y caro proceso para crearlas e incorporarlas?. 
 
Es obligación del estado no solo cumplir y hacer cumplir los tratados 
internacionales una vez incorporados, sino también, dotarlos de todos aquellos 
mecanismos que los mismos necesiten para verificar sus objetivos, pues de otra 
manera no es solo desobediencia, sino que también es un quebrantamiento al estado 
social de derecho, legalidad y seguridad jurídica situación que entorpece no solo el 
desarrollo de las relaciones con organismos internacionales, sino que a la larga 
también al desarrollo propio de sus instituciones y por ende también al desarrollo de 
sus habitantes. 
 
3.1.2.1 Constitución Política del Estado de Honduras de 1982 
 
Todos los tratados internacionales, según el arto. 16 deben ser aprobados por 
el Congreso Nacional antes de su ratificación por el Poder Ejecutivo. Los tratados 
internacionales celebrados por Honduras con otros estados, una vez que entran en 
vigor, forman parte del derecho interno. 
 
De conformidad con el artículo 17 cuando un tratado internacional afecte una 
disposición constitucional, debe ser aprobado por el mismo procedimiento que rige la 
  
 
 
 
 
 
reforma de la Constitución antes de ser ratificado por el Poder Ejecutivo y de 
conformidad con el arto.18 en caso de conflicto entre el tratado o convención y la Ley 
prevalecerá el primero. Principio que debe aplicarse al Protocolo de Tegucigalpa y 
por ende este prima sobre el derecho nacional por mandato constitucional lo cual 
fundamenta el Derecho Comunitario Centroamericano. 
 
Ninguna autoridad según el arto.19 puede celebrar o ratificar tratados u 
otorgar concesiones que lesionen la integridad territorial, la soberanía e 
independencia de la República quien lo haga será juzgado por el delito de traición a la 
Patria. La responsabilidad en este caso es imprescriptible.  
 
En el artículo 20, se establece: “que cualquier tratado o convención que celebre el 
Poder Ejecutivo referente al territorio nacional, requerirá la aprobación del Congreso 
Nacional por votación no menor de tres cuartas partes de la totalidad de sus miembros”.  
 
No obstante, según el artículo 21: “El Poder Ejecutivo puede, sobre materias de su 
exclusiva competencia, celebrar o ratificar convenios internacionales con estados extranjeros 
u organizaciones internacionales o adherirse a ellos sin el requisito previo de la aprobación 
del Congreso, al que deberá informar inmediatamente”.  
 
El Capítulo VI del Poder Ejecutivo, en el arto.245 Inc.13 y 34 establece que:  
“el Presidente de la República tiene la administración general del estado, siendo sus 
atribuciones: Celebrar tratados y convenios, ratificar, previa aprobación del Congreso 
Nacional, los Tratados Internacionales de carácter político, militar, los relativos al territorio 
nacional, soberanía y concesiones, los que impliquen obligaciones financieras para la 
Hacienda Pública o los que requieran modificación o derogación de alguna disposición 
constitucional o legal y los que necesiten medidas legislativas para su ejecución, Dirigir y 
apoyar la política de Integración Económica y Social, tanto nacional como internacional, 
tendente al mejoramiento de las condiciones de vida del pueblo hondureño”. 
 
3.1.3.2 Constitución Política del Estado de El Salvador de 1983 
 
Corresponde a la Asamblea Legislativa, según el artículo 149, la facultad de 
declarar la inaplicabilidad de las disposiciones de cualquier tratado contrarias a los 
preceptos constitucionales, y se ejercerá por los tribunales dentro de la potestad de 
administrar justicia la declaratoria de inconstitucionalidad de un tratado, de un modo 
general y obligatorio, esto se hará en la misma forma prevista por esta Constitución 
para las leyes, decretos y reglamentos.  
 
La Corte Suprema de Justicia por medio de la Sala de lo Constitucional será el 
único tribunal competente para declarar la inconstitucionalidad de las leyes, decretos 
y reglamentos, en su forma y contenido, de un modo general y obligatorio, y podrá 
hacerlo a petición de cualquier ciudadano (arto.183) y dentro de la potestad de 
administrar justicia, corresponde a los tribunales, según el arto.185, en los casos en 
  
 
 
 
 
 
que tengan que pronunciar sentencia, declarar la inaplicabilidad de cualquier ley o 
disposición de los otros Órganos, contraria a los preceptos constitucionales. 
 
Para finalizar esta constitución en el artículo 246 del Título IX de los alcances, 
aplicación, reformas y derogatorias establece que: “los principios, derechos y 
obligaciones establecidos por esta constitución no pueden ser alterados por las leyes que 
regulen su ejercicio. La Constitución prevalecerá sobre todas las leyes y reglamentos. El 
interés público tiene primacía sobre el interés privado”.  
Mismo principio que se establece internacionalmente por la comunidad 
centroamericana al exigir que el interés de la comunidad prevalezca por sobre el 
particular de los estados que la conforman, que mas allá de ser un principio 
constitucional o comunitario es un principio básico de toda la humanidad en cuanto 
se vive en sociedad en donde la voluntad de la mayoría necesariamente debe 
prevalecer sobre la minoría, principio que ha sido reconocido por el Protocolo de 
Tegucigalpa, La Organización de las Naciones Unidas y la Convención de Viena 
sobre Derechos de los tratados. 
 
El manifiesto interés y apoyo a la integración Centroamericana se demuestra 
al establecer en su actual constitución claros fundamentos del Derecho Comunitario 
Centroamericano y expresamente prevé que en caso de discordia entre el tratado y la 
norma, prevalecerá el Tratado, tal y como lo establece el artículo 144 de esta 
constitución, en su inciso final.  
 
3.1.3.3 Constitución Política del Estado de Nicaragua de 1987 con las reformas de 
1995, 2000 y 2005 
 
El Título VIII de la organización del Estado establece en el Capítulo II del 
Poder Legislativo que son atribuciones de la Asamblea Nacional, de conformidad con 
el artículo 138. inc.12 (artículo reformado por Ley No 192 de 1995, ley No 330 del 
2000, ley No 490 del 2004 y ley No 520 del 2005). 
 
“Aprobar o rechazar los instrumentos internacionales celebrados con países u 
organismos sujetos de derecho internacional. Dichos instrumentos internacionales solamente 
podrán ser dictaminados debatidos, aprobados o rechazados en lo general, sin poder hacerles 
cambios o agregados a su texto. La aprobación legislativa les conferirá efectos legales, dentro 
y fuera de Nicaragua, una vez que hayan entrado en vigencia internacionalmente mediante 
depósito o intercambio de ratificaciones o cumplimiento de los requisitos o plazos previstos 
en el texto del tratado o instrumento internacional”.  
 
En el artículo 150 Inc.8 (artículo reformado por Ley Nº 192 de 1995, ley No 
330 del 2000, ley No 520 del 2005 y sentencia de la Corte Suprema de Justicia No 52 
del 30 de agosto del 2005) se manifiesta que: “son atribuciones del Presidente de la 
República, las siguientes: Dirigir las relaciones internacionales de la República, Negociar, 
celebrar y firmas los tratados, convenios o acuerdos y demás instrumentos que establece en 
inciso 12 del artículo 138 de la constitución política para ser aprobados por la Asamblea 
Nacional”. 
  
 
 
 
 
 
 
El Título X de Supremacía de la Constitución, su reforma y de las Leyes 
Constitucionales determina en el arto.182 del Capítulo I establece que “La 
Constitución Política es la carta fundamental de la República; las demás leyes están 
subordinadas a ella. No tendrán valor alguno las leyes, tratados, órdenes o disposiciones 
que se le opongan o alteren sus disposiciones”. 
El Capítulo II de Control constitucional funda en el arto. 187 “Se establece 
el Recurso por Inconstitucionalidad contra toda ley, decreto o reglamento, que se oponga 
a lo prescrito por la Constitución Política, el cual podrá ser interpuesto por cualquier 
ciudadano”. 
 
Todos estos artículos consagrados en nuestra constitución política ya sean en 
su parte orgánica como dogmática, no han sido invocados a la fecha ni por órganos ni 
instituciones del estado ni por ciudadano alguno, dando por entendido la aceptación 
tácita de todos estos sectores a lo establecido por el Protocolo de Tegucigalpa en todo 
su haber. 
 
3.1.3.4 Constitución de política de la República de Guatemala de 1985 con reformas 
de 1993  
 
La sección Tercera en el Capítulo II del Órgano Legislativo establece el 
Procedimiento de Formación de ley que consiste en: 
 
Jerarquía Constitucional (arto.175): “Ninguna ley podrá contrariar las disposiciones de la 
Constitución”. Las leyes que violen o tergiversen los mandatos constitucionales son nulas 
ipso jure.  
 
El art. 180 de la constitución establece que la ley empieza a regir en el territorio 
nacional 8 días después de su publicación…a menos que la misma amplié o restrinja dicho 
plazo… 
 
En el Capítulo IV de la Corte de constitucionalidad, esta tiene dentro de sus 
funciones según el arto.272 Inc. e) Emitir opinión sobre la constitucionalidad de los 
tratados, convenios y proyecto de ley, a solicitud de cualquiera de los organismos del 
Estado. En razón del cual se ha solicitado opinión en cuanto al Estatuto de Convenio 
de la Corte Centroamericana de Justicia, pero no al Protocolo de Tegucigalpa. 
 
3.1.3.5 Constitución de política de la República de Costa Rica de 1949 con Reformas 
hasta el 2001  
 
De conformidad con el artículo.10 inc. b se establece que: “corresponderá a una 
Sala especializada de la Corte Suprema de Justicia conocer de las consultas sobre proyectos 
de reforma constitucional, de aprobación de convenios o tratados internacionales y de otros 
proyectos de ley, según se disponga en la ley”. 285 
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En el arto.121 inc.4 del Capítulo II de las Atribuciones de la Asamblea 
Legislativa determina que: “corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa 
aprobar o improbar los convenios internacionales, tratados públicos y concordatos… Los 
tratados públicos y convenios internacionales, que atribuyan o transfieran determinadas 
competencias a un ordenamiento jurídico comunitario, con el propósito de realizar objetivos 
regionales y comunes, requerirán la aprobación de la Asamblea Legislativa, por votación no 
menor de los dos tercios de la totalidad de sus miembros. ….”.286 
 
Adicionalmente, la Ley de la Jurisdicción Constitucional estipula que durante 
el proceso de aprobación de cualquier tratado internacional, el texto propuesto tiene 
que ser llevado a consulta a la Sala Constitucional para que la misma efectúe un 
examen preliminar sobre la constitucionalidad del tratado propuesto. Este examen 
preliminar tiende a centrarse en aspectos de procedimiento, pues esta evaluación no 
excluye la eventual interposición de acciones de inconstituciona lidad contra el tratado 
aprobado. 
 
Finalmente esta constitución establece en el artículo 140 inc.10 que Son 
deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente y al respectivo 
Ministro de Gobierno: “Celebrar convenios, tratados públicos y concordatos, promulgarlos 
y ejecutarlos una vez aprobados por la Asamblea Legislativa o por una Asamblea 
Constituyente, cuando dicha aprobación la exija esta Constitución. Los protocolos derivados 
de dichos tratados públicos o convenios internacionales que no requieran aprobación 
legislativa, entrarán en vigencia una vez promulgados por el Poder Ejecutivo”.287 
 
 
3.1.3 Estado de Resultado 
 
Una vez estudiadas las constituciones políticas de Centroamérica en cuanto al 
contenido de estas que pudiera implícita o expresamente servir de fundamentos 
constitucional para el derecho comunitario centroamericano, podemos establecer 
cuatro parámetros indispensables para este estudio: 
 
 
3.1.3.1 Armonía 
 
Que no existe armonía en cuanto a lo dispuesto en las diferentes 
constituciones, pues aplicando la doctrina podríamos clasificarlas de la siguiente 
manera: 
× Las constituciones centroamericanas que expresamente contemplan los 
principios que hacen posible la integración centroamericana. 
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-El salvador arto. 89 
-Guatemala arto. 150 
-Costa Rica arto.7 
× Las constituciones centroamericanas que si bien no establecen expresamente 
la manera y tratamiento para hacer efectiva la integración, plantean en sus 
textos constitucionales que dicha integración es un principio, un anhelo y un 
fin a que debe encaminarse el estado. 
 
-Honduras .Preámbulo 
-Nicaragua arto. 5 
-Panamá. Preámbulo 
 
× Y las constituciones de los nuevos participantes cuyos textos constitucionales 
no manifiestan expresamente principios de integración debido al reciente 
interés de pertenecer a ella. 
 
-Belice 
-República Dominicana 
 
3.1.3.2 Jerarquía 
 
No existe una posición uniforme en cuanto a la jerarquía que ocupan los 
tratados marcos de la integración centroamericana en los ordenamientos de los 
estados parte de la comunidad, la doctrina señala cuatro tipos de jerarquía o 
interrelación entre los tratados internacionales y el derecho interno : 
 
× Supraconstitucional: En la cual los tratados, por disposición expresa de la 
propia constitución, tienen una jerarquía superior a ella aunque sea en 
determinadas materias. 
 
-Costa Rica arto. 7 
-Honduras arto. 18 
-Guatemala arto. 46 
-Panamá arto. 4 
-El salvador arto. 89 
 
× Constitucional: Donde, también por disposición expresa de la constitución 
los tratados tienen una jerarquía exactamente igual a la propia constitución.  
 
× Supralegal: En la que los tratados internacionales, se colocan por debajo de 
la constitución pero por encima de las leyes internas. 
 
-Nicaragua arto. 182 
 
  
 
 
 
 
 
× Legal: Donde los tratados internacionales tienen un rango inferior a la 
constitución e idéntico a la ley interna. 
 
3.1.3.3 Resolución de Aporía 
 
Otra clasificación establece la existencia de tres tipos de constituciones, 
basada en el tratamiento ante posibles enfrentamientos entre el derecho interno y el 
internacional. 288 
 
× Las que dan soluc ión expresa al conflicto entre Derecho Internacional y 
Derecho Interno. 
 
- El Salvador .arto. 144 
- Honduras arto. 18 
- Costa Rica arto. 7 
 
× Las que sin resolver el conflicto, enumeran los tratados y leyes como normas 
internas. 
 
- Nicaragua arto. 10 
- Panamá arto. 4 
× Las que nada dicen y solo hacen referencia a los tratados cuando enuncian las 
competencias de los poderes ejecutivos y legislativos del estado. 
 
- Guatemala arto. 272 
 
 
3.1.3.4 Soberanía  
 
Traemos este punto a colación atendiendo al princ ipio político-jurídico de 
soberanía, donde cada Estado tiene la facultad de establecer, a través de la normativa 
correspondiente, el sistema mediante el cual incorpora el derecho internacional.  
 
Estudiados anteriormente estos sistemas pueden clasificarse en monismo o 
dualismo. Situación que apunta hacia la complejidad que representa encontrar un 
único parámetro común a todos los Estados centroamericanos, pues cada uno de ellos 
podrá válidamente en función de su soberanía y conforme a los intereses sociales, 
económicos y políticos imperantes en una sociedad y momento dados, optar por 
cómo incorporar los tratados internacionales a su derecho interno.  
A este respecto, la doctrina señala que pueden identificarse dos tipos de 
recepción del derecho internacional en el orden jurídico interno: 
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× Transformación: Mecanismo elegido por aquellos países que parten de una 
tradición dualista, supone que para que el derecho internacional tenga efectos 
internos y pueda ser aplicado en el Estado, debe ser expresa y específicamente 
transformado en norma de derecho interno mediante un acto legislativo ad 
hoc.  
- El salvador arto. 144 
- Nicaragua arto. 10,138,150 
- Costa Rica arto. 7,10,121,124 
- Honduras arto. 16,20,245 
- Guatemala arto. 180,272 
- Panamá arto. 179 inc. 9 
 
× Incorporación: Considera que el derecho internacional es parte del derecho 
interno sin que sea necesario un procedimiento constitucional o legal para su 
ratificación o transformación.  
 
- Costa Rica arto. 140 
- Honduras arto. 21 
 
Aun con la falta de armonía y en algunos casos de regulación en cuanto a la 
materia del derecho y los tratados internacionales, bases para el derecho comunitario, 
podemos establecer que todas las constituciones centroamericanas establecen 
principios suficientes que fundamentan el derecho comunitario centroamericano, pues 
todas establecen como un principio y fin del la organización estatal, la búsqueda de la 
unión de Centroamérica como países hermanos que deben estar juntos, de esta 
manera y partiendo de estos principios encontrados en las diferentes constituciones, 
es obligación de los órganos e instituciones del estado velar por que ese anhelo pueda 
ser realidad. 
 
Y más allá de la habilitación dada en esa materia por la constitución, es 
conveniente señalar que son los mismos habitantes, el pueblo centroamericano el 
principal sujeto que aspira a la integración de las naciones centroamericanas, y que 
siendo la constituc ión la norma que por excelencia recoge y plantea esa voluntad de 
los gobernados a fin de llevarlas al efecto, si alguna de las constituciones de 
Centroamérica careciera de estos principios integracionistas a favor de la comunidad 
centroamericana, seria ésta misma, la que estaría lesionando su principio, fundamento 
y razón de ser como norma suprema del ordenamiento jurídico del estado. 
 
Todas las constituciones en su parte orgánica contienen los procedimientos 
necesarios para incorporar al sistema los tratados internacionales, procedimientos en 
su mayoría largos y costosos que involucra a tres de los cuatro pilares de la 
organización del estado, el poder ejecutivo, el legislativo y el judicial. Si en 
Centroamérica aun con esta ardua labor legislativa y de control constitucional para la 
ratificación, aprobación o adhesión en su caso a un tratado internacional no logran 
  
 
 
 
 
 
resguardar la norma constitucional, es asunto que debe ser revisado a fin de poder ser 
resuelto ya que es necesario que la norma constitucional siga siendo entendida como 
suprema en la organización del estado. 
 
Pero esta es una cuestión nacional que solo incumbe a la organización interna 
de los estados resolver, por ende internacionalmente el estado debe igualmente 
cumplir con el principio de obediencia a las normas que internamente ella impone  a 
los gobernados y que internacionalmente se basan en el cumplimiento de los pactos 
acordados bajo condiciones de igualdad jurídica en la que cada estado participa 
voluntaria y soberanamente en relaciones internacionales hoy regulados por la 
Convención de Viena sobre Derechos de los Tratados ( Panamá 27/08/1980, Costa 
Rica 22/12/1996, Guatemala 20/08/0997, Honduras 23/05/1969, El Salvador, 
16/02/1970…). 
 
De esta manera, una vez expresada la voluntad de obligarse por un tratado que 
a su vez ha pasado por un riguroso tratamiento interno para poder ser incorporado al 
ordenamiento jur ídico interno, es lógica, expresa y accesoria la consecuencia jurídica 
de obligarse así como beneficiarse del mismo, de esta manera Honduras bajo decreto 
legislativo 57-92 del 5/05/1992, Nicaragua decreto 524 del 03/06/1992, Guatemala 
bajo decreto 71-92 del 26/11/1992, Costa Rica ley 7502 del 03/05/1995, Panamá ley 
10 del 03/01/1996, Belice bajo adhesión el 27/11/2000 y República Dominicana bajo 
acuerdo de Asociación del 10/12/2003, han sido claros y manifiestos en cuanto a ver 
la integración centroamericana como un fin al que aspiran todos los 
centroamericanos.  
 
Es lógico que para llegar a ese fin es necesario crear las condiciones optimas 
que procuren la realización de esa meta, por ello es necesario ir cediendo espacios al 
nuevo ordenamiento jurídico y dotarlo de los mecanismos que éste necesite para 
desarrollarse. Es inevitable entonces armonizar las legislaciones internas a fin de 
facilitar la actividad comunitaria, la armonización es difícil pero necesaria, toda 
comunidad que aspira a la integración pasa por esto, de esta manera los estados 
miembros de la comunidad europea abrieron sus ordenamientos a la integración a 
través de “Cláusulas de Apertura”, Centroamérica debe crear los medios y 
encaminarse a ese proceso, pues “La necesidad es la madre de la invención”. 289 
 
La validez y eficacia de los pactos internacionales no se pueden sujetar de 
modo indefinido a la decisión de una sola de las partes contratantes, por lo que es 
menester fortalecer el control previo de constitucionalidad, pues una vez incorporado 
un tratado es obligatorio cumplirlo, una corte nacional no puede invalidar por 
inconstitucional un tratado internacional, ya que esto equivale a asumir que la corte 
nacional tiene autoridad sobre la soberanías de los otros estados partícipes, que, sería 
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reconocerle a una corte nacional la soberanía de otro estado, lo que a ella por razones 
obvias no le esta atribuida, la práctica de control constitucional a posteriori debe 
terminar, ya que esto quebranta la razón de ser de las estipulaciones de los pactos 
internacionales, el control constitucional debe ser previo, después siquiera merece ser 
llamado control.  
 
Es imprescindible entonces responsabilizar a los órganos internos , quienes 
garantes de la supremacía constitucional deben a su vez respetar el principio 
incorporado en las mismas constituciones de integración regional, de modo que no 
haya enfrentamientos, pareciera en la práctica que los órganos internos de los estados 
signatarios de los tratados internacionales de integración no conocen la trascendencia 
de estos, ni la intromisión que implica para su propio ordenamiento o inclusive 
pareciera que los desconocen, y es precisamente su omisión la que da lugar a las 
aporías entre derecho interno y constitucional versus derecho internacional y 
comunitario, provocando que el estado incurra en responsabilidad internacional, 
atentando esto contra el principio de legalidad y inseguridad jurídica.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4. CONCLUSIONES 
 
 
Hoy en día nos unen problemas compartidos cuyas dimensiones demandan la 
concurrencia y esfuerzos de todos los centroamericanos para resolverlos. Las 
condiciones de validez de los tratados se rigen por las normas constitucionales 
basadas en principios generales del Derecho. El Protocolo de Tegucigalpa Tratado 
Marco de la Integración Centroamericana, surge de las propias constituciones, que 
  
 
 
 
 
 
reconocen la voluntad de integración del pueblo y el derecho del estado a vincularse 
internacionalmente por tratados.  
 
En consecuencia, toda ley que contradiga el Protocolo es ilegitima, pero no 
por ser contraria al tratado, sino por estar en contradicción con la misma constitución, 
ya que esta respalda la obligatoriedad de todo tratado en vigor e incorpora valores y 
principios de integración que constituyen la fuente de dicho tratado.  
 
Para resolver las aporías antes planteadas, lo más importante que debería ser 
considerado para aquellos que alegan en base al principio de soberanía, es pues que la 
misma lo que supone es el poder absoluto que marcha en función de satisfacer la s 
necesidades básicas y primordiales de los estados y sus habitantes, y de esta manera, 
la única justificación y fin validos de la soberanía deberían ser el cumplimiento de la 
protección y desarrollo de quienes los habitan, el cual es completamente coincidente 
con los propósitos para los cuales fue instaurada la Comunidad. 
 
La federación no funciono, y nuestra actual forma de gobierno no ha brindado 
suficientes frutos por lo que nos encontramos en quiebra, actualmente con una 
inflación del 13% y dependiendo de subsidios, donaciones y anhelando 
condonaciones y por ende en desventaja a nivel internacional y en tal sentido, no 
debería haber enfrentamientos, sino por el contrario trabajar armónicamente, en 
colaboración, coordinación, auxilio y apoyo a fin de conjuntamente lograr establecer 
lo que a la fecha ni los estados ni la comunidad aisladamente han podido alcanzar, 
que es el establecimiento de Centroamérica como una Comunidad de Paz. Libertad, 
Democracia y Desarrollo. 
 ASPECTOS  CONCLUSIVOS 
  
 
 
 
Todo tenemos prohibido salvo cruzarnos de brazos; La  pobreza no 
está escrita en los astros.  
Eduardo Galeano, Las Venas  Abiertas de A.L. (1990) 
 
PARTE III: ASPECTOS CONCLUSIVOS   
 
3.1 CONCLUSION  
 
El tema del Derecho Comunitario, sin duda alguna es un tema de  interés 
regional e internacional, siendo que los procesos de integración están destinados a 
lograr el desarrollo en los aspectos económicos, sociales y culturales, además del 
libre intercambio de bienes y servicios producidos en la región y para lograr éxito se 
requiere inevitablemente del concurso o auxilio de un marco jurídico institucional que 
regule sus actos, lo que debe estar en concordancia a los propósitos u objetivos 
comunes de los países que participan en un proceso de integración. 
 
En este sentido la práctica integracionista ha convertido ese marco jurídico en 
Derecho Comunitario de vital importancia en estos procesos, Sin embargo, la 
efectividad del derecho comunitario viene a depender, en buena parte, de la acción 
operativa, formativa, administrativa y judicial de los órganos constitucionales de los 
Estados miembros, que tienen el deber constitucional de asegurar la ejecución de la 
norma comunitaria ya que es parte integrante de su mismo sistema, de lo cual 
concluimos lo siguiente: 
 
4 Existe el Derecho Comunitario Centroamericano que emana de los órganos del 
Sistema de Integración Centroamericana y de las distintas disposiciones 
constitucionales de los estados centroamericanos, dentro de las cuales se faculta a 
los mismos para formar parte de un sistema de integración regional, así como de 
la creación de entes supranacionales legal y legítimamente establecidos a los 
cuales se delegan ciertas competencias soberanas, siendo ejercidas por estos 
organismos en función y beneficio de los estados miembros de la Comunidad y de 
sus ciudadanos quienes son en principio los sujetos que aspiran a esta integración 
y quienes recibirán los beneficiosos frutos de la misma. 
 
4 Es con este propósito que los países inmersos en ésta política no tienen otra 
alternativa que proceder en función del anhelo popular a una adecuación 
constitucional de su régimen interno en función del Derecho Comunitario, para 
homogeneizar su normativa interna en su conjunto y encarar de forma más viable 
su política exterior con propósitos del beneficio y desarrollo de sus habitantes. 
 
4 El conflicto entre el Derecho Interno y el Derecho Comunitario no debería existir 
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4 de Justicia ha afirmando que no se trata de una cesión o limitación de soberanías, 
sino la decisión de ejercerlas solidaria, conjunta y armoniosamente, en forma 
conjunta y coincidente, en propósitos del bienestar común regional e individual de 
los habitantes de la región. El Derecho Comunitario Centroamericano no 
contempla el nacimiento de una Unión Centroamericana soberana única y 
excluyente, sino que la soberanía queda donde ha estado siempre, inclusive en 
tiempos de la federación, es decir, en los Estados miembros. 
 
4 El Protocolo de Tegucigalpa, como tratado Marco del Sistema de Integración 
Centroamericana debería tener la misma estabilidad que tienen las Constituciones 
nacionales y en razón de su particular importancia y naturaleza, debe contar 
también con un control especial para proteger la integridad y preeminencia de sus 
disposiciones y la exigibilidad de sus normas, tal como suele ocurrir en los 
ordenamientos internos que estudiamos, es decir, debe existir un control de 
constitucionalidad previo y eficaz, a como lo tiene gran parte de las legislaciones 
de los países Europeos que han hecho de la integración un mecanismo 
indispensable para lograr la prosperidad de sus estados y la de sus habitantes. 
 
4 De esta manera queda establecida la existencia de un Derecho Comunitario que a 
nuestra consideración nace en Centroamérica pero fue perfeccionado por la Unión 
Europea, que existe un Derecho Comunitario Centroamericano fortalecido y 
renovado a través del Protocolo de Tegucigalpa a la carta de la ODECA, y que 
este derecho nace de la necesidad y anhelo de los pueblos centroamericanos por 
lograr una solidaridad con propósitos de desarrollo, paz, libertad, democracia y 
bien común de todos los centroamericanos, y de aquellos que solidaria y 
voluntariamente quieran participar de ella como es el caso  de República 
Dominicana y Belice. 
 
4 Que de un análisis exhaustivo a las constituciones vigentes encontramos 
principios de integración los cuales constituyen un mandato de rango 
constitucional y que por ende no pueden esgrimirse razones a posteriori 
constitucionales para lesionar esta integración tan útil y necesaria para los 
centroamericanos, por lo que es necesario en función de la democracia, la 
voluntad de las masas, y del Vox Populi centroamericano ir cediendo en favor de 
éste, no hay razón, justificación lógica ni hacedero jurídico para aquellos que 
aleguen lo contrario. 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
              Hemos guardado un silencio  
                Bastante parecido a la Estupidez 
              Eduardo Galeano,  
                  Las Venas Abiertas  de América Latina (1990) 
 
 
 
3.2 RECOMENDACIONES 
 
 
Para solucionar las posibles contradicciones y llegar a un entendimiento entre el 
Derecho Comunitario y el Derecho Interno y según lo analizado en el presente trabajo 
nos atrevemos a sugerir lo siguiente. 
 
4 Llevar  a cabo las propuestas hechas en ocasión de la XXV Reunión de Jefes de 
Estado y de Gobierno de los Países del Sistema de la Integración 
Centroamericana (SICA), efectuada en la ciudad de San Salvador el 15 de 
diciembre de 2004, donde se acordó entre otros aspectos, asegurar que cada país 
incorpore como política de Estado los temas relativos al proceso de integración 
centroamericana y a tal efecto integrar un Comité Ejecutivo del Sistema de la 
Integración Centroamericana con representantes de los Estados Miembros; y 
asegurar el carácter obligatorio del cumplimiento de las decisiones aprobadas por 
la Reunión de Presidentes y del Consejo de Ministros a fin de que se apliquen 
como directrices vinculantes en el ámbito interno de los estados 
Centroamericanos, así como, propender a la mayor coordinación e interacción de 
organismos e instituciones, mediante redes de información y comunicación, y 
finalmente encomendar la elaboración de una propuesta sobre la viabilidad de 
conformar un presupuesto único para el financiamiento de la institucionalidad 
regional. 
 
4 Apoyar la integración con bases constitucionales más claras y sólidas, que 
contemplen expresamente para que no haya lugar a dudas e interpretaciones 
dudosas, la cesión o atribución de competencias a órganos supranacionales y todo 
aquello necesario para el completo desarrollo y evolución del Sistema de 
Integración Centroamérica, resguardando de ésta manera los anhelos 
integracionistas presentes en la conciencia de los ciudadanos centroamericanos y 
satisfaciendo así, nuestra ideología de la necesaria unidad de Centroamérica. 
 
4 Que las constituciones políticas de los estados sean adecuadas a las necesidades 
de la comunidad en su conjunto, dado su magnitud y especial naturaleza en 
beneficio de toda la comunidad, es necesario que la normativa interna ceda en 
favor del avance y evolución de la comunidad, pues no puede ser de otra manera, 
es ilógico pensar que la comunidad deberá ceder en beneficio de un estado 
determinado y no al contrario, evidenciando esto, la necesidad de un articulado 
  
 
 
 
 
 
especial, a fin de brindar bases sólidas para el desarrollo y la consecución de los 
objetivos para los cuales justamente fue instaurada la comunidad. 
 
4 Considerar la posibilidad de expresar en el texto constitucional, la jerarquía de los 
Instrumentos Internacionales respecto de las leyes y en especial de la naturaleza 
comunitaria; así como el establecimiento para los estados que no lo poseen o no 
lo han desarrollado correctamente, un control previo de la constitucionalidad 
respecto a la firma de Ins trumentos internacionales. 
 
4 Recomendamos igualmente exigir seriedad a nuestros representante en lo relativo 
a las Relaciones y Acuerdos Internacionales, pues por lo que hemos visto en los 
últimos años pareciera necesario la capacitación de los funcionarios que 
intervienen en esos procesos, pues resulta muy vergonzoso y deja mucho que 
desear de Estados como los nuestros que participan, ratifican o se adhieren a 
procesos con esta especial naturaleza y posteriormente alegan desconocimiento de 
lo que firmaron o la inconstitucionalidad de los mismos, para justificar el 
incumplimiento de las obligaciones internacionalmente adquiridas, hay que 
recordar que así como los estados no permiten alegar ignorancia de la ley interna 
a sus nacionales, internacionalmente ellos mismos, no deberían alegar el 
desconocimiento de las leyes y del derecho que regula las Relaciones 
Internacionales, como justificación de su negligencia, ellos deben así como sus 
ciudadanos “cumplir con lo que prometen”. 
 
4 Finalmente consideramos que para evitarle a los nuevos estados interesados en 
formar parte del Sistema de Integración Centroamericana, el eterno conflicto 
“aporía”, entre el Derecho Interno y el Derecho Comunitario, previo a la adhesión 
o ratificación deberán necesariamente homologar su legislación interna y 
principalmente las de rango constitucional que se contrapongan a los valores e 
intereses de la comunidad. 
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